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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 23 de mayo de 1994. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión ex- 
traordinaria, el próximo miércoles 25, a la hora 16, a fin de que 
el señor ministro de Defensa Nacional realice una exposición 
sobre lo actuado por el Ministerio de Defensa Nacional con 
relación a la televisión para abonados y respecto a las denuncias 
públicas de que ha sido objeto por el cobro de honorarios profe- 
sionales, 


LOS SECRETARIOS”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Astori, 
Batalla, Besozzi, Blanco, Bouza, Bouzas, Bruera, Cassina, 
Elso Goñi, Gargano, Hackenbruch, Irurtia, Korzeniak, Olas- 
coaga, Pérez, Priore, Ramírez, Ricaldoni, Silveira Zavala y 
Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Amorín La- 
rrañaga, Jude, Santoro y Urioste; con aviso, los señores sena- 


dores Belvisi, Grenno, Librán Bonino y Millor; y, sin aviso, 
los señores senadores Bianchi y González Modernell. 


3) SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL, Soli- 
cita ser recibido por el Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 10 minutos) 


-Dése cuenta de una nota del señor ministro de Defensa 
Nacional, ¿ 


(Se da de la siguiente:) 

“El señor ministro de Defensa Nacional, doctor Daniel Hugo 
Martins, remite nota solicitando ser recibido por el Cuerpo, a fin 
de dar explicaciones relacionadas con la televisión para abona- 
dos y el cobro de honorarios profesionales”. 


-Léase. 


(Se lee:) 


CAMARA DE SENADORES 


25 de Mayo de 1994 


- Manifestaciones del señor senador Bouza. 


- Se resuelve, por moción del señor senador, de- 
signar una Comisión Especial, integrada por nue- 
ve miembros, para considerar el proyecto. 


TD Selevanta la sesión ........onconmoccconinnoonenconosasareonaooo +. 172 


“Montevideo, 23 de mayo de 1994. - Sr, presidente 
de la Cámara de Senadores, doctor Gonzalo Aguirre Ra- 
mírez. - De mi mayor consideración: Ante la campaña 
sistemática de desprestigio de mi persona y de la función 
que desempeño como ministro de Defensa Nacional, so- 
licito a usted que el Senado de la República reciba mis 
explicaciones respecto de dicha campaña y, especialmen- 
te, con relación a la televisión para abonados y al cobro 
de honorarios profesionales. - Saluda al señor presidente 
muy atentamente. Dr. Daniel H. Martins. Ministro de 
Defensa Nacional”. 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Ernesto Amorín Larrañaga solicita prórro- 
ga de licencia”. 


-Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 19 de mayo de 1994, - Señor presiden- 
te del Senado doctor Gonzalo Aguirre Ramírez. - De 
nuestra mayor consideración: Por la presente solicito al 
Cuerpo de su Presidencia, prórroga de la licencia oportu- 
namente solicitada por el plazo de 31 días. Motiva la 
presente solicitud la extensión del tratamiento al cual es- 
toy siendo sometido, Sin otro particular lo saludo a usted 
con la mayor consideración que ruego haga extensiva a 
los demás integrantes del Cuerpo. Ernesto Amorín La- 
rrañaga. Senador”. 


-Se va a votar la licencia solicitada. 

(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Corresponde convocar al suplente respectivo que lo es el 
señor Pedro Besozzi, quien ya ha integrado el Cuerpo. Por lo 
tanto, si se encuentra en antesala puede ingresar al hemiciclo. 


Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 
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“El señor senador Walter Santoro solicita licencia por el día 
de la fecha”, 


-Léase. 
(Se lee:) 


“Santa Lucía, mayo 25 de 1994, - Señor presidente de 
la Cámara de Senadores. - Doctor Gonzalo Aguirre 
Ramírez. - De mi mayor consideración: Solicito a usted 
licencia por el día de hoy, debido a problemas de fndole 
personal, Saludo a usted atentamente. Dr. Walter R. San- 
toro. Senador”. 


-Se va a votar la licencía solicitada. 
(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) PARTIDOS POLITICOS. Proyecto de ley. 


SEÑOR BOUZA., - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZA. - Señor presidente: desde el 18 de octubre 
se encuentra en la Comisión de Constitución y Legislación un 
proyecto de ley sobre los partidos políticos sancionado por la 
Cámara de Representantes y como naturalmente esta es una de 
las Comisiones que tiene una labor más intensa en su calidad de 
asesora del Cuerpo no ha podido atender y considerar, así como 
tampoco ingresar en el estudio de ese proyecto de ley que noso- 
tros juzgamos de primera importancia. 


Además, debo agregar que existen antecedentes de dos pro- 
yectos de ley más con la misma intención: uno de ellos fue 
presentado por el señor senador Santoro y el otro, en su oportu- 
nidad, por el entonces señor senador Brause y quien habla. Am- 
bos están referidos también a la organización de los partidos 
políticos. 


Con motivo de la discusión del proyecto de ley para refor- 
mar la Constitución, existieron compromisos, asumidos por va- 
rios sectores políticos, en el sentido de iniciar los trabajos para 
sancionar prontamente la ley de organización de lbs partidos 
políticos una vez que se aprobara ese proyecto de reforma cons- 
titucional. 


Considero que dada la instancia según la cual se ha encami- 
nado la reforma constitucional por otra vía, sería absolutamente 
necesario y pertinente, desde el punto de vista político, que el 
Senado encomendara a una Comisión Especial el estudio del 
proyecto de ley de partidos políticos, a los efectos de poder 
recorrer el camino para que sea sancionado. De esa forma dare- 
mos una estructura y una organización, así como normas disci- 
plinarias para los partidos políticos que hoy son un reclamo 
importante de parte de la ciudadanía. 
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En consecuencia, mi moción es solicitarle al Cuerpo que 
constituya una Comisión Especial, que a mi entender debería 
estar integrada por nueve señores senadores -de esa forma se 
logra una amplia representación de los distintos sectores políti- 
cos- a los efectos de estudiar el proyecto de ley de partidos 
políticos. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar la moción formulada por el señor senador Bouza a 
efectos de que se designe una Comisión Especial integrada por 
nueve miembros para tratar el proyecto de ley sobre partidos 
políticos. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. Soli- 
cita ser recibido por el Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día. 


Antes de concederle la palabra al señor ministro de Defensa 
Nacional, la Presidencia desea puntualizar que su intervención 
se enmarcará de acuerdo a las normas reglamentarias que rigen 
en la discusión general. Quiere decir que, en principio, el señor 
ministro dispone de treinta minutos para realizar su exposición, 
plazo que es prorrogable por otros treinta minutos más. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra para una cuestión previa. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREZ. - Antes de que el señor ministro comience 
su exposición, desearía saber s1 se ha tomado en cuenta en qué 
condiciones se va a realizar esta sesión. 


Tratándose de un tema que tiene una repercusión muy gran- 
de, nos gustaría saber si simplemente el señor ministro hará una 
exposición o si, por el contrario, en esta sesión se podrán plan- 
tear preguntas por parte de los señores senadores. 


Hago hincapié en esto, señor presidente, porque si sólo se 
trata de una exposición del señor ministro, personalmente no sé 
si permaneceré en sala porque no creo que debamos quedarnos 
tranquilamente avalando algo con lo que no estamos de acuerdo. 
Si, en cambio, se trata de un debate, anticipando lo que en cierto 
modo desea hacer el Parlamento Nacional en cuanto a realizar 
una interpelación al señor ministro, entonces sí estamos de acuer- 
do en debatir sobre este tema aquí en el Senado de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE, - La Presidencia no puede adelantar 
cuál va a ser el resultado de la exposición del señor ministro y si 
ella va a concluir con alguna moción de un señor senador. El 
señor ministro no puede mocionar ni tampoco votar; pero, de 
acuerdo con la Constitución y el Reglamento del Cuerpo, puede 
hablar en cualquier sesión del Senado y, por supuesto, para ello, 
estar presente en sala. 
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Si bien se trata de una sesión extraordinaria del Senado de la 
República, igualmente rigen todas las normas reglamentarias de 
acuerdo con las cuales todos los señores senadores pueden hacer 
uso de la palabra. En consecuencia, no se trata simplemente de 
escuchar una exposición del señor ministro y aunque nadie está 
obligado a hablar una vez que él finalice, si alguien solícita la 
palabra la Presidencia se la va a conceder. 


Tiene la palabra el señor ministro de Defensa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Señor 
presidente: he solicitado esta sesión extraordinaria del Senado 
de la República porque como ministro de Defensa Nacional he 
sido objeto de una campaña sistemática de desprestigio de mi 
persona y de la función que desempeño como tal. Ello afecta mi 
sensibilidad moral. 


Seguramente, los miembros del Senado saben que voy a 
cumplir sesenta y siete años de edad, hace cuarenta y dos años 
que soy abogado y he ejercido mi profesión en forma permanen- 
te. Solamente me alejé del Estudio en oportunidad de ser desig- 
nado ministro de Hacienda, cuando fui nombrado vicepresi- 
dente del Banco de la República y cuando actué como vocal 
en ANCAP. En ese momento, arrendé mi estudio al escribano 
Pareja Sanguinetti, volviendo al mismo en 1973. 


Ahora, definitivamente he arrancado la chapa de mi Estudio, 
descolgado mi título y mudado mis libros a mí domicilio, por- 
que creo que ha llegado la hora, después de tantos años de 
ejercicio de la profesión, de poner punto final. 


Siempre he sido respetado. Durante treinta y seis años he 
sido profesor de la Facultad de Derecho y nunca nadie me hizo 
ninguna impulación. 


Como saben los señores senadores provengo de un hogar de 
clase media y soy hijo de un empleado ferroviario, de lo cual me 
honro. Me eduqué en la escuela pública y concurrí al Liceo 
Miranda, que está situado frente al Palacio Legislativo. Debido a 
que no tenía libros en mi casa estudiaba en la biblioteca del 
Palacio Legislativo y en la década de 1940, siendo estudiante, 
concurría a este recinto a escuchar los debates. 


En 1949, ingresé a la Administración Nacional de Puertos 
como auxiliar. Además, he sido Concejal en el departamento de 
Montevideo; he ocupado otros cargos públicos y he intervenido 
en cientos de licitaciones y concursos, pero jamás debí soportar 
una campaña de desprestigio como la que se ha desatado con 
motivo de la adjudicación de la televisión para abonados en 
Montevideo. 


Cuando asumí como titular en el Ministerio de Defensa Na- 
cional, en el mes de agosto de 1993, se habían examinado 300 
nuevos proyectos presentados por 145 empresas para instalar 
televisión por abonados en el interior del pais y se habían apro- 
bado las bases para realizar el llamado en Montevideo. 
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Antes que la Comisión asesora, integrada por el director 
nacional de Comunicaciones y el asesor letrado del Ministerio 
de Defensa Nacional, entre otros funcionarios, empezara a fun- 
cionar comenzó una campaña periodística y radial intimidatoria, 
impulsada por el director del diario “La República” y “CX 30 
Radio Nacional” que oficialmente no integra Canal Cable Co- 
munidad Sociedad Anónima, una de las empresas aspirantes a 
Operar en la televisión por cable, pero que ha confesado pública- 
mente que está detrás de este proyecto. Esta persona, debido a 
que es argentina, no puede presentarse a este Hamado; su finan- 
cista el señor Carlos Spadone, quien también es argentino y 
posee medios de difusión en aquel país, me manifestó que era 
socio del doctor Fasano. 


Es de liacer notar que esta campaña intimidatoria ha sido 
acompañada con carteles pintados en las paredes, con pasacalles 
y con autoadhesivos, en los que se proclama una falsedad que 
hace daño a la imagen de la República en el exterior. 


Asimismo, el señor LElbio Strauch se ha permitido, irrespon- 
sublemente, repetir esto en un escrito presentado ante el Ministe- 
rio de Defensa Nacional, en el que habla de una “cartelización” 
que controla toda la prensa escrita, la radiodifusión y la televi- 
sión del Uruguay. Entendemos que esto es un verdadero dislate 
porque en nuestro país existen 87 radios AM, 50 FM, 41 televi- 
soras y 114 televisoras para abonados autorizadas. Seguramente. 
debe ser la nación americana que en proporción al número de 
sus habitantes y a su territorio tenga mayor difusión. 


A los efectos de que conste en la versión taquigráfica del 
Senado -ello debe ser así porque todos los días se repite como 
un “slogan” que hay un monopolto en la prensa, en la radio y en 
la televisión y ello le hace mal a la República- me voy a permitir 
entregar al señor presidente del Cuerpo la nómina completa de 
todas las radios AM y FM y de las televisoras comunes, de las 
de cable, etcétera, que se encuentran a lo largo y a lo ancho del 
país, en la que figuran los nombres de los propietarios, quienes 
pertenecen a las más diversas opiniones políticas, religiosas y 
sociales. 


Además, debo decir que esa campaña intimidatoria se inicia 
el 12 de setiembre de 1993, o sea, antes de que se hubicran 
presentado las propuestas. Al respecto, con grandes títulos, se 
dice “Nace el multimedio plural (Canal Cable Comunidad, La 
República, Radio Nacional)”. Más adelante, concretamente el 9 
de noviembre de 1993 se publica: “Inquietante silencio en torno 
a la licitación de la TV por cable. El canal cable en lista de 
espera”. Al día siguiente, el 10 de noviembre, comienzan a reali- 
zarse reportajes a dirigentes de distintas instituciones en apoyo a 
uno de los licitantes, lo que continúa el 14, el 16 y el 26 de 
noviembre. 


Puedo decir al Senado que en todos los años de mi vida en 
que he actuado en materia de licitaciones nunca observé que en 
la prensa alguten se postulara a favor de una determinada pro- 
puesta. 
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Al mes siguiente, concretamente el 4 de diciembre de 1993, 
aparece un titular que dice: “Cinco grupos de comunicación 
esperan la decisión de Lacalle, a tres meses de la entrega de los 
proyectos; preocupa la demora en decidir a quiénes se le adjudi- 
carán las frecuencias en Montevideo. El Parlamento interviene 
en la TV Cable y pide explicaciones al ministro de Defensa 
Nacional”. El 26 de enero de 1994, en grandes títulos se expre- 
sa: “Atención, a principios de febrero adjudican la TV Cable en 
Montevideo”. Seguidamente, el 6 de febrero de 1994 aparece un 
gran recuadro en el que se dice: “ESTE ATENTO, están deci- 
diendo qué y quién entrará en el living de su casa en los próxi- 
mos 20 años”. 


Una vez adjudicada la licitación y estando pendientes los 
recursos administrativos interpuestos por las firmas no autoriza- 
das se redobla la campaña. Obsérvese la importancia que tiene 
esto desde el punto de vista de las instituciones. Los funciona- 
rios y los abogados que deben estudiar estos asuntos están ver- 
daderamente intimidados por una campaña periodística en la 
que no se tiene escrúpulos para realizar todo tipo de afirmacio- 
nes falsas respecto de las personas y de las instituciones. 


En ese clima mencionado se redobla la campaña y, concreta- 
mente, el 3 de febrero aparece un título que dice: “Comenzó la 
batalla legal por la TV Cable, tres poderosos grupos económicos 
anunciaron ayer que iniciaron acciones judiciales contra la reso- 
lución de gobierno”. Dichos grupos son: CANTLEY S.A. (gru- 
po Strauch); URUVISION S.A. (Rospide-Costa); y LIBREMAR 
S.A. (Fontaina-Mullins). 


No sé si los señores senadores aquí presentes con más expe- 
riencia alguna vez han visto remitidos de prensa de los licitantes, 
quienes hacen caudal y propaganda con respecto a sus propias 
propuestas. Las tres empresas mencionadas acusan al gobierno 
de arbitrariedades diversas tales como violación de la Constitu- 
ción, favorecimiento del monopolio, espíritu antidemocrático y 
desconocimiento de las prácticas internacionales sobre el dere- 
cho de información. 


Posteriormente, en el diario “La República” del día 11 de 
marzo de 1994, en la primera página aparece el siguiente título: 
“Cablegate. Fasano decidió resistir. Acusó al ministro Martins: 
O es un inepto irresponsable o es un deshonesto que debe renun- 
ciar”. Pensamos que estos titulares son realmente provocativos. 
Inclusive se dice: “Si al ministro no le gustan mis afirmaciones y 
entiende que debe iniciarme juicio por desacato, bienvenido sea 
el juicio oral y público”. A este respecto me permito hacer una 
reflexión ante el Senado. 

j 

La legislación que con muy bien criterio, sin medir luego las 
consecuencias, estableció que en el juicio oral por difamación 
por la prensa debe concurrir el autor de la difamación y el 
difamado, creó de esta forma un verdadero circo en el que los 
medios escritos sacan fotografías a la entrada del Juzgado y 
expresan quiénes concurren allí. Como en este caso el difamado 
no tiene medios de prensa ni es director de diarios no puede 
contestar a las afirmaciones que se publican todos los días en los 
periódicos, poniendo en duda la honorabilidad de la persona que 
está en juicio. En ese sentido, es bueno pensar que cuando un 
funcionario público es difamado no debe concurrir a este tipo de 
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sesiones públicas, sino que debe asistir un representante legal, es 
decir, un defensor de oficio, de manera de quitarle al juicio 
mencionado la espectacularidad y la propaganda malsana que se 
hace alrededor del mismo. Ese es el motivo por el que no he 
asistido a este tipo de juicios, porque además, como todos sabe- 
mos, la jurisprudencia es bastante favorable a quienes utilizan la 
prensa para difamar a las personas. 


A los pocos días, concretamente el 15 de marzo de 1994, se 
publica: “El poderoso grupo Strauch denunció gravísimas ma- 
niobras con la documentación para licitar la TV Cable y calificó 
la decisión sobre cable de tentativa de aplastar nuestras liberta- 
des”. Con fecha 18 de marzo de 1994 se publica una informa- 
ción absolutamente falsa, que el tiempo se ha encargado de 
desmentir, ya que constituía una verdadera patraña, que expresa- 
ba lo siguiente: “El gobierno quiere clausurar CX 30, procesar a 
Fasano y cortar de cuajo la presencia de “La República” en 
televisión”. Voy a solicitar al señor subsecretario que lea una 
página del diario “La República”, porque es muy importante la 
intimidación que allí se hace sobre el fiscal de Corte, publicando 
nombres y apellidos de las personas que eventualmente deberían 
intervenir en una denuncia penal, para amedrentarlas. Si el señor 
presidente me lo permite, solicitaría al señor subsecretario que 
lea esa parte del artículo periodístico. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proceder el señor subsecre- 
tario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL. - 
Señor presidente: se trata del diario “La República”, de 18 de 
marzo de 1994 y dice lo siguiente: “El gobierno del presidente 
Lacalle, irritado por la campaña contra la corrupción del “cable- 
gate” impulsada por el diario LA REPUBLICA y CX 30, habría 
decidido clausurar Radio Nacional, pedir al fiscal de Corte el 
procesamiento del doctor Federico Fasano Mertens por desacato 
al ministro de Defensa Nacional, Daniel Hugo Martins e instru- 
mentar otra poderosa acción disuasiva”. 


Más adelante, en el artículo se puede leer que: “Esta triple 
acción contra el multimedio plural que integran el diario LA 
REPUBLICA, CX 30 Radio Nacional y el Canal Cable Comuni- 
dad (CCC) fue decidida en las últimas horas por el presidente 
Lacalle, luego que retornara de su viaje a Chile y Washington, 
enterado de la resolución del multimedio de resistir hasta sus 
últimas consecuencias procurando revertir la decisión más anti- 
democrática resuelta por un gobierno de derecho”. 


Luego con el título: “Triple ofensiva combinada”” se afirma 
que: “La decisión gubernamental de emprender una triple ofen- 
siva contra el diario LA REPUBLICA y CX 30 Radio Nacional 
para que cese en su campaña por la dignidad, la democracia, la 
libertad de información y el pluralismo comunicacional, contra 
la uniformización de las conciencias y el monopolio del pensa- 
miento, comenzó a trascender hace 48 horas, pero alcanzó su 


- punto más álgido en las últimas horas”. 


Algunos párrafos después se expresa: “La primera de las 
acciones ya estaría en curso -según trascendió- habiéndose cur- 
sado instrucciones al fiscal de Corte, doctor Robatto, quien ya 
tendría redactada la acusación fiscal contra el periodista por el 
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delito de desacato contra el ministro de Defensa Nacional, doc- 
tor Daniel Hugo Martins. El fiscal de Corte habría derivado la 
acción a la fiscal de Sexto Turno, doctora Elsa Machado de 
Saravia. Según trascendió la acción sería presentada en uno de 
los juzgados penales correspondientes al segundo turno a cargo 
del juez Gómez Tedeschi, el octavo turno a cargo del juez José 
Bonavotta o el nuevo Juzgado Penal de 17” Turno, recientemen- 
te creado a cargo de la jueza Ana Rosa Lima. La acusación por 
desacato sería planteada a raíz de las declaraciones del doctor 
Fasano el jueves 10 de marzo pasado, en el programa “Plaza 
Independencia””. 


Posteriormente, el artículo continúa diciendo: “La segunda 
acción, que cuesta mucho creer pueda ser verdad, ya que no 
tendría precedentes en un gobierno de derecho, estaría vinculada 
a la clausura definitiva de CX 30 Radio Nacional. Sc ignoran los 
motivos que el gobierno, en pleno año electoral se animaría a 
explicitar para fundamentar tamaño atentado a la libertad consti- 
tucional de expresión, pero sí se sabe que el ministro Martins ya 
tiene redactado el dictamen y sólo resta fijarle fecha, de acuerdo 
a las alternativas de la actual controversia pública desatada a raíz 
de la escandalosa adjudicación de la televisión por cable. Sobre 
la oportunidad de la medida, algunos observadores indicaron 
que la táctica del gobierno es “golpear en momentos de desmo- 
vilización general”. El artículo prosigue: “La tercera acción con- 
tra el proyecto plural, aún no está plenamente confirmada y de 
concretarse constituirá un duro golpe a la política de comunica- 
ciones”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor ministro 
de Defensa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL, - El 19 
de marzo de 1994 se dice: “El gobierno no desmintió el Plan 
punilivo”, Agregaría que es un plan absolutamente incierto des- 
de la primera hasta la última línea. “El 20 de marzo de 1994: 
“Ominoso silencio del ministro de Delensa Nacional”. El 22 de 
marzo de 1994: “Pus en la TV, nuevas revelaciones sobre el 
favoritismo del ministro Martins hacia el monopolio de los ca- 
nales privados". El 17 de abril de 1994: “Me difama, reiterando 
lo expresado a través de dos emisoras de radio: Fasano afirmó 
que Martins es un blanco caro a estar por los U$S 2:000.000 que 
le cobra al Estado por honorarios y el servicio que le presta al 
monopolio de la TV”. Con esto se quiere dar a entender que me 
pagan los canales de televisión. “El 3 de mayo de 1994 publica 
un aviso mortuorio con el siguiente texto: “Libertad de informa- 
ción y de opinión (Q.E.P.D.). Falleció en la Paz del monopolio, 
confortada por el Poder Ejecutivo y la bendición de los indife- 
rentes y temerosos, el pasado día 11 de febrero de 1994. Murió 
fulminada por la resolución del ministro Martins, que consagró 
el monopolio de los canales privados prohibiendo toda otra voz 
en la televisión naciona), Sus deudos: el pueblo uruguayo”. El 9 
de mayo de 1994 me ofende nuevamente y hace una publicación 
con la letra de un viejo tango que dice: “Vos... Martins, violando 
la ley, autorizó en la licitación de Laguna del Sauce, obras en 
perjuicio de una empresa ganadora; Tu vieja... Trabajadores del 
Gas inician paros”: “y tu papá...” y publica un editorial en que 
me tidiculiza”. De manera que no solamente es un ataque a mi 
persona, sino también a mi familta. “El mismo día un recuadro 
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pago por las empresas Cantley S.A., Uruvisión S.A. y Libremar 
S.A., titulado: “¡¡¡No más contradicciones señor ministro!!!”, El 
17 de mayo de 1994: “Se investiga la conducta de altos functo- 
narios por graves irregularidades que podrían conducir a un en- 
cuadramiento de tres delitos del Código Penal”. El 19 de mayo 
de 1994 titula: “La doble personalidad del ministro Martins”, y 
me acusa de implicancia. El 21 de mayo señala que el doctor 
Jorge Pacheco Klein manifestó que son fundadas las acusacio- 
nes contra Martins y Gianola”. Deseo aclarar que el día 22 de 
mayo el doctor Jorge Pacheco Klein desmintió esa información 
manifestando: “Nunca acusé de nada a Martins ni a Gianola”. 
Esta campaña, señores senadores, culmina con esta acusación de 
implicancia, 


Muy brevemente, a continuación voy a señalar al Senado en 
qué consisten las actuaciones en que estoy involucrado. 


En 1985, la Intendencia Municipal de Canelones inicia un 
juicio contra la Sociedad Deportiva Hípica “Las Piedras”. El 
Tribunal de Apelaciones de lo Civil de 4* Turno en 1989 conde- 
nó a la actora al pago de las costas y costos, El 4 de octubre de 
1990, Omar Torres Collazo y quien habla solicitan la regulación 
de honorarios por haber sido los abogados de la parte demanda- 
da. El 6 de mayo de 199! el juez regula los honorarios. Obsér- 
vese que yo no ocupaba ningún cargo público en ese entonces. 
En base a lo dispuesto por los artículos 400 y 401 del Código 
General del Proceso y en la redacción dada por el artículo 685 
de la ley N” 16.120, de 10 de enero de 1991, el juzgado infimó 
al Ministerio de Economía y Finanzas a que depositara en el 
Banco Hipotecario, dentro de 120 días, la suma adeudada. En 
este sentido, voy a dar una explicación para los señores senado- 
res que no son abogados. El Código General del Proceso esta- 
blecía que cuando fuera condenado algún organismo de la Ad- 
ministración Pública, el juez libraría una orden al Banco de la 
República y éste pagaría, debitando luego en la cuenta del orga- 
nismo público deudor. Esta norma, que cra la que regía en 1990 
cuando se inició la regulación de honorarios, fue modificada cl 
10 de enero de 1991 y se estableció que en lugar de cobrar en el 
Banco de la República, tenía que intimarse al Ministerio de 
Economía y Finanzas para que éste depositara en cl Banco Hi- 
potecario la totalidad de lo adeudado en un plazo de 120 días. 


El 21 de octubre de 1991 se solicita reiterar el oficio por 
segunda vez y aplicar conminaciones económicas -$ 1.000 dia- 
rios- por no dar cumplimiento a la orden judicial. También se 
intima a la Intendencia Municipal para que reintegre al Ministe- 
rio de Economía y Finanzas lo que éste adelante, de acuerdo con 
la disposición del Código. 


El 8 de noviembre de 1991 -quien habla aún no ocupaba 
ningún cargo público- el Ministerio de Economía y Finanzas 
apela oponiéndose a la intimación de pagos y a las conminacio- 
nes económicas. De manera que el Ministerio de Economía y 
Finanzas no me ha hecho ningún favor. sino que apeló una 
intimación judicial. 


El 17 de febrero de 1993, el Tribunal de Apelaciones de 4" 
Turno confirma la intimación de pago y revoca las conminacio- 
nes económicas. El 10 de junto del mismo año, el Juzgado vuel- 
ve a intimar el pago de la deuda reajustada, ya que habran 
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transcurrido dos años desde la primera intimación. El 17 de 
junio de 1993 se hace una tercera intimación y en lugar de 
pagar, es decir, de cumplir con la orden judicial, el Ministerio de 
Economía y Finanzas solicita una audiencia en el Juzgado a la 
que se cita a la Intendencia Municipal de Canelones y a los 
acreedores para que ésta exprese cómo pagará lo que adelante la 
Cartera. En dicha audiencia, celebrada el 15 de octubre de 1993, 
el doctor Enrique Frade, en representación de los herederos del 
doctor Omar Torres Collazo -que falleció sin haber cobrado los 
honorarios que legítimamente se había ganado- y de quien habla 
y acepta que se abone en diez cuotas mensuales sin reajustes ni 
intereses. Esta solución es muy beneficiosa para el Estado, pero 
perjudicial para los acreedores, Sin embargo, dado la renuencia 
del Estado en hacer cumplir una orden judicial, los acreedores 
no tuvieron otra opción que facilitar al Ministerio de Economía 
y Finanzas este pago, a pesar de perjudicarse, como ya lo he 
dicho. En cumplimiento de lo acordado, dicho Ministerio dispu- 
so el pago correspondiente, con intervención del Tribunal de 
Cuentas, el 29 de octubre de 1993. Asimismo, existe la resolu- 
ción del Poder Ejecutivo, en cumplimiento de una orden judicial 
reiterada durante tres años. 


De manera que no he recibido ningún beneficio del Ministe- 
rio de Economía y Finanzas, sino que al apelar éste retardó 
durante dos años poder hacer efectivo el pago y cuando el Poder 
Judicial lo intima por tercera vez -cl 17 de junio de 1993, antes 
de que quien habla asumiera como ministro- pide una audiencia, 
evidentemente dilatoria, que se realiza el 15 de octubre de 1993. 


A nuestro entender, ha quedado absolutamente aclarada la 
actuación del Ministerio de Economía y Finanzas y es de desta- 
car que no ha tenido para con nosotros ningún tipo de beneficio, 
solamente se ha dado cumplimiento a una orden judicial corres- 
pondiente a un juicio iniciado en 1985. 


A partir de este instante quisiera explicar la posición del 
Poder Ejecutivo con respecto al tema de la televisión por cable 
de Monlevideo para que el Senado de la República esté informa- 
do. Debo decir que ya lo he hecho en forma extensa ante la 
Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas de 
la Cámara de Representantes, en las sesiones de 5 y 13 de abril y 
en la última, celebrada el 3 de mayo de este año, donde hice una 
exposición de aproximadamente tres horas. En este caso, quisic- 
ra expresar en forma muy sintética cuáles son las objeciones que 
las empresas que se presentaron a la licitación efectúan a la 
decisión del Poder Ejecutivó. La primera de ellas dice que el 
Poder Ejecutivo carece de poder discrecional para seleccionar 
dentro de las propuestas presentadas la más beneficiosa para el 
interés público, debiendo autorizar a todas las que reunieron los 
requisitos establecidos en las bases. Asimismo, se argumenta 
que no era obligatorio cubrir todo el departamento mediante 
cable, que no existían límites en el número de operadores, salvo 
en UHF y MMDS, y que debía aplicarse el decreto 95/91, es 
decir el TOCAF, que rige las licitaciones públicas. Por otro lado, 
se adujo que la adjudicación realizada en televisión por cable y 
en MMDS viala lo dispuesto en el artículo 12 del decreto 374 de 
1978, estableciendo un monopolio de hecho en favor de los 
canales 4, 10 y 12 -la empresa que los representa presentó un 
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proyecto idéntico- y que debía aplicarse el decreto que ya men- 
cioné. También se argumenta que las propuestas no autorizadas 
a Operar son las más beneficiosas en precio, plazo y calidad. 
Debe señalarse que ninguna de las empresas recurrentes impug- 
nó la autorización a favor de Bersabel S.A., en sistema de UHF 
ni la reserva de frecuencias a favor del SODRE. Inclusive, deseo 
dar a conocer al Senado que fui visitado por la Comisión Direc- 
tiva del SODRE con el fin de solicitar la frecuencia respectiva 
para instalar su servicio de televisión por abonados. 


En ese sentido, no siendo un procedimiento de contratación, 
no corresponde la aplicación del decreto 95/91, reconocido como 
TOCAF, que no integró el marco normativo regulatorio del lla- 
mado y, por ende, tampoco es preceptiva la suspensión de la 
ejecución del acto a consecuencia de la interposición de los 
recursos. En virtud de existir abundantes documentos respecto a 
los hechos que se proponían probar los recurrentes, no se dili- 
genció la prueba testimonial que se solicitaba. Entre ellos, se 
sostenía la existencia de un monopolio que abarcaba a toda la 
prensa escrita, la radiodifusión y la televisión, lo que a mi Juicio 
constituye un verdadero dislate, Creo que en este sentido con- 
cordarán los señores senadores porque es público y notorio que 
todas las opiniones políticas están representadas en diversos me- 
dios de prensa, ya sea de la capital como del interior, y lo mismo 
sucede con las radios, porque en los medios de comunicación 
existe la más auténtica libertad de prensa. 


En las bases que rigieron el llamado -es muy importante que 
los señores senadores presten atención, como lo han hecho hasta 
ahora- se incluye un documento mediante el cual se aceptaban 
las condiciones en que se hacía el mismo e, incluso, Jos criterios 
que el Poder Ejecutivo había aplicado cuando cxaminó los 309 
proyectos presentados por 145 empresas en el interior de la 
República. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Pido la palabra, para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Solicito que se prorrogue 
el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede continuar el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Muchas 
gracias, señor presidente. 


Voy a proseguir con lo que decían las bases y las aclaracio- 
nes de la licitación: “Del análisis comparativo del conjunto de 
las propuestas surgirá el proyecto que será elegido”. Asimismo, 
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“se podrá autorizar la superposición total o parcial de dos o más 
redes de cable y hasta cuatro sistemas radioeléctricos” y de la 
misma forma, debía demostrarse “la factibilidad técnica y con- 
veniencia del proyecto”; en especial, si “resulta o no indispensa- 
ble” y “si puede llegar a comprometer, tanto técnica como co- 
mercialmente, las prestaciones de los servicios necesarios”. “Los 
proyectos que sean autorizados quedarán condicionados a la exi- 
tosa culminación de las tratativas pertinentes con la Dirección 
Nacional de Comunicaciones”, para el proyecto definitivo. “Cada 
oferente deberá especificar cuántos sistemas de televisión para 
abonados pueden operar en las áreas escogidas, sin comprome- 
ter la ecuación económico-financiera del proyecto”, Deseo su- 
brayar esto porque es fundamental que los proyectos tengan una 
ecuación económico-financiera, según el número de abonados 
que piensan obtener, el precio que van a cobrar y los gastos 
previstos. 


Un proyecto puede estar bien estructurado si se va a presen- 
tar solo, pero se debe decir si va a obtener competencia y cuán- 
tos competidores pueden existir, porque este es un medio donde 
históricamente se sabe que hay un número de abonados que no 
se va a sobrepasar. En tal sentido, reitero el ejemplo de París, 
donde existe una sola operadora de cable que está trabajando 
desde hace 10 años y, sin embargo, sólo ha logrado penetrar en 
el 15% de los hogares. 


En Argentina, durante diez años hubo solamente dos televi- 
soras cable y en la actualidad existen scis; pero a pesar del 
número muy superior de habitantes que tiene Buenos Aires con 
respecto a Montevideo esos dos operadores nunca lograron su- 
perar el 9% de los hogares disponibles. En este momento y 
contando con la recuperación económica que se vive en la Re- 
pública Argentina, esas televisoras han logrado sólo el 18% de 
los hogares. Este hecho, además, ha sido corroborado por los 
estudios de mercado presentados por los propios oferentes en 
este llamado. Uno de ellos presentó un informe de consultores 
en donde se sostiene que no se va a sobrepasar el 20% cobrán- 
dose U$S 15, y el 27% si se cobraran U$S 8 y, como máximo, 
se podría alcanzar el 40% de los hogares, que son 160.000 abo- 
nados. 


Pues bien, en algunos proyectos se pretendía que cubriendo 
solamente Pocitos y Carrasco se obtendría una cifra aproximada. 
De esa manera, el Ministerio debía estudiar la ecuación financie- 
ra de los proyectos y seleccionar aquel que demostrara que efec- 
tivamente tenía viabilidad económica y comercial y, además, 
permitiera la competencia de otros operadores. 


Por ejemplo, una empresa manifestó con toda sencillez. que 
na admitiría competencia hasta cinco años después, porque la 
inversión que debía realizar era grande y no podía arriesgarse a 
que existieran competidores y, por tanto, no pudiera resarcirse 
de la suma invertida. A esta empresa, señor presidente, no la 
podíamos elegir. Otra empresa estableció una serie de condicio- 
namientos en el sentido de cuánto iban a cobrar los competido- 
res y cuántos serían, y dónde iban a fijar la estación transmisora, 
lo que constituía un cuestionamiento a la competitividad. Esas 
mismas empresas aparecen hoy en tos diarios pregonando la 
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libertad, cuando en las pautas establecidas en el Libro Azul 
publicado por el Comité interamericano de Telecomunicaciones 
-CITEL- y aprobado por todos los países de América en la 
reciente reunión realizada en Montevideo en marzo de este 
año -en diciembre de 1991 se había publicado una versión ante- 
rior- se expresa que en virtud de la gran inversión que significa 
el cableado, en muchos países existe un solo operador de cable. 
En ese sentido, estoy en condiciones de brindar a los señores 
senadores la nómina de todas las capitales de América en las 
cuales existen sólo dos, tres, cuatro o, como máximo, seis opera- 
dores. En nuestro país y, más precisamente en Montevideo, que 
es una de las capitales con menor número de habitantes, hemos 
autorizado seis, es decir, el máximo que, además, es la cantidad 
que existe en Buenos Aires. Por ejemplo, en México, que tiene 
veinte veces más población, existen solamente dos; en Porto 
Alegre, en Rosario y todas las grandes ciudades de la región no 
existen más de dos o tres opcradores de cable. 


De manera que el Poder Ejecutivo ha actuado correctamente, 
de acuerdo con las bases en las que se señalaba la necesidad de 
estabiccer la viabilidad económica y financiera de los proyectos. 
Incluso, en las bases se decía que cada oferente debería especitfi- 
car cuántos sistemas de televisión para abonados podrían operar 
en las áreas escogidas. Además -ésta es una crítica que se for- 
mula al Poder Ejecutivo- se afirma que fueron engañados, por- 
que nunca se les dijo que se ¿ba a adjudicar a quien cableara 
todo el departamento. En ese sentido, debo decir que en las 
bascs se afirma expresamente que el proponente elegirá la zona 
de Montevideo y luego determinará cómo va a progresar hasta 
completar todo el departamento. 


Pues bien, las tres empresas autorizadas por el Poder Ejecuti- 
vo a operar cubren 138 kilómetros cuadrados; es decir, 6.200 
manzanas, que es el máximo, al tiempo que las otras ofertas 
llegaban: algunas a 30 ó 60 kilómetros cuadrados y una de ellas 
a 104 kilómetros cuadrados, 


En este tema el criterto del Puder Ejecutivo ha sido termi- 
nante: la adjudicación no se hizo a quien sólo cableara Pocitos o 
Carrasco, que son los dos barrios más pudientes, sino a quien 
llegara a todas las zonas de Montevideo. 


Finalmente, quisiera decir que se ha cuestionado la actitud 
del Poder Ejecutivo, aduciendo que el artículo 12 del decreto 
734/78 establece un mínimo de frecuencias que no se puede 
sobrepasar, es decir que ninguna persona puede obtener más de 
tres frecuencias de radiodifusión. Esto es lógico, señor presiden- 
te, porque la radiodifusión utiliza frecuencias que son limitadas 
internacionalmente -nuestro país dispone de un número limitado 
de frecuencias- por esa razón, la distribución tiene que hacerse 
en la forma más equitativa posible. En consecuencia, nadic pue- 
de tener más de tres frecuencias radioeléctricas. 


En cuanto al canal cable para abonados, debo decir, en pri- 
mer lugar, que no utiliza frecuencia «ulguna porque no es un 
sistema radioeléctrico y, en segundo término, tampoco es radio- 
difusión porque por definición ésta es aquella telecomunicación 
que se dirige directamente a todo el público, o sea que cualquier 
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persona prende su receptor y recibe las comunicaciones sin fir- 
mar un contrato previo con la emisora. En la televisión por cable 
para abonados se requiere un contrato previo del usuario con la 
televisora, porque se trata de un servicio que debe pagarse y no 
está dirigido a todo el público ni utiliza las frecuencias radio- 
eléctricas. En consecuencia, no corresponde aplicar este artículo 
12, que tampoco fue aplicado para la televisión por cable del 
interior del país, donde existen numerosas ciudades donde el 
servicio es prestado por quienes explotan además la radio, la 
televisión o la televisión por cable. En este caso, señor presiden- 
te, quien tiene más experiencia es el que está en condiciones de 
presentar Jos mejores proyectos que, además, requieren una im- 
portante inversión económica. Por esa razón, en las bases se 
establecía que se debía demostrar la solvencia económica para 
poder operar en este sistema. 


A mi juicio, éstas fueron las principales objeciones que se 
hicieron al Poder Ejecutivo, que actuó con total claridad en esta 
materia. 


Por otra parte, con respecto al establecimiento de un mono- 
polio que en los hechos no existe, hemos entregado al señor 
presidente del Senado la nómina completa de todas las radios, 
televisoras y televisoras cable que están en manos de cientos de 
personas de distinta filiación, creencia religiosa, opinión socíal y 
económica. 


En esta decisión del Poder Ejecutivo se afirma expresamente 
que estos permisos no otorgan derecho alguno a extgir la autori- 
zación de proyectos complementarios ni garantizan o conceden 
monopolio o exclusividad alguna. 


Por otra parte, tal como se expresa en la resolución, ésta es 
una primer etapa en la que, al igual que en el interior del país, la 
Dirección Nacional de Comunicaciones realizará un seguimien- 
to de la implementación de estos proyectos y, en caso de que 
alguno no llegue a concretarse, se otorgará « aquellos que estén 
en condiciones de hacerlo o, si el mercado lo permite, se hará un 
nuevo llamado público para aumentar el número de oferentes. 


Por otra parte, es Importante señalar aquí, en el Senado, que 
todas las empresas que han accedido a la autorización del Poder 
Ejecutivo se comprometieron, por nota firmada, a ceder a los 
partidos políticos, equitativamente, en la campaña electoral, es- 
pacios para que los mismos puedan expresarse, así como tam- 
bién a las instituciones culturales y educativas, especialmente al 
SODRE. 


Finalmente, quiero decir que el SODRE va a comenzar a 
trasmitir, por lo que vemos que hay una televisora estatal que no 
integra ninguna clase de monopolio. 


Pienso que las expresiones que he vertido son suficientes 
porque, tal como lo he dicho, existe a nivel de la opinión pública 
una información total respecto del tema. Todo eso da absoluta 
tranquilidad al Poder Ejecutivo sobre Jo actuado, que fue reali- 
zado con absoluta transparencia, ya que adjudicó, dentro de sus 
competencias, a quienes presentaron los mejores proyectos. 
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Muchas gracias por haberme escuchado. 
SEÑOR HACKENBRUCH. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR HACKENBRUCH. - Luego de escuchar al señor 
ministro deseo hacer algunas precisiones respecto de las cuales 
quiero ser muy claro. 


Antes que nada, debo decir que en ningún momento cuestio- 
namos, en las publicaciones que se hicieron en la prensa, la 
moral del señor ministro ni expresamos que estuviera inhabilita- 
do para actuar como lo hizo. 


También considero que es necesario destacar su sensibilidad 
al estar presente en estos momentos junto a nosotros para opinar 
sobre el tema que estamos tratando, 


Debo manifestar que, ejerciendo la titularidad de la Inten- 
dencia Municipal de Canelones por decisión de la mayoría del 
electorado canario, llevé adelante un proyecto tendiente a resca- 
tar la actividad hípica, en especial, en defensa del derecho al 
trabajo de más de 3,500 personas, quienes, directa o indirecta- 
mente, dependen de la reapertura del Hipódromo de Las Piedras. 


Naturalmente, antes de asumir una decisión administrativa 
definitiva sobre el tema, solicité determinados informes letrados. 
Por un lado y en mi calidad de intendente electo, requerí el 
informe de la doctora Sonia Molina Guattini, en su condición de 
asesora personal; asimismo, pedí el informe de la Asesoría Le- 
trada de la Intendencia Municipal de Canelones y realicé una 
consulta con el doctor José Aníbal Cagnoni. Todos estos antece- 
dentes están a disposición del señor ministro y de los integrantes 
del Cuerpo. 


Con toda esa fundamentación, el 28 de febrero de 1985 se 
dictó y suscribí la resolución N” 59/985, recaída en el expediente 
caratulado con la letra A, N” 98,074. La misma supone la revo- 
cación de la concesión a la Sociedad Hípica y Deportiva de Las 
Piedras y dispone la notificación al personal de la misma. 


En vía jurisdiccional, la Intendencia Municipal de Canelones 
demandó a la Sociedad Hípica y Deportiva de Las Piedras, en 
un juicio de entrega de la cosa, en los autos caratulados “Inten- 
dencia Municipal de Canelones contra Sociedad Hípica y De- 
portiva de Las Piedras”, ficha 441/988, tramitados ante el Juzga- 
do Letrado de Primera Instancia de Las Piedras. 


Este juicio de entrega de la cosa es fallado a favor de la 


“Sociedad Hípica y Deportiva de Las Piedras, apela dicha senten- 


cia ante el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 4? Turno, el 
que por sentencia N* 191 dispone la revocación de la sentencia 
apelada y, en su lugar, deja sin efecto la intimación de entrega 
de la cosa practicada. También condena, en costas y costos, en 
ambas instancias, a la parte actora, es decir, a la intendencia 
Muntcipal de Canelones. 
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El patrocinio profesional de la Sociedad Hípica y Deportiva 
de Las Piedras lo realizaron, tal como ya se ha expresado, los 
doctores Omar Torres Collazo y Daniel Hugo Martins. Ambos 
profesionales solicitaron una regulación de honorarios, cosa que 
también fue expresada por el señor ministro en forma muy clara. 


Queremos dejar sentado, señor presidente, en forma clara y 
terminante que en ningún momento estuvo en nuestro ánimo 
cuestionar la moral del señor ministro, así como tampoco su 
actividad y dignidad profesionales. Pienso que esto tenemos que 
dejarlo muy claro, porque el señor ministro se ha agraviado ante 
ciertas publicaciones. 


Asimismo, quiero decirle al señor ministro que lo mismo 
sutrí yo cuando fui intendente. Sin embargo, usted tomó la deci- 
sión, como profesional y como hombre público, de no concurrir. 
Yo, por el contrario, tuve que hacerlo ante difamaciones que se 
hicieron contra mi persona en un canal de televisión. 


Por lo tanto, le manifiesto al señor ministro que entiendo, 
como hijo de ferroviario igual que usted, los momentos difíciles 
por los que está pasando y muchas veces debemos vivir cuando 
representamos a la Administración y tenemos responsabilidad 
pública. 


Pienso que sobre estos temas habría otras cosas para decir, 
pero no quiero seguir ahondando en ello, dada la delicadeza con 
que se ha tratado el tema, especialmente por parte del señor 
ministro, 


Unicamente deseo expresar que en 1993, luego de toda una 
serie de juicios y fallos, la Sociedad Hípica y Deportiva de Las 
Piedras inició un juicio reivindicatorio, el que se falló a su lavor, 
con la entrega de la cosa, trámite que se está desarrollando y a 
cuyo respecto, existe una gran inquietud. 


Considero que lo que estamos tratando es muy importante y 
beneficioso, tanto para la República como para la ciudadanía y 
la política. 


Lo último que queremos expresar, señor presidente, es nues- 
tra esperanza de que la intendencia Municipal de Canelones, 
adopte las medidas necesarias a fin de que se le restituya todo lo 
que invirtió durante estos años, para poder poner en funciona- 
miento una fuente de trabajo tan importante como la Sociedad 
Hípica y Deportiva de Las Piedras, us decir, el hipódromo de 
Las Piedras. 


Agradezco la oportunidad que se me ha brindado de poder 
expresar estas palabras. Pienso que si no surge algún imprevisto 
no va a ser necesario seguir con su tratamiento. 

SEÑOR BOUZA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZA. - Quiero decir que el señor ministro de 
Defensa Nacional ha sido muy oportuno al solicitar la convoca- 
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toria del Senado para el día de hoy a fin de tratar frente a da 
opinión pública los temas que ha expuesto. 


En términos generales, en el tema en discusión hay tres ele- 
mentos distintos, que voy a analizar en un orden establecido por 
mí y no en el señalado por el señor ministro. 


Voy a referirme, en primer lugar, a la actuación profesional 
del señor ministro de Defensa Nacional. El sabe que lo conozco 
desde hace tiempo y que no tenía la menor duda sobre la correc- 
ción de sus procedimientos y sobre su clara idea de lo que son 
las obligaciones que implica el ejercicio de la función pública y 
la distinción y el alejamiento que ello supone de la actividad 
profesional. 


A mi juicio, las explicaciones que él ha dado han dejado 
determinada con absoluta claridad la corrección de procedimien- 
tos por él adoptados, como ministro y como destacado profesio- 
nal de nuestro Foro. 


Personalmente, no necesitaba de las explicaciones del señor 
ministro para saber todo esto, pero creo que es bueno que en una 
democracia, ante la menor sospecha, se actúe tal como lo ha 
hecho el señor ministro. Creo que esto le hace bien no sólo a él, 
sino a todo el sistema. 


En segundo término, quiero decir que el señor ministro se ha 
referido a una campaña periodística realizada fundamentalmente 
por delerminados medios: el diario “La República” y la radio 
“CX 30”. 


En la mañana de hoy, tuve oportunidad de concurrir a esa 
radio y luego de que se me formularan diversas preguntas sobre 
este tema de la televisión para abonados, sorpresivamente inter- 
vino telefónicamente el doctor Fasano. Dado que tuvimos una 
muy clara diferencia de criterios, dijo que estaba dispuesto a 
escucharme con mucha atención. Los señores senadores suben 
que nunca he ocultado mis opiniones y que las he expresado 
cueste lo que cueste. 


Por ejemplo, señalé -en este momento prácticamente ingreso 
en lo que, a mi juicio, debiera ser el tercer capítulo de mi exposi- 
ción- que el gobierno que preside el doctor Lacalle, que ha 
tenido una orientación tendencialmente liberal, en este caso no 
la ha seguido, y el doctor Fasano, que tiene una clara tendencia 
socialista antiliberal, está reclamando en este tema una política 
liberal. Es decir que se han invertido los papeles. 


Siguiendo con el segundo punto, debo expresar que no pue- 
do aceptar que el doctor Fasano utilice los medios con que él 
cuenta, es decir, una emisora de radio y un diario -de los que. 
por ejemplo, no dispone mi sector político- para enlodar reputa- 
ciones. A mi juicio, lo más condenable en política o en cualquier 
orden de la vida social es atribuir permanentemente malas inten- 
ciones a quien discrepa con nuestras posiciones y tratar de gene- 
rar en la opinión pública la desconfianza sobre la honestidad de 
los demás. Considero que esto revela la debilidad de los argu- 
mentos que quiere defender quien utiliza estos medios, porque 
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en una democracia, en un régimen liberal, nadie puede pretender 
la unanimidad de opiniones. Todos podemos tener distintos pun- 
tos de vista, pero nuestra posición no debe ser muy fuerte o no 
estar bien fundamentada si para tratar de imponerla pretendemos 
lanzar sombras sobre la conducta de quien tiene una idea distinta 
a la nuestra. 


En este país, a lo largo de su historia -por suerte ya no tan 
reciente- hubo quienes practicaron este estilo de campaña políti- 
ca y creo que causaron inmenso daño al prestigio de las institu- 
ciones y del sistema político. No quiero que vuelvan a suceder 
estos hechos. 


Deseo decir al señor ministro que comparto su criterio de no 
dirimir estas diferencias en un juicio por difamación, pues es el 
recurso que seguramente hubiera querido su difamador. Creo 
que es mucho mejor recurso el utilizar, como lo ha hecho en esta 
oportunidad, una tribuna como el Senado para expresar a la 
opinión pública cuál ha sido su conducta. Digo esto porque los 
políticos, los gobernantes -como lo es el señor ministro- debe- 
mos ser juzgados por alguien muy superior a cualquier juez. de 
lo Penal; me refiero a la opinión pública, al pueblo, y a él nos 
dirigimos cuando hacemos las manifestaciones que hemos for- 
mulado, 


Estoy seguro que la opinión pública uruguaya, que conoce 
cuáles son las conductas de unos y otros, va a juzgar con acierto 
a quienes tratan de utilizar el insulto y la difamación, así como a 
aquellos que hacen muchos sacrificios personales para poder 
asumir responsabilidades de gobierno. Quiero que el señor mi- 
nistro sepa que yo, su adversario político, no tengo dudas en 
cuanto a la corrección de su conducta ni a la incorrección de 
quienes lo han atacado. 


Deseo entrar ahora al tercer punto de mi exposición. El señor 
ministro ha señalado que en las bases del llamado público que 
hizo el Poder Ejecutivo se estableció un criterio limitado, esto 
es, se entendió que para poder utilizar el sistema de televisión 
por cable para abonados no era bueno que hubieran muchos 
participantes. Inclusive, el señor ministro ha puesto algunos ejem- 
plos de ciertas ciudades muy populosas que cuentan con pocas 
televisoras por cable. Yo le diría, quizás entrando en las prime- 
ras contradicciones, que seguramente muy pocas ciudades en el 
mundo tienen tantas emisoras de radio en AM como Montevi- 
deo. Si el criterio del Poder Ejecutivo, que el señor ministro 
representa, hubiera sido esperar a que el país se desarrollara para 
otorgar frecuencias de AM, seguramente no habría la cantidad 
de emisoras que hoy existen, particularmente en la ciudad de 
Montevideo. Sin embargo, cuando estamos hablando de frecuen- 
cias de radio y televisión abierta, ello supone la utilización de un 
medio limitado y de uso público. En consecuencia, puede justifi- 
carse -y creo que se justifica- que el Poder Ejecutivo tome la 
decisión de adjudicar a determinadas personas el uso de este 
bien y que establezca criterios, que siempre deben ser equitati- 
vos, de cómo adjudicar ese bien que es de uso limitado, 


Pero según la información que se ha divulgado y que ha 
llegado a mi conocimiento -y que el señor ministro en su exposi- 
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ción ha ratificado- la comunicación por la vía de la televisión 
por cable no supone un elemento limitado; es decir que técnica- 
mente no existe ningún límite para que haya cientos o miles de 
televisoras por cable en la ciudad de Montevideo o en las distin- 
tas localidades del país. Entonces, mi pregunta al señor ministro 
es la siguiente. ¿El Poder Ejecutivo puede entender también 
mañana que existen demasiados diarios, carnicerías, supermer- 
cados o quioscos y que, por consiguiente, el resultado económi- 
co para esas tantas empresas puede ser inconveniente? ¿Puede 
suceder que el Poder Ejecutivo se arrogue la facultad de decidir 
la cantidad de comercios que deben existir dentro de determina- 
dos límites de la ciudad? Si para las demás actividades comer- 
ciales -que de acuerdo con nuestro régimen jurídico deben ser 
enteramente libres- el Poder Ejecutivo respeta ese criterio y no 
establece límites -más allá de los que puede imponer en el orden 
sanitario o de los que pueden determinar los gobiernos munici- 
pales en cuanto a las condiciones de edificación, por ejemplo- 
¿por qué se los fija en el llamado para este caso? Quiero que los 
señores senadores entiendan bien: no estoy atribuyendo malas 
intenciones al Poder Ejecutivo y mucho menos al señor minis- 
tro; simplemente, estoy discutiendo un criterio. 


El señor ministro ha dicho que si hubiera más de cuatro o 
cinco televisoras cable seguramente no podrían tener el número 
suficiente de abonados como para que fueran rentables. 


Supongo que el mismo criterio debe existir para cualquier 
otra actividad como, por ejemplo, la de carnicerías o quioscos, 
que mencionaba recién. Pero ese es un riesgo que asume el 
empresario que se dedica a ella. Por supuesto que me pareció 
muy criterioso que el señor ministro dijera que no puede aceptar 
una oferta que le pida seguridad de una porción de mercado. Del 
mismo modo, tampoco me parece correcto que después se les 
adjudique a algunas empresas, pensando que a esas sí se les 
asegura mercado. Ese es, a mi juicio, un criterio que el Poder 
Ejecutivo ha desarrollado y sostenido y no me parece legítimo 
ni ajustado a nuestro ordenamiento constitucional. 


Por otro lado, que en esto coincida con el doctor Fasano, me 
preocupa. No obstante, estoy convencido de que en esto, sólo en 
esto y por casualidad, porque es un empresario, él tiene razón. Y 
si el doctor Fasano piensa que como empresario le puede ir bien 
en esta actividad, no creo que el Poder Ejecutivo tenga que 
ejercer una tutoría y decirle que tenga cuidado porque segura- 
mente no conseguirá abonados y, por lo tanto, le puede ir mal, 
como el señor Strauch o a las demás firmas que se han presenta- 
do. Desde mi punto de vista, esa es una invasión que ha hecho el 
Poder Ejecutivo en una actividad comercial libre y que segura- 
mente le traerá aparejadas algunas consecuencias. Por el contra- 
rio, si el Poder Ejecutivo hubiera permitido, de acuerdo a nor- 
mas de ordenamiento edilicio, que participaran quienes lo desea- 
ran, todos se habrían beneficiado. En primer lugar estarían aque- 
llos que deben ser el primer objetivo del Poder Ejecutivo: los 
consumidores, es decir, los que podrán recibir, a través de un 
nuevo medio de comunicación, una mejor información, conten- 
diendo y no generando esta situación que a mí también me 
preocupa. Me estoy refiriendo a que aquellos que participan por 
decisión del Poder Ejecutivo en forma limitada, para la emisión 
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de la televisión para abonados por cable, sean fundamentalmen- 
te quienes manejan la televisión abierta. Entiendo que la televi- 
sión por cable debió haber venido a competir con la televisión 
abierta; y en la competencia habríamos mejorado todos, esto es, 
la calidad de las trasmisiones y la información que, a través de 
ellas, los uruguayos podríamos obtener. Pero el señor ministro 
sabe que es una regla de juego natural y normal que si aquellos 
que poseen un medio de comunicación tienen también el otro, 
no van a competir entre sí. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL, - ¿Me 
concede una interrupción, señor senador? 


SEÑOR BOUZA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Señor 
presidente: me he permitido interrumpir el discurso del señor 
senador Bouza para evitar que mi silencio apareciera como que 
consiento sus expresiones en este punto. Pero debo señalar que 
fue el legislador quien declaró esta actividad de interés público. 
Quiere decir que sucede lo mismo que con los taxímetros, pues- 
to que en este caso nadie puede salir a juntar pasajeros si la 
autoridad no lo permite, y se establece un número limitado de 
aquéllos. 


Para ser muy sintético, me remito al dictamen del profesor 
Juan Pablo Cajarville Peluffo, quien explica esto en un trabajo 
realizado en 1980 sobre las políticas sectoriales. Cuando el Par- 
lamento le otorga competencias al Poder Ejecutivo para fijar la 
política en telecomunicaciones establece una potestad discrecio- 
nal para determinar cuándo, cómo, a quién y por qué se van a 
conceder estos permisos. Pero además, como decía, éste no ha 
sido un invento del Uruguay, sino que está contenido en una 
pauta establecida por la Conferencia Interamericana de Teleco- 
municaciones y por la Unión Internacional de Telecomunicacio- 
nes. Puedo suministrarle al señor senador este libro que tengo en 
mi poder, “Política de las Telecomunicaciones de las Américas”, 
en el que se recogen todas esas pautas. 


Por otra parte, quiero decir que la realidad en todo el mundo 
indica la escasa existencia de televisoras y esto es así porque el 
Poder Ejecutivo debe cuidar que quien explote este medio cuen- 
te con los recursos económicos y técnicos apropiados para poder 
aplicar todas las nuevas tecnologías. Como muy bien lo ha ex- 
presado el señor senador Bouza, cn el Uruguay existen algunas 
radios cuya capacidad técnica es muy precaria, ya que su alcan- 
ce es muy reducido, pues no cuentan con la suficiente potencia, 
no tienen claridad y tampoco aplican las nuevas tecnologías, que 
en materia de telecomunicaciones son realmente sorprendentes. 


De manera que los proyectos deben ser viables desde el 
punto de vista económico, y quien se encargue de llevar adelan- 
te el emprendimiento ha de tener solvencia para poder poner en 
práctica los nuevos conocimientos. Inclusive, hay una disposi- 
ción en la Ley de Radiodifusión que establece que cuando sur- 
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jan nuevos medios de comunicación es obligación del operador, 
so pena de que se le clausure el permiso, incorporar las innova- 
ciones. Si no fuera así, estaríamos todavía en la época de las 
radios a galena, como a principios de siglo, 


Además, según las bases a las que se comprometieron quie- 
nes concursaron -de forma tal que no es esta una novedad poste- 
rior al llamado, porque rigió para todos los que se efectuaron en 
el interior del país desde 1990 a la fecha- el abonado contrata 
este servicio por un año, pero si la empresa no cumple con sus 
obligaciones no existe defensa posible del consumidor. Es por 
eso que en este concurso se exige la presentación de la progra- 
mación, el número de canales que van a operar y las horas en 
que van a intervenir. En consecuencia, existe todo un complejo 
en beneficio del usuario para que obtenga la mayor información, 
la mejor calidad desde el punto de vista técnico y, a la vez, la 
tranquilidad de que la empresa contratada va a poder incorporar 
-reitero una vez más- las nuevas tecnologías que surgen día a día 
en materia de telecomunicaciones. Tal es el criterio que se ob- 
serva en el libro que mencioné y que, por razones de tiempo, no 
leo en esta oportunidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Bouza. 


SEÑOR BOUZA, - Creo que yo había dejado muy claro, 
señor presidente, que mi discrepancia es con los criterios esta- 
blecidos en las bases del llamado del Poder Ejecutivo. No entro 
ahora en la discusión -naturalmente que eso tiene sus recursos 
administrativos- acerca de sí en esas bases se ajustaron las adju- 
dicaciones que se han hecho, lo que corre por otro cordón que 
no deseo analizar en este momento. 


Pero cuando escucho al señor ministro realizar la defensa de 
esa argumentación en el sentido de que es el Poder Ejecutivo el 
que a través de su decisión limita los concurrentes a la presta- 
ción de este servicio, procurando así que las empresas que a ello 
se dediquen tengan determinada viabilidad económica, me da la 
sensación de que estamos entrando en un criterio absolutamente 
antiliberal y contradictorio con las normas de nuestro derecho 
constitucional, en lo que tiene que ver con la libertad de comer- 
cio. ¿Es que el señor ministro sabe mejor que aquel que presenta 
una empresa para desarrollar esa actividad cuál es su viabilidad 
económica? Creo que quien más lo sabe es quien arriesga; y eso 
es así en todas las actividades económicas de la vida social. No 
arriesga el señor ministro ní sus asesores, arriesga quien pone su 
capital y su trabajo al desarrollar esa actividad. 


Esas son las reglas del juego que el Poder Ejecutivo ha limi- 
tado e interferido. No ereo que las bases a las que se ha referido 
el señor ministro expresen que, desde la Administración, debe 
señalarse cuántos pueden participar y, además, que sean quienes 
están utilizando mayoritariamente la otra forma de televisión. 
Este era el argumento que venía desarrollando en el momento en 
que el señor ministro solicitó una interrupción. En otras paula- 
bras, tenemos un nuevo medio de comunicación para la televi- 
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sión que va a ser administrado por quienes ya tienen el otro 
medio. ¿Acaso no sería mejor para los uruguayos obtener su 
información por la vía de la televisión, pero en la libre compe- 
tencia? El señor ministro podrá recordar aquel momento en que 
los canales de televisión abierta llegaron a un entendimiento por 
el cual se distribuían, por ejemplo, las trasmisiones deportivas y 
cuánto mejoró para los televidentes uruguayos que ese entendi- 
miento en algún momento tuviera cierta fricción. Ello redundó 
en que vimos más partidos. La competencia es lo que beneficia 
al consumidor. En cambio, pienso que la decisión administrativa 
y gubernativa que se ha adoptado, perjudica al televidente. 


Obviamente, el señor ministro ha actuado mirando a la em- 
presa. Sin embargo, primero y antes que nada, el gobierno debe- 
ría tener en cuenta al consumidor. A mi juicio, esta es una 
diferencia de criterios sustancial. 


Debido a ello, mi sector político planteó en la anterior Ren- 
dición de Cuentas -y estuvo muy cerca de ser sancionada en la 
Cámara de Representantes- una norma que obligaba al Poder 
Ejecutivo a declarar enteramente libre la participación en la tele- 
visión por cable. Probablemente, el señor ministro piense que 
hubieran aparecido demasiadas empresas, pero las que hubieran 
quedado marginadas habrían cerrado, porque el público habría 
elegido aquellas que ofrecían mejores servicios. El público es el 
único soberano; no lo es ni el señor ministro ni el Poder Ejecuti- 
vo. Reitero que debió haber sido el público el que eligiera y 
decidiera, de acuerdo con la calidad de las trasmisiones, qué es 
lo que debía entrar al mercado. No estoy inventando nada, pues 
esto es lo que sucede en toda actividad económica. Cuando el 
Poder Ejecutivo y el gobierno tratan de interferir excesivamente 
en la actividad cconómica, generan una serie de distorsiones que 
dan la sensación de que se está señalando con el dedo el benefi- 
cio para unos y el perjuicio para otros. A mi entender, no es 
bueno que esto suceda; el único que tiene derecho a señalar con 
el dedo es aquel que prende su televisor o el que se abona al 
servicio de televisión por cable. El abonado es quien puede 
decidir si una empresa tiene buen resultado y va a seguir vivien- 
do o si ocurrirá Jo contrario. 


Si el Poder Ejecutivo hubiera actuado de otra manera hubié- 
ramos obviado esta situación por la cual, con todo derccho, el 
señor ministro ha venido al Senado a defender su conducta. 


No albergo la más mínima sospecha ni atribuyo al señor 
ministro la más mínima mala intención. Ratifico que creo en la 
corrección de sus procedimientos y en su honestidad, pero dis- 
crepo radicalmente con la solución que se ha adoptado. También 
tenemos una diferencia en cuanto pensamos que tenemos que ir 
organizando más libremente la sociedad en nuestro país y, sin 
embargo, vemos que en este aspecto, que es muy importante 
para la vida del Uruguay en los próximos treinta, cuarenta o 
cincuenta años, se está tomando una decisión de concentración 
por la vía de una medida administrativa. 


Todos conocemos la fuerza que tienen los medios de difu- 
sión, y particularmente en los últimos años, la televisión en la 
formación de la opinión pública. Algunos asesores políticos han 
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sostenido que quien no aparece en la pantalla de televisión, no 
existe políticamente. Si son tan pocos los que van a decidir 
quién aparece en la televisión y, por lo tanto, quién tiene destino 
político, considero que estamos tocando intereses y situaciones 
que van a afectar definitivamente la organización política de 
nuestra sociedad. ¡Cuidado! ¡Mucho cuidado! Aquí todos somos 
dirigentes políticos y sabemos que la comunicación política tra- 
dicional, mediante la concurrencia a los comités y asambleas, 
está perdiendo influencia ante la posibilidad que brindan los 
grandes medios de difusión y, especialmente, la televisión. Si en 
ella existe una concentración de poder, el poder político se des- 
plazará en ese sentido. Entonces, la democracia y la convivencia 
líbre entre los uruguayos puede tener una amenaza, de la cual 
puede ser responsable el señor ministro y el Poder Ejecutivo al 
que representa, por haber adoptado una medida que no respeta 
las normas constitucionales, ya que se trata de una actividad co- 
mercial libre, en la cual los uruguayos tienen que elegir libremente, 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Solicito que se prorrogue el térmi- 
no de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-16 en 18. Afirmativa. 
Puede proseguir el señor senador Bouza: 


SEÑOR BOUZA. - Agradezco al señor senador Korzeniak y 
al Senado, pero prácticamente estoy terminando mi interven- 
ción. 


Estimo que este tema debe ser motivo de una reflexión muy 
en serio por parte de todos, para saber qué tipo de sociedad 
vamos a elegir y tener y sí tomamos un camino o el otro; para 
decidir si nos aseguramos la posibilidad de tener una fuerte 
competencia en los medios de difusión o si vamos a admitir que 
sca el Poder Ejecutivo quien elige a aquellos que pueden ser sus 
administradores. Existe el riesgo de que haya una confluencia 
entre quienes ejercen el poder político y quienes sustentan el 
poder de las empresas y manejan la información. 


Considero que cuando se idearon arquitectónicamente las 
asambleas parlamentarias, se pensó que las barras eran para que 
el pueblo se enterara de lo que sus representantes hacían y de- 
cían. Los señores senadores saben que, normalmente, las barras 
están vacías. La opinión pública se entera de lo que nosotros 
decimos o hacemos a través de los medios de difusión, sin venir 
a observarnos directamente. Entonces, ante la opinión pública, 
somos lo que los medios de difusión trasmiten. Én consecuen- 
cia, ello supone un inmenso poder político y. por ende, tenemos 
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que ser extremadamente cuidadosos, porque estamos tocando un 
aspecto muy sensible, como es el que refiere a cómo está soste- 
nido nuestro sisterna político cuando estamos hablando de estos 
temas y, especialmente, del medio de comunicación que en la 
actualidad tiene más penetración en la gente. Muchos estudios 
de marketing comercial y político demuestran que en el Uru- 
guay la prensa escrita cada vez tiene menos influencia y, por el 
contrario, los medios audiovisuales adquieren un mayor poder 
de penetración. 


Entonces, veamos cómo la formación de la opinión pública 
está determinada por estos medios. De ahí mi preocupación frente 
a esta cuestión que ha planteado el señor ministro y al criterio 
que estableció el Poder Ejecutivo que, a mi juicio, supone una 
gravísima limitación de la libertad y, por lo tanto, un riesgo 
enorme para las libertades políticas de los uruguayos. No es mi 
intención dramatizar; simplemente intento alertar sobre una si- 
tuación que realmente me parece trascendente. 


Reitero: los criterios que, al respecto, se tuvicron en cuenta 
en el Uruguay fueron otros. Seguramente, el señor ministro de 
Defensa Nacional podrá indicarnos cuántas radios AM tiene Pa- 
rís; pero quien habla sí sabe que Buenos Álres posee menos que 
la ciudad de Montevideo. 


Con respecto al criterio que el señor ministro ha manejado 
para la adjudicación de canales de televisión por cable para 
abonados, si el Poder Ejecutivo hubiera especificado concreta- 
mente qué ondas AM podían funcionar -todos sabemos cuáles 
serían- cabe preguntar qué habría pasado. Asimismo, se ha afir- 
mado que algunas radios funcionan con equipos no muy buenos, 
pero debo recordar que ellas también toman una porción del 
mercado. Sin embargo, me pregunto si la ley o el gobierno 
tienen derecho a decidir cuáles de ellas pueden aparecer en el 
aire o en el dial. De esa manera, ¿no estaríamos limitando la 
libertad de expresión? Por su parte, los que disponen de pocos 
medios, sobreviven; si ello ocurre, será porque esa actividad es 
relativamente rentable. De todos modos, eso lo decide el merca- 
do y quienes se arriesgaron, pero no el señor ministro de Defen- 
sa Nacional. No obstante ello, el secretario de esa Cartera ha 
determinado históricamente, a través del criterio que el Poder 
Ejecutivo ha fijado, que solamente cierto número de personas 
serán los beneficiarios de la adjudicación de la televisión por 
cable; pero los que no podemos decidir somos los uruguayos 
que accedemos a ese medio de comunicación. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - ¿Me permite una inte- 


rrupción, señor senador? 
SEÑOR BOUZA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - El señor senador Bouza 
sabe que, en términos generales. coincidimos -a pesar de que 
militamos en partidos distintos- en el modelo de país que tene- 
mos con respecto a las actividades empresariales y a la libertad 
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con la que se pretende que, por el juego de los mecanismos del 
mercado, los usuarios sean los beneficiarios de la libre compe- 
tencia. 


Sin perjuicio de ello, no quiero dejar pasar por alto la opor- 
tunidad de mencionar que, de todas formas, existen algunas cir- 
cunstancias -como a la que hacía referencia, precisamente, el 
señor senador Bouza- en las que, por limitaciones incluso desde 
el punto de vista técnico, es imposible que opere absolutamente 
la libertad de mercado. 


La cantidad de radios AM que existen -a pesar de que es 
muy elevada y de que, como bien se señalaba, algunas tienen 
una participación poco significativa de oyentes y otras son ver- 
daderamente importantes comparativamente- hace necesario que 
opere algún tipo de reglamentación, porque el número de ondas 
a utilizar es finito. St no existiera una normativa al respecto, y 
ningún Poder Ejecutivo hubiera determinado la forma de adjudi- 
cación de esas ondas, en la actualidad -y estoy llevando la situa- 
ción a un grado máximo de ejemplificación- cualquier persona 
que dispusiera de un equipo se podría instalar y emitir, por lo 
que el usuario se vería perjudicado ampliamente, pues no podría 
escuchar ninguna de esas ondas con corrección. 


Por lo tanto, a pesar de que coincidamos en que la compe- 
tencia de las diferentes empresas tiende, generalmente, a favorecer 
a los usuarios, existen algunas circunstancias en las que, incluso 
por las condiciones técnicas del tema que se está hablando, re- 
sulta necesario instrumentar algún tipo de reglamentación. Pre- 
cisamente, el ejemplo de las radios AM puede resultar muy 
elocuente, 


Es cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Bouza. 


SEÑOR BOUZA. - Señor presidente: luego de escuchar las 
manifestaciones del señor senador Alonso Tellechea, advierto 
que él no ha entendido el sentido de mis expresiones. 


Creo haber señalado con absoluta claridad -incluso, coinei- 
diendo con dichos del señor ministro- que, si bien en el caso de 
las ondas de televisión abierta estamos ante un medio limitado 
y, por tanto, no puede existir una concurrencia ilimitada, en la 
televisión por cable para abonados sí nos encontramos ante un 
mecanismo técnicamente ilimitado, por lo que pueden concurrir 
todos los que quieran hacerlo. En ese sentido, sucede lo mis- 
mo -tal como lo mencionaba antertormente- con los quioscos, 
las carnicerías o los supermercados. 


Debo recordar que traje a colación el tema de las radios AM 
porque, aun cuando se trata de un medio limitado -como lo 
señalaba el señor senador Alonso Tellechea- este país adoptó 
criterios muy amplios como pura que se utilizaran prácticamente 
todas las ondas disponibles. En cambio, ahora el Poder Ejecutt- 
vo adopta una decisión limitante. Al respecto, si el mismo crite- 
rio se hubiera empleado en el caso de las radios AM, segura- 
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mente tendríamos cuatro o cinco, Sin embargo, el caso es más 
grave porque se adopta ese criterio limitado en un medio técni- 
camente ilimitado. Precisamente, esa postura me resulta más 
chocante, pues el Poder Ejecutivo no tenía por qué ejercer esa 
facultad de limitar el número de los adjudicados. Si no hubiera 
ejercido dicha facultad, tampoco habría tenido la potestad de 
señalar con el dedo quiénes podrían utilizar el servicio. 


Advierto que no soy especialista en Derecho Administrativo. 
Digo esto, pues el señor ministro de Defensa Nacional había 
señalado que cuando una actividad es de uso público, se estable- 
cen limitaciones. En realidad, no sé si esta disposición rige para 
todo. Asimismo, y con respecto al ejemplo de los taxímetros que 
el señor ministro aludía, desearía que el gobierno municipal 
adoptara un criterio más liberal y que los uruguayos tuviéramos 
un mejor servicio. Realmente no entiendo por qué las chapas de 
taxímetros deben tener un valor limitado. Es indudable que el 
camino por el que nos dirigimos a pensar en estos temas es el 
inverso, pues se tiene en cuenta al taximetrista y no al usuario 
del servicio. Precisamente, quien habla piensa siempre en la 
posición del público, y en este caso adopta el mismo criterio, 
pues tiene en cuenta a la gente que va a consumir esa informa- 
ción. 


Reitero mi preocupación en el sentido de que se brinde la 
mejor calidad de servicio a los uruguayos y que no existan 
limitaciones que puedan socavar su libertad para informarse des- 
de el punto de vista político, Precisamente, en ese aspecto pone- 
mos en riesgo los cimientos mismos de una organización políti- 
ca liberal; se trata de algo que debemos cuidar con celo extremo 
porque es lo más importante de lo que está en juego en este 
tema. 


Finalmente, reitero mi diferencia de criterio, así como tam- 
bién debo aclarar que no sospecho ni atribuyo malas intenciones 
al señor ministro de Defensa Nacional o al gobierno, pero siento 
que el pensamiento liberal que sostenemos -y respecto al cual 
somos coherentes- ha sido socavado -lo que puede agudizarse en 
el futuro- con la medida adoptada por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREZ. - Señor presidente: es indudable que este 
tema tiene una gran trascendencia y, al respecto, creo que el 
señor ministro de Defensa Nacional erró el camino. Digo esto, 
porque se pretende hacer creer que el problema ha surgido en 
virtud de lo que se ha publicado en las primeras páginas del 
diario “La República” o de las actuaciones de CX 30 “La Ra- 
dio”. Creo que esto -y no quiero que se tome a mal mi interpre- 
tación- es una “piccola” picardía política, puesto que no se co- 
rresponde en absoluto con el problema que está planteado. 


En virtud de que conozco personalmente al director del dia- 
rio “La República”, quiero dejar constancia en la versión taqui- 
gráfica de algunas puntualizaciones, sobre todo luego de que se 
han intercambiado gruesos epítetos de un lado y de otro que 
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creo no son justos y no se corresponden con la obra realizada 
por un órgano de prensa que, en mi opinión, ha contribuido y 
contribuye a la democracia de nuestro país. 


Es cierto que “La República” tiene un estilo distinto al de los 
otros diarios. También en esta campaña, pero con otro estilo, 
está embarcado “El Observador Económico” que, si bien nor- 
malmente exhibe editoriales muy pulidos, deja absolutamente al 
desnudo la política que el señor ministro de Defensa Nacional 
ha venido manejando en esta materia. 


Ahora bien, ambos coinciden en un aspecto: que desde el 
punto de vista estrictamente político la facultad que se ha dado 
al monopolio de la televisión abierta para hacer uso de la televi- 
sión por cable es la medida más negativa que el gobierno del 
doctor Lacalle Herrera -a quien respeto como persona- ha lleva- 
do adelante en sus años de gestión. 


Además, quiero decir que en la década tan terrible del 60, el 
doctor Fasano tuvo varios diarios que fueron clausurados; se vio 
obligado a emigrar del país y en México ocupó puestos muy 
importantes. Por otra parte, cuando en Río de Janeiro se celebra 
el acontecimiento más importante sobre medio ambiente, es de- 
signado director del órgano que, en múltiples idiomas, promue- 
ve ese tema desde esa ciudad de Brasil. Quiere decir que no 
estamos hablando de un desconocido, de un aventurero O de 
alguien que no merece la confianza del país, más allá de que 
haya nacido en la Argentina, puesto que permanentemente ha 
jugado su suerte junto al pueblo uruguayo. 


Sé que el doctor Fasano no necesita de mi defensa, pero 
quiero hacerla porque creo que junto con otras opiniones que 
tienen un sentido negativo, en la versión taquigráfica del Senado 
deben figurar estas expresiones. 


Sin embargo, este no es el problema, y por ello a continua- 
ción me voy a referir a otro asunto. Cuando concurrí a la Comi- 
sión de la Cámara de Representantes que comenzó a tratar este 
tema a iniciativa del señor legislador Ibarra, escuché decir al 
señor Raúl Fontaina -a quien no conocía personalmente- cosas 
que me dejaron realmente preocupado. Concretamente expresó 
que esta es una medida que lesiona la democracia, que limita los 
medios de comunicación y que temía que ello pudiera tener una 
repercusión muy negativa en el desarrollo histórico del país. 


Aquí surge una primera cuestión: ¿hay alguna razón que 
justifique el hecho de que el Poder Ejecutivo haya otorgado la 
televisión por cable a tres empresas que, desde el punto de vista 
del proyecto que han presentado, son una sola? 


El señor senador Bouza ha señalado -y no es necesario ex- 
tendernos en ello- que mientras que para emitir en FM y en AM 
existen limitaciones internacionales -porque las líneas no corres- 
ponden a cada país, sino que responden a un concepto interna- 
cional por el que se adjudican para que, a su vez, los gobiernos 
las distribuyan- en materia de TV cable no hay ninguna limita- 
ción, puesto que no depende de ondas hertzianas ni de Otra 
naturaleza, sino simplemente de la extensión del cable para lle- 
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var el servicio a quien lo paga mensualmente. En este caso, 
¿quién estableció la limitación? El Poder Ejecutivo. ¿A quién 
adjudicó ese derecho? Sería bueno que se nos respondiera si los 
titulares de los canales 4, 10 y 12 son o no propietarios de los 
canales 3 de Colonia, 8 de Rosario, 2 y 11 de Maldonado, 12 de 
Fray Bentos, 7 de Pan de Azúcar y 9 de Rocha. También se dice 
que los dueños de los canales privados de Montevideo lo son de 
cantidad de radios y diarios. Desgraciadamente, de estos últimos 
no hay tantos como sería deseable, puesto que, por razones eco- 
nómicas, algunos han debido cerrar. 


Lo que es evidente, pues, es que estas empresas son propie- 
tarias de varios canales del interior y han concertado un único 
proyecto de TV cable en Montevideo. Se presentaron al llamado 
para instalar televisión por cable Riselco S.A., Bahía Esmeralda 
S.A. y Tractoral S.A. Entonces, ¿cómo se explica que en las 
1.500 hojas de cada oferta, no surja diferencia alguna, en una 
frase, en una coma ni en un punto, tratándose de tres empresas 
que se dicen distintas? Los proyectos que presentaron son exac- 
tamente idénticos; ni siquiera difieren los precios. Los bibliora- 
tos, el papel y el tipo de letra usada en los documentos presenta- 
dos para la licitación eran exactamente los mismos. Quiere decir 
que tres canales, tres empresas, presentaron un único proyecto, 
al que se le otorga la adjudicación. 


El problema que se nos plantea es si en esto ha habido 
honestidad o deshonestidad; no estoy en condiciones de pronun- 
ciarme en un sentido u otro. 


Lo único que afirmo es que esto indica que se entregó el 
canal cable, que teóricamente debía contender con el canal abierto, 
a un mismo grupo económico compuesto por tres canales que se 
pusieron de acuerdo. 


Entonces, desde el punto de vista de la democracia, del derc- 
cho que establece ta Constitución y de la perspectiva de tener 
medios de comunicación adecuados, llegamos a la conclusión de 
que las cosas no son como deberían. Frente a esto ahora se dice 
que ellos han declarado que van a dar espacios políticos adecua- 
dos. Pero, señor presidente, ¿en qué país estamos? ¿Quién va a 
creer esto? ¿Quién no sabe que el que no tiene dinero suficiente 
no puede aparecer en la televisión? ¿Quién no sabe lo que cuesta 
un segundo de televisión? ¿Quién no sabe que el que no aparece 
en televisión está borrado del mapa político del país? Esto indica 
que hay un propósito: que la campaña electoral vaya por deter- 
minados carriles. Si no fuera así, no tendría por qué haberse 
adjudicado a tres canales el monopolio de la televisión por ca- 
ble, ya que correspondía -como bien se ha dicho aquí y lo ha 
justificado el propio señor ministro en la última parte de su 
exposición- que quien lo deseara pudiera tender los cables y 
montar su propta empresa. Luego los ciudadanos de Montevideo 
o del país determinarían qué es lo que les gusta. 


Entiendo que no se trata de un hecho menor ni de algo que 
tenga poca importancia para el futuro; pero hay algo aun peor. 
Se ha dicho en medios de prensa que las fuerzas políticas han 
asumido una actitud timorata porque no saben qué puede pasar 
si se pronuncian contra el monopolio, De alguna manera, ese 
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temor puede expresarse, pero yo no lo tengo en absoluto. Crco 
que corresponde que la mayoría del sistema político pida que 
haya pluralidad objetiva con respecto a la televisión por cable 
para posibilitar la expresión de las ideas, no sólo del estamento 
político sino también de los medios económicos y sindicales, de 
la Universidad, las cooperativas, etcétera, es decir que pueda 
manifestarse el pensamiento de la sociedad. El ámbito social no 
tiene canales ni medios para expresarse adecuadamente, lo que 
limita y reduce la confianza de la población en la política, a la 
que le atribuye el propósito de mantener un monopolio que 
asegure a cada uno su sillón. Por cierto, eso no corresponde de 
ninguna manera, y hay que demostrarlo abriendo la televisión 
por cable y terminando con un monopolio que, en los hechos, se 
está ejerciendo ahora y que continuará en el futura, 


Frente a esto, creo que habría que quitar todo contenido 
político al asunto y verlo como un problema que se relaciona 
con los poderes del país y con el afianzamiento de esa democra- 
cía que durante once años no tuvimos y que, poco a poco, se ha 
ido retomando con fuerza como consecuencia de la acción poli- 
tica general y de la voluntad del pueblo. 


Por otra parte, hay que tener en cuenta que los costos que se 
han dado variarán en virtud de los avances tecnológicos. Por 
ejemplo, la fibra óptica permite que en un único cable puedan 
emitirse decenas de comunicaciones de distinto tipo. Consecuen- 
temente, esto abarata todas las estimaciones efectuadas con rela- 
ción a la televisión por cable y permite una multiplicidad de 
canales, de teléfonos, de medios, etcétera. 


Quiere decir, pues, que el problema no está en las medios ni 
en la tecnología, sino -tal como está planteada la situación en el 
día de hoy- en la actitud política del gobierno que. en mi opi- 
nión, es la más negativa que ha tomado en este período. Sin 
embargo, creo que aún está a ttempo de repararla, no quitando 
lo que ya otorgó, sino incorporando a todas aquellas empresas 
que desean hacer uso del canal cable para que puedan ejercer 
ese derecho en condiciones de igualdad con los que ya han 
recibido ese beneficto por parte del gobierno. 


Nada más, señor presidente. 
SEÑOR OLASCOAGA., - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Señor presidente: las palabras del 
señor ministro de Defensa Nacional han sido absolutamente cla- 
ras en cuanto a dejar definitivamente sentada la procedencia del 
trámite que en torno a este tema se ha realizado. 


Por otra parte, quiero felicitar al señor ministro y al señor 
subsecretario por haber venido espontáneamente al Senado «a 
formular sus exposiciones. En nuestro país, en el libre juego 
democrático, se acostumbra realizar llamados a sala para que los 
ministros requeridos por cualquiera de las Cámaras aclaren los 
puntos confhictivos. En este caso, da presencia voluntaria del 
señor ministro de Defensa Nacional para explicar la posición de 
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su Cartera se adelanta a la posibilidad de un llamado a sala. Por 
esa razón, telicito al señor ministro quien, en forma tan hidalga, 
está dando su versión sobre el desarrollo de los hechos. 


Se quiere vincular el tema de la televisión por cable a la 
libertad de expresión y al derecho a difundir las ideas. En 
parte, quienes sostienen esa posición pueden tener razón, por- 
que si se toma en cuenta el antecedente de la vieja prensa 
uruguaya -incluidos los pequeños diarios que lodos alguna vez 
hemos redactado en nuestros pueblos o barrios, por haber senti- 
do la necesidad de exteriorizar nuestras opiniones- obviamente, 
cualquier medio de difusión va a arrastrar ese prestigio de la 
tradición del país en la materia y, como tal, va a querer comuni- 
car sus ideas. Sin embargo, el mundo cambia. En realidad, no se 
trata de querer instalar televisión por cable para que las ideas 
sean difundidas -obviamente, lo serán y todos vamos a usar ese 
medio- pero en el fondo de todo esto hay un negocio. Quienes 
se presentan para desarrollar la actividad de televisión por cable 
lo hacen porque es un negocio, es decir que con él ganan dinero. 
Nadie va a hacer una inversión de esta naturaleza -que no se 
puede comparar con nuestros viejos panfletos en los barrios o en 
los pueblos- para dedicarla olímpicamente a bienes de orden 
social o fraternal, porque detrás de ella está la ganancia que 
requiere toda inversión de capital. Tan es así, señor presidente, 
que en el ambiente ya están circulando afirmaciones según las 
cuales determinadas firmas están negociando con otras. No lo 
puedo asegurar, pero lo menciono simplemente para justificar el 
término “negocio” a que me referí. Por ejemplo, se dice que el 
semanario “Ambito Financiero” estaría interesado en integrarse 
a este rubro comprando una empresa ya existente, que “Telefé” 
de Argentina también lo estaría y que el señor Spadone -tan 
mencionado en los últimos tiempos, vinculado al caso de la 
leche en mal estado, hecho ocurrido en Buenos Aires- tendría 
intención de comprar algunos de estos canales: concretamente, 
el Canal Cable Comunidad, CX 30 y el diario “La República”. 
Reitero, no tengo la seguridad de que esto sea cierto; simplemente 
señalo que ha circulado la noticia de que estas empresas se 
pueden vender, y lo que se vende es negocio. Nadie habla de 
vender una iglesia ni algo que esté fuera de actividad comercial. 
Entonces, como se trata de un negocio, no cabrían las observa- 
ciones relacionadas con el derecho a la libertad individual o de 
expresión. 


En las versiones taquigráficas de la Comisión de la Cámara 
de Representantes que analizó el tema, hemos leído que hay 
referencias a muchas legislaciones comparadas. Curiosamente, 
se ha citado la legislación de los Estados Unidos de Norteamérica 
sobre respeto, derecho a respuesta y libertad de publicaciones; 
sin embargo, puedo decir que en ningún otro caso en que se 
trató el tema referente a las libertades individuales he visto que 
alguien haya señalado una legislación comparada proveniente de 
la ex Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas. Mi estimado 
colega, el señor senador Silveira Zavala, me acota que otro tanto 
sucede con relación a la República de Cuba, gobernada por 
Fidel Castro. 


Todas las informaciones sobre libertad de expresión y dere- 
cho a respuesta provienen del mundo occidental, con la excep- 
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ción de Cuba, en tanto, carecemos de referencias en cuanto a la 
ex Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas. 


Pienso que no debemos considerar este llamado a ofertantes 
para la televisión por cable como una posibilidad que excluye 
toda perspectiva de futuro; dicho llamado se basa en una legisla- 
ción enfocada hacía la actualidad. Sin duda, no queda congelada 
ni cerrada la perspectiva futura de nuevos llamados, de acuerdo 
con la experiencia que se pueda recoger y con las posibilidades 
de la plaza que justifiquen dicho llamado. 


Quiero decir que me afilio a la restricción de nuevos conce- 
sionarios de televisión por cable porque sigo sosteniendo la opi- 
nión de que hay que defender al usuario. Si se permitiera una 
proliferación masiva para que quien quisiera pudiera instalar su 
canal de televisión por cable -todos sabemos que, primero, hay 
que pagar una cuota de afiliación y, luego una mensual- el Esta- 
do haría mal en no proteger al usuario, pues éste se vería obliga- 
do a enfrentar una competencia “desmelenada” -no pretendo 
usar este calificativo en modo menor- digo mejor tremenda y va 
a dejar a muchas empresas por el camino, y al final quienes 
saldrán perjudicados serán aquellos abonados que pagaron 
mensualmente sus cuotas y que al poco tiempo de iniciado el 
servicio se pueden encontrar con la novedad de que la empre- 
sa cerró y, por lo tanto, se quedaron sin el beneficio que 
habían adquirido, 


Por estas razones, pienso que la defensa de los afiliados al 
sistema de televisión por cable es fundamental y este principio 
de restringir los canales a adjudicar previene los posibles incon- 
venjentes que he mencionado. 


En realidad, este no es el único caso en el que existen limita- 
ciones a la libre empresa. Por ejemplo, la Intendencia Municipal 
de Montevideo se vio en la necesidad de poner coto al número 
de vendedores ambulantes. Hubo un sector importante de la 
población -en el que me incluyo- que protestó por el hecho de 
que los vendedores ambulantes inundaban las calles y la Inten- 
dencta capitalina dictó un decreto mediante el cual dispuso que 
sólo podía haber seis vendedores por cuadra y llegó incluso a 
agredir al más sano urbanismo montevideano, instalando una 
feria nada menos que en la plaza Manuel Oribe, segundo jefe de 
los 33 Orientales. 


SEÑOR KORZENIAK. - También fundador del Partido Na- 
cional y de la Universidad de la República. 


SEÑOR ZUMARAN. - Y segundo presidente constitucional 
de la República. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Agradezco las palabras pronun- 
ciadas por los señores senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Solicito a los señores senadores 
que no dialoguen, 


Puede continuar el señor senador Olascoaga, 
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SEÑOR OLASCOAGA. - He dicho segundo jefe de los 33 
Orientales y los distinguidos señores senadores han hecho otras 
referencias, como la de que fue fundador del Partido Nacional, 
de la Universidad de la República y segundo presidente consti- 
tucional de la República. Pienso que si seguimos agregando 
méritos a la trayectoria gloriosa del brigadier general Manuel 
Oribe seguramente no nos alcanzará esta sesión para enumerar- 
los todos. 


(Interrupciones. Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Reconozco que algunas interven- 
ciones logran amenizar la sesión, pero de todas maneras vamos 
a dar por finalizado el recreo y seguir escuchando la exposición 
del señor senador Olascoaga. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Entonces, demos por terminado el 
recreo con la salvedad de que cuando hablamos de la figura de 
Manuel Oribe no estamos en un recreo, sino que el tiempo está 
bien aprovechado. 


Continuando con el tema, señor presidente, señalo que repre- 
sentantes de la Asociación Nacional de Broadcasters Uruguayos 
(ANDEBU) que agrupa a todos los organismos vinculados con 
la comunicación televisiva y radial en nuestro país, han manifes- 
tado en la Comisión de la Cámara de Representantes que ellos 
no intervienen en este tema por entender que es de interés parti- 
cular de quienes participaron en la licitación. Esta afirmación 
demuestra con toda claridad que no se trata de un tema que 
agreda a la libertad de comunicación y a su Jibre ejercicio. Asi- 
mismo, los representantes de ANDEBU han dicho en la Comi- 
sión que ellos estarían dispuestos a escuchar un planteo de cual- 
quiera de sus asociados en caso de considerar que estén siendo 
lesionados, y que en tanto dicho plantco no había tenido lugar, 
ellos no se expedirían acerca del tema para el cual habían sido 
citados por la Comisión. 


En resumen, señor presidente, es bien claro que la Asocia- 
ción que agrupa a todos estos comunicadores está expresando su 
no participación en este tema que a otros ciudadanos tanto pre- 
ocupa. 


Por otra parte, el señor Fasano, director del diario “La Repú- 
blica”, fue el autor de esta campaña que el señor ministro de 
Defensa Nacional tan bien ha contestado en su exposición. 


No voy a interferir en la defensa que el señor ministro hace 
de las situaciones que cree que lo molestan. Ese es un tema a 
resolver por él y por quien resulte su oponente, en este caso, el 
señor Fasano. Este último se presenta como defensor de la liber- 
tad de comunicación y de la libre expresión de las ideas; sin 
embargo, pienso que su diario no cs precisamente una buena 
expresión de esos principios que él dice sostener. Y no lo es por 
la sencilla razón de que todos podemos observar que la informa- 
ción que aparece en esa publicación -lo diré en un lenguaje que 
todos podamos entender- está “flechada”. Es decir. sirve a lo 
que él cree que tiene que decir. así vaya haciendo mangas y 
capirotes de las personas que actúan en la función pública en 
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nuestro país, como es el caso del señor ministro de Defensa 
Nacional. 


Cabe señalar que el señor Fasano no tiene buenos anteceden- 
tes como hombre de prensa. El señor senador Pérez señalaba 
recién que le habían cerrado diarios. Concretamente, pienso que 
él debe ser el hombre a quien le han clausurado más periódicos 
en el país, entre ellos “Ya”, “Extra” y “Crónicas”. Este último 
apareció un solo día. Puedo equivocarme en los nombres de las 
publicaciones, pero no en el antecedente, que es tal cual lo estoy 
citando, 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR OLASCOAGA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Quisiera preguntar al señor senador 
Olascouga si él vivía en este país cuando fueron cerrados los 
periódicos a que hizo alusión. ¿Acaso el señor senador no re- 
cuerda que esos diarios fueron clausurados en uso del poder 
arbitrario de la censura y que fueron medidas que todos los 
demócratas de este país reprobamos? Sin embargo, lo ha citado 
como antecedente negativo. En realidad, lo que ha hecho es 
colocar un medallón de oro al señor Fasano por haber enfrenta- 
do esa censura y haber visto sus periódicos clausurados por 
atacar a los que coartaban la libertad. 


Pido disculpas al señor senador, pero debo decir que, en mi 
opinión, ha aportado el dato más significativo con respecto al 
señor Fasano, al recordar precisamente que esos diarios fueron 
clausurados por la predictadura y por quienes se convirtieron 
después en los sostenes de la dictadura. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Olascoaga. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Continúo, señor presidente, y res- 
pondo al señor senador que sí vivo en mi país y que recuerdo lo 
que sucedió; tan es así que estoy hablando de memoria. Es por 
eso que dije que podría estar equivocado en cuanto a los nom- 
bres de los diarios; lo que sí sé es que es exacta la reiteración del 
episodio del cierre definitivo de dichos diarios. 


Y como vivo en este país y recuerdo esa época, también diré 
que aquí se han publicado otros diarios, como por ejemplo *El 
País”, “El Día”, “Acción”, “El Debate”, “La Mañana”, “El 
Diario””, que nunca merecieron la clausura definitiva. Y el señor 
senador no podrá decir que esas publicaciones fueron “maulas”. 
Todos ellos defendieron con altivez y jerarquía los principios 
democráticos en los cuales siempre se han inspirado. El único 
que es consuetudinariamente merecedor del cierre de diarios es 
el señor Fasano. A su vez, hay que recordar que esto trae perjul- 
cios al país. no por el hecho de que se diga que no dejan defen- 
der la libertad, sino porque luego el país tiene que hacerse cargo 
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de la situación de desempleo en la que quedan los funcionarios 
de la empresa. Así, se deben votar bolsas de trabajo y seguros de 
paro, todo lo cual lleva consigo el hecho de que el Estado y 
todos nosotros tengamos que solventar esos gastos, ocasionados 
por la actitud equivocada de un diario. Y la califico de equivo- 
cada porque todos los demás diarios trabajaron siempre defen- 
diendo su honor, y no fueron cerrados. Por eso, pienso que 
ahora el anuncio de cierre del diario formulado en estos días 
hace daño al país. En este sentido, cabe citar que en el decreto 
1108/973 se hace mención a la creación de la Bolsa de Trabajo 
para el personal de los diarios clausurados “De Frente”, “Ya”, 
“La Idea”, “El Eco”, “Cooperativa Obrera Editorial del Uru- 
guay”, “Alborada S.A.” y “Juan XXITI S.A.” y se establece una 
prórroga. Si será protector el país de los derechos de los trabaja- 
dores, que esta prórroga está firmada por el señor Bordaberry, 
ex presidente de la República, con techa 9 de enero de 1974 y 
publicada en el Diario Oficial. Esto indica que el país tiene, por 
encima de medallas o medallones, una tradición seria de solida- 
ridad, de respeto por la gente que trabaja. 


SEÑOR BOUZAS. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR OLASCOAGA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZAS. - Estaba escuchando el razonamiento del 
señior senador en cuanto al ataque al actual director del dtario 
“La República” y de CX 30. Concretamente, argumenta lo si- 
guiente: si habrá sido mala la prédica de los diarios dirigidos por 
el señor Fasano que fueron clausurados, sin excepción, por el 
gobierno de la época. Además, parccería que el haber hecho una 
prensa tan mala, trajo como consecuencia que el Estado tuviera 
que solventar o solucionar los problemas creados a los trabaja- 
dores de esos diarios. Escuchando este razonamiento, quien ha- 
bla recordaba que cuando algún trabajador era internado bajo 
medidas prontas de seguridad -por ser dirigente o militante sin- 
dical o haber hecho un paro o participado en una asamblea- o 
cuando otro era procesado por atentado a la Constitución en el 
grado de conspiración y recluido durante muchos años o era 
despedido de su trabajo por no firmar o no tener el documento 
que acreditaba fe democrática, siempre había algún vecino que 
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decía: “Algo habrá hecho; por algo será”. 


Ahora, escuchando al señor senador con todo respeto obser- 
vo que tomando el ejemplo de un periódico, está utilizando el 
mismo razonamiento que acabo de citar, sosteniendo también 
que cuando se retornó a la democracia, el Estado tuvo que sol- 
ventar y hacerse cargo de todos los gastos que produjo ta 
dictadura cuando se votó, por parte de este Parlamento, la ley 
N* 15,737 y N* 15.783 de reposición de los destituidos por 
razones gremiales, políticas o ideológicas. Pregunto al señor se- 
nador si no hay una relación entre su hilo conductor de razona- 
miento y lo que quien habla está recordando. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Olascoaga. 
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SEÑOR OLASCOAGA. - Lo que acaba de expresar el señor 
senador en cuanto a que cuando llevaban preso a un trabajador, 
alguien decía que algo habría hecho, constituye una frase hecha. 
Cuando vamos al estadio y vemos que llevan a alguien preso, 
también decimos eso. Todavía puedo contar una anécdota me- 
jor; una vez, en el estadio, vi llevar preso a un hombre que le 
decía al policía repetidas veces que él no había hecho nada, a lo 
que el agente respondió: “Si no hizo nada, ¿por qué corría?” De 
Manera que eso existe. 


Por atro lado, aclaro que no estoy calificando al señor Fasa- 
no, porque no soy su maestro. Como él publica un diario y lo 
leo todos los días, como lector tengo derecho a juzgar. Así lo 
hago, y mis palabras exactas no son las que mencionó el señor 
senador; dije simplemente: no me gusta cómo el señor Fasano 
dirige estas situaciones ni como orienta estas prédicas. Ásimis- 
mo, deseo indicar que en la época de la dictadura y cuando ella 
no existía, toda la prensa nacional -lo acabo de imanifestar- se 
desempeñó con hidalguía y no mereció esos cierres intempesti- 
vos de que han sido objeto las empresas que dirige el señor 
Fasano. Estas palabras no tienen otra trascendencia que la de 
comentar un hecho notorio que todos conocemos. 


Voy a terminar mis palabras a despecho de que de pronto me 
aparte un poco del fondo de la exposición, señalando que el 
señor ministro de Defensa Nactonal decía que, entre las agresio- 
nes que había recibido del diario “La República”, figuraba una 
cita de un verso de tango: “Vos, tu vieja y tu papá”. Yo, que de 
tangos sé algunas cosas, debo decir que también hay otro párra- 


fo en ese mismo tango que expresa: “Ni murió, ni fue guerrero”. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR OLASCOAGA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: debo aclarar que, a 
esta altura del debate, no pensaba intervenir: probablemente lo 
haga más tarde. Sin embargo, por la vía de la interrupción. 
deseo hacer una aclaración. 


Quizás nuestro silencio ante las palabras del señor senador 
Olascoaga pueda interpretarse como solidario con ellas. A mi 
juicio, estas expresiones con respecto a la clausura de los órga- 
nos de prensa no han sido felices o no traducen fielmente lo que 
el señor senador ha querido manifestar. Digo esto porque todos 
nosotros vivimos el período de la dictadura y sabemos que no 
sólo fueron clausurados los diarios que dirigía el señor Fasano, 
sino todos los órganos de prensa libre que hubo en este país, 
tantos los grandes como los pequeños, Entre estos últimos, cabe 
destacar que fue clausurado un modestísimo periódico que se 
editaba bajo mi dirccción en el departamento de Rocha. Tam- 
bién fue clausurado repetidas veces el semanario “La Democra- 
cia” que dirigía nuestro distinguido compañero de bancada, el 
señor senador Zumarán. 
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He querido hacer esta salvedad porque, probablemente, al 
señor senador Olascoaga lo traicionó la expresión de su pensa- 
miento, ya que no es posible lo que él señaló, en virtud de que 
es ampliamente conocido el número de clausuras y de arbitrarie- 
dades cometidas en materia de libertad de prensa y de otras 
libertades por aquel régimen de facto que todos padecimos. 


Muchas gracias por la interrupción, señor senador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Olascoaga. 


SEÑOR OLASCOAGA. - En realidad, estaba concluyendo 
mi exposición con esa frase de tango que decía “Ni murió, ni fue 
guerrero”, cuando el señor senador Percyra me solicitó una inte- 
rrupción. 


De todos modos, deseo insistir en que la prensa uruguaya 
tiene una gran tradición como para no dar un paso atrás en la 
defensa de sus posiciones ideológicas. Debo indicar -esto lo ha 
reiterado el señor senador Silvcira Zavala- que “La Democracia” 
fue clausurada 14 veces. Aclaro que estoy hablando del cierre 
del diario que se escribe hasta que lo clausuran, que deja sus 
obreros en la calle y luego el Estado tienc que hacerse cargo de 
ellos. Reitero que estoy hablando de esa página que se ha escrito 
en el diario “La República” donde se expresa, por ejemplo, que 
mañana el fiscal los va a interpelar, que pasado cierran el diario 
y que también van a clausurar Radio Nacional. Allí se hace la 
crónica de una muerte anunciada. Y no hubo tal clausura. Llevar 
la prédica a ese tipo de actitudes es lo que no me gusta de la 
conducción periodística del señor Fasano. 


Además, cabe recordar que el gobierno del señor Pacheco 
Areco nos cerró “El Debate”. En esa ocasión, hicimos una mani- 
festación, nos congregamos en la plaza Matriz y sacamos una 
edición clandestina que la distribuimos al público desde los bal- 
cones de la casa del partido. De manera que siempre ha habido 
clausuras, pero lo que no ha existido siempre, y es reiterativo en 
el caso del señor Fasano y no en la prensa nacional, son esos 
cierres para toda la vida como le ha ocurrido a sus empresas. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Sentimos la necesidad de intervenir 
en esta sesión del Senado en virtud de la importancia de los 
valores que están en juego. Creemos que ha sido acertada la 
decisión del señor ministro al solicitar ser recibido por este Cuer- 
pa, así como también el desarrollo que ha tenido el debate en la 
noche de hoy. 


Quiero expresar muy claramente que es verdad que pública- 
mente se ha puesto en tela de juicio la honorabilidad del señor 
ministro. Uno de los motivos fundamentales -es razonable que 
para él fuese la razón principal de su comparecencia en sala en 
el día de hoy, tal como le sucede a toda persona que se siente 
agredida, injuriada y calumniada- de su presencia en el Senado 
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es aclarar su situación personal. Ratifico en todos los términos lo 
que ha dicho en sala el señor senador Bouza, entre otros, en el 
sentido de que un saldo claramente positivo de esta sestón es 
que la corrección de procederes del señor ministro y de la perso 
na Daniel Hugo Martins ha quedado completamente a salvo y 
aclarada. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Apoyado. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pensamos que no hay nada más leg: 
timo que ganarse la vida en el ejercicio de la profesión, ya sea la 
de abogado o cualquier otra que se desempeñe en el país. Ade 
más, ello da mérito a una retribución y cuando ésta es fijada por 
regulación judicial pone a salvo cualquier duda en cuanto a la 
legitimidad de esta pretensión. El hecho de que esto haya sido 
producto de un juicio iniciado en el año 1985 y culminado en 
1991 -cuando el señor ministro no ejercía ningún cargo público 
durante este gobierno- es de una claridad meridiana para poner 
completamente a salvo su rectitud de procederes. Incluso, dirta 
que st este juicio hubiera comenzado antes y terminado mientras 
él se desempeñaba como ministro, también le hubiera corres- 
pondido percibir los honorarios devengados por su gestión pro 
festonal. Esto le hubiera sucedido al señor ministro, doctor Mar 
tins como a cualquier otro profesional que actúe en la vida del 
país. 


De modo que, en ese sentido, queremos ser muy claros por 
que nos parece que la fama y el honor de una persona deben set 
sicmpre manifestados, restablecidos y puestos de relieve. Eso «s 
propio de la democracia y del sistema político uruguayo que 
siempre se ha enorgullecido de hacerlo. Pensamos que se debe 
seguir procediendo de esa manera cuando corresponda, como en 
este caso. 


También deseo ser muy claro con el otro tema que está en 
juego en la noche de hoy, es decir, las adjudicaciones que tuvte 
ron lugar con la “P.V. cable. En ese sentido, deseo manifest 
que a mi juicio la actitud que ha seguido al respecto el Poder 
Ejecutivo es correcta pero no contempla el interés del país, 1. 
quiero decir con la misma claridad y con todo respeto por la 
posición contraria del señor ministro. 


Estoy seguro que la Cámara de Representantes está estudian 
do este tema, y para ello ha nombrado una Comisión. Incluso 
hemos leído algunas verstones taquigráficas de dicho Cuerpo. 


Por lo tanto, no me voy a detener en analizar la abundantís 
ma documentación que tengo sobre la mesa y que ha ido gene 
rando esta Comisión, con los argumentos que se han dado 
favor y en contra de una u otra posición. Lo podremos hacer en 
otra oportunidad, pero pienso que si el tema está en considera 
ción de la Comisión de la Cámara de Representantes, preferiria 
que ésta termine su trabajo, lo analice el Plenario y luego y 
opinar en los asuntos más concretos como, por ejemplo, la regu 
laridad de los trámites, las características de la adjudicación 
etcétera. 


Dejando de lado esos temas concretos y pasando «1 vcupue 
nos del asunto TV cuble más en general, quisiera manifestar que 
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en un país tan pequeño como el nuestro la concentración en 
cualquier materia, ya sea de riqueza, de poder, económica, cul- 
tural, educativa o de otros servicios sociales -aun cuando no 
legue técnicamente a las características de un monopolio o de 
un oligopofio- ha sido atacada por la sociedad uruguaya a lo 
largo de su historia a los efectos de evitarla. En ese sentido, 
nuestro país ha cultivado no una escuela sino varias y no un 
servicto de asistencia médica sino muchos, Asimismo, ha lucha- 
do siempre «inclusive a nivel constitucional- para que las activi- 
dades como, por ejemplo, las educativas, hasta los servicios 
sociales y jubilatorios, como las cajas paraestatales fueran plurales 
y ni que hablar de las actividades empresariales-cconómicas., 
para que no fueran transformadas en monopolios y oligopolios. 
Pero si hay algo más importante que cualquiera de los ramos o 
sectores de actividad que he citado, es el campo de los medios 
de comunicación. Esto siempre ha sido así en nuestro país. El 
periodismo libre y plural ha sido nuestra mejor tradición. Elo 
queda demostrado por el hecho de que en la actualidad tenemos 
muchas radios, aunque lamentablemente, como lo ha expresado 
un señor senador pocos diarios. Pero ef Uruguay tuvo una larga 
y prolífera legislación, buscando facilitar la edición de pertódi- 
cos, abaratando el papel, dándole subsidios a la prensa, de modo 
que todos los sectores de opinión pudieran expresarse. Los me- 
dios de comunicación siempre han cstado protegidos por el Es- 
tado para que pueda existir diversidad y para que todos los 
sectores políticos y de opinión puedan manifestarse. El carácter 
plural de la información y de los medios es, y siempre ha sido, un 
valor fundamental en el país, y al respecto hay innumerables ejemplos. 


Cualesquiera scan, entonces, los argumentos que se esgri- 
man para defender la regularidad o el acierto de la adjudicación 
llevada a cabo con la televisión cable, el resultado es que con 
ella se provoca una tremenda concentración, lo que es malo para 
el país y no es sinónimo de una buena decisión gubernamental. 
En todo caso, sí no había más remedio que adjudicar la ficita- 
ción a estos canales de televisión por abonados. hubiera sido 
preferible declararla desierta, argumentando que ho es bueno 
concentrar los medios de comunicación en tan pocas manos. 
Esto, que me parece de una claridad meridiana, Gene, como 
decía el señor senador Olascoaga, la concordancta de todas las 
democracias sólidas e importantes que hay en el mundo. Eu los 
Estados Unidos, hasta la Corte Federal ha dictado sentencia ne- 
gando el derecho a detentar ciertos medios de comunicación a 
determinadas empresas porque entendía que signiftcabu una con- 
centración muy grande que comprometía el valor de la libertad y 
el pluralismo. Asimismo, es notable el esfuerzo que han hecho 
los países europeos después de la Segunda Guerra Mundial. 
Cabe destacar la experiencia de Alemania: el nazismo fue nefas- 
to en materia de medios de comunicación; pero cuando Alemania 
recuperó sus instituciones democráticas elaboró una clarísima 
legislación, teniendo como objetivo no sólo el respeto al consu- 
midor -del que hablaba el señor senador Bouza- sino una actitud 
más agresiva a favor de la comunicación plural. Es común en 
los Estados Unidos, en Alemania y en algunos países de América 
Latina, como por ejemplo Chile, que instituciones de arratgo en 
la sociedad hayan obtenido canales de televisión o radios a través 
del Estado, Esto es frecuente en países europeos como Alemania 
Federal, donde las iglesias poseen su propio canal como forma 
de preservar una manifestación plural de información, de manejo 
de Jas noticias y hasta de la difusión cultural. Crco que esto es 
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algo que el Uruguay debe proteger y velar, no sólo por el respeto 
al consumidor. 


En ese sentido, si el mercado tendiera a una excesiva con- 
centración de los medios de comunicación, no tengo la menor 
duda de que el Estado debería intervenir para que ellos fueran 
plurales. Entiendo que esto es muy importante para la política, 
pero más allá de lo que tiene que ver con qué candidatos o 
partidos tienen más o menos «acceso a los medios de comunica- 
ción, habría que tener en cuenta una visión global sobre los 
valores que se expresan a través de los medios. A medida que 
el proceso técnico avanza -como, por ejemplo, a través de la 
nueva forma de televisión por abonado y otras que vendrán en el 
futuro- entiendo que lo más importante es preservar ese valor plural. 


Debemos destacar que la pantalla de televisión se introduce 
dentro de nuestras casas y. generalmente, cuando los padres no 
están, sus hijos se sientan frente a ella. Por lo tanto, me parece 
que es algo que nos debe preocupar. porque a través de los 
canales de televisión, esos niños están siendo educados. En la 
actualidad, hay una concepción y un reconocimiento muy claro 
de que la educación no cs sólo la formal en el sentido escolar, 
liceal o universitaria, sino informal mediante los medios de 
comunicación que educan o, maleducan a lus generaciones futu- 
ras. Por lo tanto, la forma de mostrar la violencia, el sexo, el 
materialismo y el individualismo es muy importante para el futuro 
de nuestra sociedad. Y creo que los padres de familia tienen 
derecho a elegir qué televisión entra en sus casas. Asimismo, los 
ciudadanos tienen derecho a Oplar qué valores quieren que en- 
tren a sus hogares. Si esto lo dejamos en manos de pocas empre- 
sas. como está resultando en el Uruguay, estaríamos corriendo 
riesgos que van mucho más allá de la regularidad de un expe- 
diente administrativo y de un problema de ajuste a la letra de un 
decreto. 


Sin querer ahondar en este tema que está siendo objeto de un 
estudio detenido y delicado por parte de la Comisión respectiva 
de la Cámara de Representantes y sin perjuicio de que más 
adelante podemos opinar al respecto, debo expresar que se está 
logrando una concentración de los medios de comunicación en 
el país que no es conveniente. Por lo tanto, creo que le 
corresponde «l Estado hacer algo para que este resultado no se 
concrete porque, repito, no es bueno para el Uruguay, en ninguno 
de sus sentidos, tanto a nivel político como en lo que se refiere a 
los valores. expresiones culturales y pautas de conductas que 
estamos trasmitiendo a nuestras generaciones futuras. 


En síntesis, puedo decir que a mí juicio ésta ha sido una 
buena sesión del Senado de la República. Asimismo, me congra- 
tulo en señalar el acierto del señor ministro al solicitarla, Con 
respecto a la corrección de su proceder y a su conducta personal, 
sí de algo le sirve. quiero expresarle mi total solidaridad. No 
vbstante, con el mismo respeto, debo decirle que pienso que la 
decisión por la cual se adjudicaron los canales de televisión por 
abonados a las mismas empresas que manejan ta televisión abicría, 
así como una serte de canales locales en el interior del país, que 
incluso tienen presencia muy fuerte en la radiotelefonía, provoca 
que en el Uruguay se esté dando un problema grave de concen- 
tración de los medios de comunicación en pocas manos que creo 
es negativo para el presente y futuro del país. 
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Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: en primer lugar, 
quiero manifestar algo que dije en la mañana de hoy a los me- 
dios de comunicación. 


Realmente, me sorprendió el hecho de que este Cuerpo 
fuera convocado a instancias del señor ministro de Defensa 
Nacional para esclarecer los términos de la conducta del Po- 
der Ejecutivo -y la suya propia- en relación con la adjudicación 
de los canales de televisión por cable -o por abonados tal como 
se menciona en la convocatoria de esta sesión- porque este asun- 
to se estaba analizando, desde hace bastante tiempo y en forma 
sistemática, por la Cámara de Representantes. En lo personal, 
entiendo que el señor ministro tiene total libertad de acceder o 
pedir ser escuchado en determinado momento por cualquiera de 
las Cámaras. Pero, reitero, de todas formas me sorprendió su 
solicitud debido a que en la Cámara de Representantes se estaba 
planteando la posibilidad de pedir la concurrencia del señor mi- 
nistro a efectos de examinar cl tema en cuestión. Seguramente, 
en lo personal, me resulta más comprensible la otra parte del 
planteo, es decir la relacionada con la imputación a su honorabi- 
lidad personal por el cobro de honorarios que, de acuerdo con 
las informaciones que salieron a relucir públicamente, había rea- 
lizado no sé si en forma incorrecta o delictiva. Sin embargo, este 
tema quedó despejado desde el comienzo de la sesión. Al res- 
pecto tengo en mi poder los recortes de prensa, en los que se 
menciona a la persona directamente involucrada con esta post- 
ble conducta incorrecta. 


En este sentido, quiero dectr que en la mañana de hoy preci- 
samente expresé que, cuando se hacen apreciaciones graves so- 
bre la conducta moral de las personas, es preciso tener un Ex- 
traordinario cuidado, lo que en este país muchas veces no ocu- 
rre. Creo que cada uno de nosotros tiene la suficiente capacidad 
como para enjuiciar, desde el punto de vista político, con la 
crudeza y transparencia necesarias, lo que entendemos incorrec- 
to. Sin embargo, no me parece adecuado que se apele a imputa- 
ciones que no están probadas con respecto a la honorabilidad de 
las personas. Y en este sentido, me parece muy bien que cuando 
se poseen las pruebas suficientes, se dé a conocer la conducta 
incorrecta y se deje actuar a la Justicia competente. Digo esto a 
los efectos de dejar de lado uno de los temas que motivó esta 
convocatoria. 


Con relación a la cuestión planteada sobre la adjudicación de 
la televisión por abonados, quiero decir que en la materia exis- 
ten sólidos fundamentos por parte de quienes han cuestionado el 
procedimiento del Poder Ejecutivo, tanto desde el punto de vista 
jurídico, como desde el de la política general que debe llevar el 
Estado en torno al tema de Jos medios de comunicación. En lo 
personal, no deseo hacer alusión a ello porque sería cansar al 
Senado, pero este asunto ha sido debatido en la prensa, inclusive 
por parte de los propios redactores de las bases del Hamado. 
Como se sabe, uno de los juristas que más ha colaborado con 
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este gobierno teniendo responsabilidades muy notorias, el doc- 
tor Delpiazzo, ha cuestionado públicamente los procedimientos 
que ha empleado el Poder Ejecutivo. Por consiguiente, voy « 
dejar de lado el aspecto jurídico de esta cuestión porque me 
parece que se trata de una materia que, en todo caso, quienes no 
fueron atendidos por el Poder Ejecutivo en su solicitud deberán 
aclarar ante la Justicia. A mi juicio, tal como han señalado otros 
señores senadores, lo importante es la política que se ha puesto 
en práctica en torno a los medios de comunicación. Creo que en 
esta materia no existe ninguna argumentación por parte del Po- 
der Ejecutivo -y más específicamente del señor ministro de De- 
fensa Nacional- que pueda demostrar que, u través de su resolu- 
ción de adjudicar la televisión por cable a las empresas benefi- 
ciadas, no se está constituyendo un monopolio de hecho de 
dichas empresas sobre el conjunto del sistema en el Uruguay. 
Estas tres empresas controlan todo el sistema de televisión abierto 
y ahora también manejarán una parte decisiva de la población 
del país -es decir la ciudad de Montevideo- mediante la televi- 
sión por abonados. De modo que, como decía hace unos mo- 
mentos el señor senador Zumarán, en las casas de los ciudada- 
nos de Montevideo entrará la televisión abierta que depende de 
este grupo de empresas y además la televisión por abonados que 
también detenta ese mismo grupo. Al respecto, quiero dectr que 
en este Senado ya existían algunos elementos que indicaban la 
necesidad de que se legislara a efectos de impedir el monopolio. 
En lo personal, recuerdo haber realizado en este Cuerpo exposi- 
ciones con relación a cómo se manifestaba el control de la tele- 
visión, de los medios de comunicación y de la información en el 
interior de la República, a través de lo que comúnmente se 
conoce como la Red. En la legislatura pasada, trajimos a conocl- 
miento del Cuerpo los seguimientos realizados en distintos me- 
ses del año y en diferentes semanas de cada mes, mediante Jos 
cuales se comprobaba el tratamiento diferente que la Red daba a 
la información de acuerdo a la fuente de la que provenía. 


SEÑOR PEREZ. - Apoyado. 


SEÑOR GARGANO. - Sin embargo, a pesar de cllo nada 
cambió. Lo que sí puedo afirmar, en cambio -porque la verdad 
hay que decirla completa- es que las emisoras de televisión del 
interior de la República actúan con un criterio absolutamente 
abierto y permiten el acceso a ese medio de todos los sectores de 
opinión del país, lo cual me parece muy bien. No obstante, no 
sucede ló mismo con las empresas que detentan los principales 
canales de la televisión abierta en el Uruguay -los cuales todos 
conocemos- y a quienes, precisamente, les fue adjudicada la 
concesión de la televisión por cable por parte del Poder Ejecuti- 
vo. En ese sentido, tengo en mi poder el texto de una exposición 
realizada en la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras 
Públicas de la Cámara de Representantes en la que se debatió 
este tema, por parte del doctor Alberto Pérez Pérez, conocido 
constitucionalista uruguayo y profesor de la Facultad de Dere- 
cho. En dicha exposición, en un largo fundamento, se señala la 
trascendencia que tiene cualquier decisión que se adopte en esta 
materta. 


Esa exposición culmina remitiéndose a una disposición legal 
que desarrolla los preceptos constitucionales y también a aque- 
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llos otros que son norma en nuestro país por haber ratificado el 
Pacto de San José de Costa Rica, la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, etcétera. Específicamente se refiere a la 
legislación que tenemos respecto de los medios de comunica- 
ción emanada del Poder Legislativo y promulgada por el Poder 
Ejecutivo, Concretamente, se trata de la ley N” 16.099, de 3 de 
noviembre de 1989, que en su artículo 1? reitera la consagración 
constitucional de estas libertades establecidas en el artículo 29, 
ampliando su formulación, tal como sin duda estaba habilitado a 
hacerlo de acuerdo con lo que fija el artículo 72 de la Constitu- 
ción de la República. Asimismo, señala que dicho artículo 1* 
establece que es enteramente libre en toda materia la expresión y 
comunicación de pensamientos u opiniones y la difusión de in- 
formación. De esta forma quedan cubiertos los tres aspectos que 
ya se han mencionado anteriormente mediante la palabra, el 
escrito y la imagen. La ley aporta una mayor precisión en cuanto 
a la forma en que debe ejercerse esta libertad dentro de los 
límites consagrados por la Constitución de la República. 


A continuación se trata el otro tema, que tiene que ver con el 
artículo 36 de la Carta, cuando dice que esta libertad comprende, 
dando cumplimiento a los requisitos resultantes de las normas 
respectivas, la de fundar medios de comunicación. A su vez, el 
artículo 3” de la referida ley establece que titulares de estas 
libertades de comunicación, de pensamiento y de información, 
son todos los habitantes de la República. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - ¿Me 
permite una interrupción, señor senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Coinci- 
do absolutamente con lo que ha expresado el señor senador, 
Estoy en contra de los monopolios de los servicios y el Poder 
Ejecutivo ha tenido mucho cuidado, en este período de gobierno, 
al otorgar cientos de permisos a distintas personas que nada 
tienen que ver con los tres canales de televisión de Montevideo. 


Por otra parte, el Poder Ejecutivo hace un llamado público y 
adjudica a los mejores proyectos que se presenten, de manera 
que no puede elegir una propuesta, eliminando la mejor. 


Por otro lado, quisiera señalar -ya que se ha repetido varias 
veces- que no es cierto, desde el punto de vista jurídico, que la 
televisión por cable se haya otorgado a los tres canales abiertos, 
ya que se lo ha hecho a tres empresas que tienen accionistas 
distintos de los que figuran en la televisión abierta de Montevi- 
deo. Tengo en mi poder y puedo hacer llegar al señor senador 
Gargano la lista completa de esos nombres. Además, hemos 
otorgado a Bersabel S.A., que es también televisión por abona- 
dos por el sistema UHF, que va a competir en Montevideo con 
las tres empresas mencionadas anteriormente y no tiene nada 
que ver con los canales de televisión del departamento. Asimis- 
mo, se ha dado una oportunidad a la empresa Daltero S.A,, 
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cuyos directores y accionistas no tienen ninguna conexión con 
dichas empresas. Debo expresar que hemos actuado en el mismo 
sentido con respecto al SODRE, que también va a operar en 
materia de televisión para abonados. De manera, pues, que va a 
haber una auténtica competencia. En este sentido, se podría de- 
cir que habría tres empresas que tendrían alguna vinculación con 
los canales de televisión abiertos, pero hay otras tres que no la 
tendrían y que van a competir libremente con las anteriores. 


Por otra parte, debo expresar que quien habla se encontró 
con bases que no había establecido, con un concurso en el que 
se presentaron determinadas empresas y debió elegir entre los 
proyectos presentados, los mejores. Nadie en este Senado me 
podrá decir que cuando el Poder Ejecutivo no eligió a la empre- 
sa que no admitía competencia, actuó mal. Tampoco puede de- 
cirlo cuando dicho Poder no seleccionó la empresa que sólo 
“cableaba” -por decirlo rápidamente- las zonas de Pocitos y Ca- 
rrasco. Cabe señalar que el proyecto elegido era mejor porque 
“cableaba” todo Montevideo, abarcando zonas como el Cerro, la 
Unión, etcétera. En consecuencia, vuelvo a señalar, para tranqui- 
lidad de los señores senadores, que aquí no hay monopolio algu- 
no. Hay seis empresas que van a competir y, además, el Poder 
Ejecutivo ha dicho claramente que ésta es la primera etapa, ya 
que los estudios establecen que no hay mercado para más em- 
presas. A su vez, esto lo dicen quienes se presentaron a licita- 
ción, aunque uno sólo expresó que podía competir. B 


Cuando se analizó la cantidad de abonados que pretendía 
tener se llegó a la conclusión de que era inviable económica- 
mente, ya que debería competir con once empresas, puesto que 
el mercado se dividiría entre todos y no contaría con el número 
de abonados necesarios para solventar su proyecto económico 
financiero, que es una de las consecuencias de las bases. 


De manera que el Poder Ejecutivo debió elegir entre proyec- 
tos concretos y ello no tiene nada que ver con el tema de la 
libertad de pensamiento y de información. Intervinieron once 
empresas con grandes grupos económicos respaldándolas -ya 
que esto requiere además una financiación muy importante- que 
compitieron entre ellas y el Poder Ejecutivo seleccionó las mejo- 
res. Además, se cuidó muy bien de decir que los permisos no 
garantizan ní conceden monopolios ni exclusividad alguna. Ási- 
mismo, en una segunda etapa, si el mercado revela la posibilidad 
de que haya nuevos operadores, dicho Poder lo va a hacer, ya 
que está dentro de su filosofía. De ninguna manera deseamos 
que haya una concentración en la información. Lo expresado lo 
hemos revelado en el interior del país, pues se han otorgado allí 
107 permisos, algunos de los cuales -y lo dice la cxperiencia- no 
han sido operables. Las propias empresas que se presentaron y 
obtuvieron la autorización no llegaron a actuar y desisticron de 
hacerlo y otras han debido formar un consorcio para, en conjun- 
to, realizar el “cableado” y ciertas adquisiciones, ya que las 
posibilidades económicas no alcanzan para que varias empresas 
puedan operar en una pequeña ciudad. 


Reitero que la filosofía del Poder Ejecutivo es otorgar cl 
mayor número de televisión por cable, siempre que no se cerce- 
ne algo que es muy importante, en el sentido de que la debilidad 


150. -C.S. 


económica de quienes operen no permita que la población goce 
de todas las mejoras tecnológicas posibles. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


-Por otro lado, el señor senador Pérez habló sobre la fibra 
óptica. Esta tiene un elevadísimo costo, Ninguno de los que se 
presentaron a la licitación dijo que iba a emplear la fibra óptica, 
ya que el uso de ésta requiere una inversión extraordinariamente 
alta. Justamente, estas tres empresas a las que adjudicamos la 
televisión por cable para Montevideo, expresan que en algunos 
trozos están dispuestas a instalar dicho elemento. 


Por último, deseo señalar que no debe decirse que hay mo- 
nopolio, porque no es la realidad y porque tampoco es lo que 
quiere el Poder Ejecutivo. Por el contrario, éste adhiere a todo lo 
que represente la libertad de información porque, históricamen- 
te, hemos sido un partido de oposición y hemos luchado por las 
libertades en nuestro país. Esto lo sentimos fntimamente ya que 
está escrito en la propia esencia de nuestro partido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia pide disculpas al 
señor senador Gargano por-no hahersc dado cuenta de que había 
sonado el timbre indicador de tiempo y no haber advertido al 
señor ministro de que debía culminar su interrupción. 


Puede proseguir el señor senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Me estaba refiriendo a la importan- 
cia política que tiene la decisión del Poder Ejecutivo y sus reper- 
cusiones sobre las libertades públicas. 


El señor ministro de Defensa Nacional trata de demostrar, a 
partir de sus propias afirmaciones, que dicho Poder no ha viola- 
do las disposiciones legales y que ha «actuado en consonancia 
con ellas, 


Posteriormente voy a tratar, muy brevemente, de formular 
algunas preguntas al titular de la Cartera y si las contesta demos- 
trando que los hechos no han ocurrido de esa manera, efectiva- 
mente se podría concluir que tiene razón. Á mi juicio, ello no es 
así, porque el Poder Ejecutivo no ha cumplido con esto. 


En la tarde de hoy no me voy a ocupar, caso por caso, de las 
adjudicaciones de TV cable en el interior de la República, por- 
que podríamos entrar en el terreno de tener que analizar socie- 
dad por sociedad, persona por persona, vinculación de cada una 
de ellas con determinados intereses O sectores, etcétera, y ese no 
es el tema que en este momento estamos analizando. Lo que hoy 
estamos considerando es la adjudicación en Montevideo; quizás 
en otra oportunidad podamos referirnos al otro asunto. Tampoco 
me voy a introducir en la adjudicación por los otros sistemas en 
la ciudad de Montevideo, ni en lo relativo a alguna otra empresa 
adjudicataria, su constitución, las personas que la integran o los 
sectores políticos a que ellas pertenecen, porque entraríamos en 
un debate lateral que nos podría alejar «del análisis que hoy nos 
ocupa. 
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Hemos dicho que el Poder Ejecutivo, al adoptar esta deci- 
sión, no ha cumplido con las disposiciones constitucionales y 
legales que existen en nuestro país, que aseguran la libertad del 
acceso a los medios de comunicación y que implícita y explíci 
tamente disponen que no haya monopolio de hecho u de dere- 
cho en esta materia. Los monopolios de derecho los establece la 
ley y los de hecho deben ser combatidos por el legistador y por 
el propio Poder Ejecutivo. 


Tengo sobre mi mesa de trabajo algunos análisis que, en 
algunos casos, pertenecen a personas que, en general, comparten 
la visión de país que tenemos. Por ejemplo, en un artículo apare- 
cido en “Cuadernos de Marcha”, el economista José Manucl 
Quijano, al hacer el abordaje económico del tema señala: “nadie 
podría negar que los tres canales privados de T'V convencional, 
a lo cual agregan ahora la TV cable Montevideo. constituyen un 
oligopolio. Son un grupo reducido que oferta sus servicios en el 
mercado. El liberalismo económico, que basa su análisis predo- 
minantemente en la competencia perfecta, considera que dos oli- 
gopotios son una “irregularidad”, que no deberían existir, aunque 
a veces se presentan en algunos mercados. ¿Y cómo surge esa 
“irregularidad*? Es la propia competencia en el mercado la que 
hace predominar a tres o cuatro (elimina a los menos eficientes 
o a los que disponen de menos capital) quienes, una vez consti- 
tuidos, consolidan relativamente su posición levantando “barre- 
ras a la entrada", O bien cl monto de la inversión es tan clevado 
que sólo algunos acceden al mismo: o bien las empresas oligo 
pólicas realizan un gran esfuerzo en investigación científica y en 
avance tecnológico y se colocan a gran distancia de un eventual 
competidor nuevo o bien tienen relaciones preferentes con abis- 
tecedores o con consumidores o disponen de marcas muy im- 
puestas, etcétera; situaciones que llevan a pensar, a quien se 
proponga ingresar a ese mercado, que su mejor opción es dedi- 
carse a otra cosa. Es decir, el oligopolio (“irregularidad o no, 
pues la inmensa mayoría de los mercados opera en esa condi- 
ción) es una construcción económica. Y el oligopolista bien 
puede decir: “estoy donde estoy porque he sido mejor que los 
otros, gané la preferencia del público, invertí con más tino, con- 
centré los capitales necesarios para mantenerme en la punta tec- 
nológica". Lo que es mucho más difícil de ver, en la historia 
económica universal, es el oligopolio privado creado por resolu 
ción del gobierno. Que el gobierno diga: “Adjudico a ustedes 
tres tal actividad económica, y excluyo a los otros interesados, 
porque quiero que ustedes constituyan un oligopolio”, es un 
fenómeno novedoso, que ni el más intervencionista de los go- 
biernos se atrevería a hacer, porque va en desmedro de lo que la 
acción pública ha sido, en el ámbito económico, desde la Revo 
lución Industrial a la fecha”. 


Considero que esto es concluyente, terminante en cuanto a 
analizar lo que de hecho se está dando con esta resolución del 
Poder Ejecutivo. 


También tengo en mi poder un editorial de “El Observador 
Económico”. del lunes 23 de mayo. donde en términos genera- 
les $e comparten estas afirmaciones. Allí se señala que a través 
de esta resolución del Poder Ejecutivo se constituye un menopo 
lio de hecho. Asimismo, se expresa lo siguiente: “en esta oportu- 
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nidad había en juego algo más que un interés empresarial. A 
nuestro juicio está en juego toda la política de comunicaciones 
del país, tanto en materia de regulación de los medios de comu- 
nicación electrónicos como en lo que hace al desarrollo futuro 
de lo que hoy se denomina la “superautopista informativa” que 
integrará sectores tan diferentes como el cable, la computación, 
las telecomunicaciones, el software, los entretenimientos y la 
información. Es más, no percibíamos en la resolución del Poder 
Ejecutivo la intención de promover la competencia en ese sec- 
tor, sinu más bien de contribuir a la concentración de poder en 
un área muy sensible para la sociedad”, Aquí reafirmo lo que 
señalaba el señor senador Bouzas: en este caso, la concentración 
de medios de comunicación significa concentración de poder, de 
lo que ya existen ejemplos contundentes en la historia contem- 
poránea, tanto en el medio político como social. El más reciente 
es el de Italia, donde a través de la concentración del poder de 
los medios de comunicación se ha dado el caso, inédito en la 
historia -en un contexto y una coyuntura muy especial- de 
que una persona genere una fuerza política que en tres meses 
logra -a través de esos medios- controlar la mayoría de la opi- 
nión pública, haciendo desaparecer del escenario al resto de fas 
fuerzas políticas. Considera que por medio de este procedimien- 
to, en nuestro país puede ocurrir la mismo. 


No estoy de acuerdo con que el señor ministro de Defensa 
Nacional diga que los medios de comunicación, o las empresas 
que han recibido la TV cable, se han comprometido ante la 
Cámara de Diputados a dar acceso a todos en esos medios. No 
hay que atenerse a las declaraciones de los interesados, sino que 
hay que recurrir a la seguridad de la ley para que, cualquiera sea 
la circunstancia, esto no sea meramente una declaración, sin que 
exista la obligación de cumplirla. 


Con respecto a los procedimientos empleados por cl Poder 
Ejecutivo, está claro que éste no ha cumplido con la ley. De 
acuerdo con Jo que ha expresado la Comisión Asesora del Poder 
Ejecutivo, todas las empresas que se presentaron -y tengo en mi 
poder los dictámenes comentados en la Cámara de Representan- 
tes- cumplían con los requisitos básicos para ser adjudicatarias. 
El Poder Ejecutivo, valorando que el mercado es pequeño y que 
la rentabilidad no va a ser buena, decide dar la concesión a las 
tres empresas que estima son las indicadas -señalándolas con el 
dedo- asegurándoles la rentabilidad desde el comienzo. porque 
no van a competir con nadie. 


Tal como lo señalaba hoy el señor senador Bouzas, esto está 
en contraposición con las ideas básicas que han orientado al 
gobierno, que cree en el mercado y que ha dicho que éste es el 
que debe asegurar la eficiencia a la empresa. Sin embargo, aquí 
hace lo contrario: le da la seguridad de la rentabilidad a delermi- 
nadas empresas y no deja al mercado indicar cuál es la más 
eficiente. 


Pero el Poder Ejecutivo no sólo decidió esto -arrugando el 
papel de la teoría de la libertad económica y de la competencia y 
tirándolo al cesto de los papeles inútiles- sino que además lo 
hizo contra la opinión de sus propios asesores. El señor ministro 
dice que se encontró con un llamado y con unas bases, pero 
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también tuvo que decidir tomando en cuenta la opinión de la 
Comisión Asesora, que le dijo que todas las empresas estaban en 
igualdad de condiciones para poder ser adjudicatarias, Sin em- 
bargo, se decidió por algunas que actualmente poseen la televi- 
sión abierta en el país. Considero que es una decisión que no 
necesita demostración: tiende a concentrar monopólicamente la 
televisión abierta y por cable en manos de un número reducido 
de empresas. 


Quiero decir algo más, que luego articularé en una pregunta 
al señor ministro. Las empresas que cuestionaron esta adjudica- 
ción demostraron lo que decía el señor senador Pérez, en cuanto 
a que las tres se presentaron con ef mismo papel, el mismo texto, 
las mismas frases, y me decía el señor legislador Chifflet, que 
hasta con las mismas erratas, lo que es un indicador más de que 
el planteo fue hecho por un solo grupo oligopólico. Cabe desta- 
car que esto mismo quedó de manifiesto en los debates llevados 
a cabo en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Solicito que se prorrogue el térmi- 
no de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-14 en 15, Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Gargano, 


SEÑOR GARGANO. - Agradezco a los señores senadores 
su deferencia y adelanto que voy a tratar de abreviar mi exposi- 
ción a fin de llegar lo más pronto posible a la finalización de la 
misma. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Pereyra) 


-Reitero: esto se hizo cuando se demostraba, por parte de los 
legisladores y también de las otras empresas, que las tres compa- 
ñías formaban un grupo oligopálico -como manifestaba el señor 
senador Pérez- dado que hasta en las erratas formulaban los 
mismos planteos, tal como lo señaló el señor legislador Chifflet. 
Por consiguiente, queda claro que cra un mismo centro el que 
llevaba las solicitudes; no hay tres empresas sino una sola. 


Esto fue planteado al Ministerio de Defensa Nacional y fue 
rechazado por “impertinente” -creo que esa cs la palabra- por el 
señor subsecretario. Se pedía que se investigara cl monopolio de 
hecho y se sostuvo que eso no debía hacerse, ya que el Poder 
Ejecutivo no podía entrar en el análisis -fíjense, señores senado- 
res, si no era procedente hacerlo- de si están o no coaligadas 
esas tres empresas. Repita que dicho Poder rechazó el planteo 
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por “impertinente”, lo que parece una exorbitancia, ya que se 
negó a analizarlo antes de proceder y resolver. 


Tengo elementos de carácter probatorio que indican que las 
tres empresas están consorciadas para emitir según un mismo 
sistema y permiso, naturalmente distribuyéndose los beneficios. 
Pero aclaro: no se ofrecerán tres sistemas distintos sino uno, que 
emitirá en forma concentrada, con un solo programa, tal como 
me acota el señor senador Pérez. A mi juicio, se trata de una 
prueba adicional contundente para demostrar que el Poder Eje- 
cutivo no sólo se ha equivocado, sino que además ha concentra- 
do el servicio en un grupo oligopólico en el que están consorcia- 
das esas tres empresas. Por consiguiente, además de llevar el 
tema a un nivel de vinculaciones económicas, de concentración 
del poder económico -y por ende del político- creo que el Poder 
Ejecutivo ha actuado clarísimamente al margen de las disposi- 
ciones constitucionales y legales. 


Para terminar, señor presidente, voy a formular al señor mi- 
nistro algunas preguntas para que sean contestadas concreta- 
mente, es decir, yendo directamente al centro de la cuestión y no 
a la argumentación jurídica, al Libro Azul, a las disposiciones 
internacionales, etcétera. 


En primer Jugar, el señor ministro ha admitido -tanto en la 
Cámara de Representantes como ante la prensa- que cuatro em- 
presas de las cinco autorizadas se consorciaron, El subsecretario, 
señor González Rissotto, en su momento y antes de realizar las 
adjudicaciones, entendió “impertinente” interrogar a estas em- 
presas -que presentaban propuestas con carbónico- acerca de si 
estaban consorciadas, porque se trataba de una mera conjetura 
sin fundamento real. Producida la efectivización del consorcio, 
¿cómo puede el gobierno sostener la entrega de cuatro permisos 
-como sí fueran empresas dilerentes- al mismo grupo, en lugar 
de uno sólo? Un consorcio es una empresa de empresas con un 
solo negocio: en este caso, un único canal de cable combinado 
con el otro, MMDS, con la misma programación, horarios y 
precio. ¿Se dieron en realidad cinco permisos o solamente dos? 
¿No hay tres permisos vacantes, si se querían conceder cinco? 
¿Está prevista en la resolución cuestionada una segunda ctapa de 
adjudicaciones? Vista la renuncia a explotar directamente tres de 
los permisos, ¿qué impide la concesión de nuevos permisos para 
asegurar la pluralidad de expresión? 


En segundo término, quisiera saber qué clase de razonable 
competencia es la que se da entre los socios de un consorcio. 


En tercer lugar, sería interesante conocer cómo se admitió la 
presentación de la empresa Bahía Esmcralda -Canal 4- al llama- 
do a interesados, si no había presentado constancia de inscrip- 
ción ante el Banco de Previsión Social y ante la Dirección Gene- 
ral Impositiva, tal como luego se demostró. 


En cuarto término: ¿cómo se enteró Bahía Esmeralda de que 
se le realizaron esas observaciones, si el expediente se suponía 
cerrado para garantía de todos los proponentes? ¿Quién tomó la 
decisión. dentro del Ministerio de Defensa Nacional. de comuni- 
car a Bahía Esmeralda que se había observado su falta de ins- 
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cripción? ¿Dónde figura la notificación de esta decisión, quién 
fue el funcionario público que la realizó y por qué razón? ¿Quién 
fue el funcionario público que recibió la documentación que 
faltaba? ¿Por qué la aceptó fuera de fecha y por orden de quién 
la agregó al expediente? ¿Por qué no quedó ninguna constancia 
fehaciente de todos esos pasos y otros siete singularmente irre- 
gulares en el expediente y por qué se refolió el mismo para dar 
cabida a nuevos documentos sin respetar las formalidades lega- 
les exigidas para tal efecto? ¿Por qué el señor ministro no proce- 
dió a realizar la correspondiente investigación administrativa 2 
partir de estas denuncias, formalizadas hace ya tres meses y 
reiteradas oficialmente con pedido de sumario hace una semana? 


En quinto lugar, destaco que en diciembre de 1993, ante la 
Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas de 
la Cámara de Representantes, el señor ministro afirmó que el 
gobierno se había autolimitado al hacer un llamado a interesados 
-con las bases correspondientes- cuando estaba legalmente habi- 
litado para actuar discrecionalmente. Entonces, si las bases lo 
autolimitaron y ellas afirmaban que no había limitaciones en la 
concesión de permisos para TV cuble, ¿por qué solamente se 
dieron tres, en contradicción con las bases? Aquí se ha hablado 
largamente acerca de que no existen problemas técnicos ni limi- 
tación de ninguna especie, puesto que no se trata de ondas sino 
de cables que se pueden multiplicar hasta el infinito. Sin embar- 
go, el Poder Ejecutivo se autolimitó a los efectos de la conce- 
sión. 


Sobre esto, quisiera saber si la única explicación es lo relati- 
vo a la competencia y la rentabilidad; es decir, si la preocupa- 
ción central del Poder Ejecutivo fue la de asegurarles rentabili- 
dad a las empresas elegidas para que tuvieran la propiedad de la 
emisión de la televisión por cable. 


Tengo algunas otras preguntas para formular, pero si es posí- 
ble que el señor ministro responda a éstas ahora, habremos an- 
dado mucho camino. 


No obstante, debo decir que este tema no termina aquí. Me 
parece que existe la posibilidad de que sea examinado con más 
profundidad en la Cámara de Representantes y de que la Justicia 
actúe recogiendo las observaciones y los alegatos de las empre- 
sas que han sido eliminadas en las adjudicaciones. 


A mi entender, el Poder Legislativo tiene la obligación de 
legislar sobre la materia, ya que no es posible -por lo delicado 
del tema- que estas decisiones queden en manos del Poder Eje- 
cutivo. Recuerdo que discutimos este tema en varias oportunida- 
des durante la legislatura pasada, en una Comisión Especial que 
trataba la ley sobre partidos políticos, dada la necesidad de csta- 
blecer una legislación que le diera al Poder Legislativo -donde 
están representadas todas las fuerzas políticas del espectro na- 
cional- la facultad de gobernar en esta materia, a través de la 
creación de un Instituto que estuviera bajo su control y que no 
sólo regulara la adjudicación de los medios de comunicación, 
sino que también ejerciera el control sobre los mismos a fin de 
impedir. tustamente, los monopolios. Se nos dijo que en esta 
materia nosotros utilizábamos antecedentes de la legislación not- 
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teamericana. Debo decir que cuando los antecedentes son bue- 
nos se deben usar. Así como no comparto la legislación sobre la 
pena de muerte norteamericana y la combato, sí me parece muy 
conveniente la relativa a los medios de comunicación y a las 
telecomunicaciones en general, que impide la concentración mo- 
nopólica para garantizar que no se controle a la opinión pública 
por parte de los grandes intereses. Por consiguiente, señor presi- 
dente, entiendo que es necesario legislar en esta materia. 


Nuestro partido político que no tiene ningún diario, semana- 
rio ni radio y que cuando actúa en la vida política, en general, es 
destinatario de los ataques provenientes de casí todo el espectro 
político a través de medios a los cuales no tiene acceso, no ha 
vacilado en hacer esta clase de planteo contra los monopolios de 
hecho que se están dando en nuestro país y, especialmente, en el 
sistema televisivo. Siempre que fuimos a la televisión, se nos ha 
hecho pagar religiosamente hasta el último segundo que utiliza- 
mos. El señor senador Zumarán sabe cómo cuando impugnamos 
la Ley de Privatizaciones a la Comisión Nacional de Defensa del 
Patrimonio y Reforma del Estado, que llevó adelante esa inicia- 
tiva, el sistema privado de televisión le hizo pagar hasta el últi- 
mo centésimo. Dicha Comisión aún debe dinero y tratará de 
juntarlo para poder pagar, ya que seguramente de ello dependerá 
que algunos de sus integrantes tengan acceso durante esta cam- 
paña electoral a esos medios de comunicación. Pagamos todo y 
siempre bajo un sistema riguroso; a veces se efectúan pagos por 
adelantado o con plazos muy perentorios. Todos sabemos que 
en materia de los medios de comunicación hay hijos y entenados 
y es necesario terminar con ello, En las campañas electorales 
también debe haber regulación de la adjudicación de espacios a 
todas las fuerzas políticas para asegurar la igualdad de oportuni- 
dades. Más allá de las adjudicaciones que brinde la ley, cada 
uno podrá -si desea gastar dinero de su bolsillo- contratar más 
espacios. 


Simplemente descaba informar al Cuerpo que terminaremos 
presentando nuestro proyecto de ley sobre medios de comunica- 
ción, tema que hemos debatido largamente en el seno del Frente 
Amplio. Pensamos que la oportunidad es propicia para que la 
sensibilidad del Senado y también de la Cámara de Representan- 
tes nos permita tener, antes de que se inicie la campaña electo- 
ral, una ley sobre medios de comunicación que efectivamente 
impida tomar decisiones de la naturaleza de la que fue adoptada 
por el Poder Ejecutivo en este caso, al concentrar monopólica- 
mente la propiedad de los medios de comunicación en el Uru- 


guay. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Cuando 
comenzó la sesión, el señor presidente del Cuerpo señaló que en 
la discusión se aplicarían las disposiciones reglamentarias relati- 
vas a las sesiones habituales. Sin embargo, teniendo en cuenta 
que el señor senador Gargano ha planteado una serie de pregun- 
tas y si el señor ministro está en condiciones de contestarlas en 
este momento -si necesita material lo hará más adelante- la Mesa 
le cederá el uso de la palabra, aunque ello no sería posible de 
ajustarnos estrictamente al Reglamento, Creemos que ésta es 
una sesión demasiado importante como para detenernos en estos 
detalles. Lo que interesa es que se aclare el episodio. 
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SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Voy a 
ser muy breve, porque la mayoría de las preguntas del señor 
senador Gargano coinciden con las que ha planteado una de las 
empresas, que presentó un escrito ante el Ministerio de Defensa 
Nacional. Dicha Cartera ha iniciado una investigación sobre to- 
das las acusaciones, de manera que cuando el Poder Ejecutivo 
tenga el resultado de ella, se lo proporcionaremos de inmediato. 


Para tranquilidad del señor senador, quería decir -voy a tepe- 
tirlo porque parece que no me han oído- que el Poder Ejecutivo 
ha tenido la precaución de hacer firmar a todos los proponentes 
una declaración de que van a suministrar espacios a todos los 
partidos políticos, asegurando la pluralidad equitativamente, tan- 
to en el período preelectoral como en los acontecimientos políti- 
cos señalados. Todos tendrán la oportunidad de acceder a la 
televisión para abonados. Esto fue firmado por las cinco empre- 
sas adjudicatarias. Desde luego que el SODRE no puede dar esta 
clase de facilidades de carácter político pero, repito, que la plu- 
ralidad está asegurada y no solamente existirán los cuatro cana- 
les privados que actualmente funcionan en Montevideo, sino 
que además cada una de las empresas abrirá otro canal. De 
manera que habrá tres empresas operando por cable, uno en 
MCF y otro en UHF, es decir, que existirá una diversidad de 
canales de televisión abiertos, con distintos equipos de periodis- 
tas que -tal como se expresa en las propuestas- estarán pertecta- 
mente identificados y serán los más conocidos del medio en el 
Uruguay. 


Ya que el señor senador Gargano me ha planteado 20 ú 30 
preguntas, voy a responderle haciéndole a él una sola. ¿Cómo 
podría explicarme que durante el gobierno socialista de Mitte- 
rrand existiera en París un solo canal de televisión por cable? No 
sólo existe un canal de televisión por cable del Estado, sino que 
la propietaria del mismo es la firma Lyonnaise Communications, 
una filial del grupo Lyonnaise des Eaux-Dumez, sociedad crea- 
da en 1986 durante el gobierno socialista, bajo el nombre de TV 
Cable, que desarrolla las actividades del grupo en la televisión 
por cable, tanto en París como en otras localidades. Además del 
grupo Lyonnaise des Eaux-Dumez, el capital de la sociedad 
pertenece al Crédit Lyonnais que como se sabe es un Banco, a 
France Téléphone Cáble, a US West -empresa norteamericana- a 
Canal + y, desde ahora, a Chargeurs, que es un holding capitalis- 
la que tiene cuentas consolidadas desde 1993 en gran cantidad 
de sociedades comerciales de todo tipo. De manera que en París, 
con un gobierno socialista, hay un solo operador de cable. Ade- 
más, el mismo ha operado desde 1986 a la fecha y según la 
comunicación que tengo de uno de los accionistas, llamada la 
Carte de Chargeurs, en diez años solamente ha tenido la posibi- 
lidad de obtener el 15% de adhesión de los hogares franceses y 
recién en 1995 equilibrará los gastos que ha significado el ca- 
bleado en París, 


Esa es la pregunta que quisiera que el señor senador me 
responda, sin perjuicio de que personalmente le contestaré por 
escrito en cuanto termine la investigación. Las preguntas que me 
ha planteado coinciden con las de una empresa interesada en el 
asunto, por lo que en el Senado no puedo responder a las inte- 
rrogantes de un expediente administrativo. Sin embargo, apenas 
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se conozca el resultado, haré llegar al señor senador y al resto de 
los integrantes del Cuerpo las conclusiones de la investigación. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Me parece bastante insólito que lue- 
go de haber formulado 30 preguntas al señor ministro, éste nos 
diga que nos va a responder dentro de tres meses cuando culmi- 
ne la investigación y, a Su vez, nos interrogue acerca de las 
decisiones del gobierno francés. Sin embargo, recojo la pregunta 
y al respecto diré lo siguiente. Pienso que habría que precisar si 
cuando se estableció la televisión por cable el presidente de la 
República era el señor Mitterrand y st el primer ministro no era 
el señor Chirac. En Francia esto es anecdótico, ya que actual- 
mente también existe esta clase de cohabitación y gobierna el 
Partido Gaullista, es decir, la derecha como lo hizo en 1986 
luego de seis años de gobierno socialista. Creo que lo que im- 
porta es que en Francia hay una ley de medios de comunicación 
que garantiza la igualdad en el acceso y el señor ministro men- 
cionó a las empresas que son socias de la televisión por cable, 
entre las cuales hay tres o cuatro financieras y de telecomunica- 
ciones que son estatales. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Las mismas garantizan o dan un margen de incidencia al 
gobierno en el control no monopólica del asunto. El que no 
hayan alcanzado más de un 15%, es un problema de las empre- 
sas y no soy yo quien debe examinarlo. ¿Es que acaso el señor 
ministro se puso a examinar el hecho de que, respecto de Tacua- 
rembó, que tiene 20.000 habitantes, existe la posibilidad de que 
haya cuatro empresas que cableen? Evidentemente, para ese caso 
no funciona la competencia; esa preocupación se da, aparente- 
mente, sólo para Montevideo. 


Entonces, ¿dónde está el sentido de la rentabilidad? ¿Es que 
el mismo se da de acuerdo con lo que convenga en cada circuns- 
tancia? A lo mejor, en otra ciudad también se le dio a tres 
empresas la posibilidad del cableado. Evidentemente, se trataría 
de 3 empresas, igual que en Montevideo, pero hay que conside- 
rar que, tal vez, dicha ciudad tenga, no 1:000.000 de habitantes 
como Montevideo, sino 10.000. Sería el caso, por ejemplo, de la 
zona este del país. 


Pienso que no debemos hacer argumentos efectistas. Perso- 
nalmente, necesito respuestas concretas a preguntas del mismo 
tipo. Está demostrado que aquí hubo asesores que dijeron que 
todas las empresas estaban en iguales condiciones. Además, se 
hizo la adjudicación a determinadas empresas. Evidentemente, 
me hago cargo de que el señor ministro no fue quien lo hizo; él 
es el responsable ante el Parlamento, pero fue el señor presiden- 
te de la República quien firmó las adjudicaciones, el que deter- 
minó quiénes son los que van a ejercer la facultad de ser conce- 
sionarios. También se dio la contradicción, que ya he señaludo, 
de que esas empresas van a actuar unidas entre sí, en un grupo 
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económico que no va a usar todos los canales concedidos, sino 
sólo uno, que va a emitir de tal forma, que ahorrará gastos de 
emisión y programación, convirtiendo el negocio en una ganga. 
Así, no sólo no habrá competencia sino que, además, los costos 
serán menores, porque las empresas van a actuar en forma de 
consorcio. 


Estas son las preguntas que el señor ministro tiene que res- 
ponder y no preguntarme si estoy de acuerdo con Mitterrand, 
con quien puedo coincidir en muchas cosas, pero también dis- 
Crepar en otras. 


Gracias a Dios -como decía Indalecio Prieto: “Gracias a Dios 
somos todos ateos”, yo lo soy, pero hago uso de la muletilla- 
tengo la posibilidad de compartir algunas cosas y discrepar res- 
pecto de otras con amigos socialistas del área internacional, ya 
que no estoy atado a nada ni a nadie. Sólo actúo respondiendo a 
convicciones propias y a la línea política de mi partido. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Pido la 
palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tienc la palabra el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - He se- 
ñalado el caso de Francta, porque la contradicción es muy grue- 
sa. Vemos que bajo un gobierno socialista hay sólo una emisora 
de televisión por cable. Con esto no he visto que se hayan viola- 
do los derechos humanos ni la Constitución. En otros países, lo 
reitero, hay dos, tres o cuatro emisoras de ese tipo. En Montevi- 
deo, con 1:000.000 de habitantes hemos dado seis permisos, los 
que van a competir entre sí, ya que una cosa es formar un 
consorcio y Otra ser un grupo económico. Al formar un consor- 
cio, se comparte determinado trabajo para prestar un mejor ser- 
vicio. Esa fue, justamente una de las condiciones que pusieron 
las empresas a que estamos haciendo referencia, las que admi- 
tían que se les otorgara el permiso, siempre que se les permitiera 
formar un consorcio. Además, reitero, esos fueron los mejores 
proyectos presentados, ya que cableaban la totalidad del depar- 
tamento, por lo cual el Poder Ejecutivo no podía rechazarlos. 


Entre los otros proyectos que el Poder Ejecutivo no autorizó, 
uno establecía que no iba a admitir competencia y otro ponía 
una serie de condiciones. Por otra parte, el que admitía compe- 
tencia, de acuerdo con su programación económica, no podía 
tener el número de abonados que viabilizase económicamente el 
proyecto. Además, esa empresa apenas iba a cablear sesenta 
kilómetros cuadrados, mientras que las otras van a cablear 132 
kilómetros cuadrados. 


Debo decir que me llama profundamente la atención que el 
señor senador socialista defienda a las empresas que pensaban 
cablear únicamente Pocitos y Carrasco y no el Cerro o Maroñas, 
tal como van a hacerlo las tres empresas adjudicatarias, que 
tienen tres directorios distintos y tres equipos periodísticos dis- 
tintos. lo que significa que se van a abrir tres canales distintos de 
televisión, además de los correspondientes a la programación 
satelital de la que, como es sabido, hay un número limitado en el 
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mundo. De este tipo de emisoras tenemos, por ejemplo, la CNN, 
Bandeirantes, la Televisión Española, la Televisión Francesa, la 
RAI, etcétera. Entre todas esas se van a conformar los 22 cana- 
les; nadie va a poder trasmitir señales satelitales que no sean las 
que existen en el mundo. 


Le expreso al señor senador que tenga la seguridad de que 
aguí no va a suceder como en Francia, donde hay una sola 
empresa; aquí van a haber scis. Las mismas se comprometieron 
a respetar el pluralismo y al hecho de que van a permitir a todos 
los partidos políticos una equitativa participación de los mismos 
en los tres canales de televisión por cable que se van a instalar, 
gracias a la decisión del gobierno del Partido Nacional. Hay que 
destacar que, hasta ahora, en el país nunca hubo televisión por 
cable. Ningún gobierno la había adjudicado antes. Reitero que 
- fue el gobierno del Partido Nacional el que otorgó 114 permisos, 
a los que se suman estos 6 para el departamento de Montevideo. 
En consecuencia, pienso que nosotros les hemos dado a los 
medios de difusión el mayor número de posibilidades. Repito 
que la televisión por cable es una realidad incontrovertible y que 
la misma es posible gracias al gobierno del Partido Nacional. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia le va a dar la pala- 
bra al señor senador pero, a su vez, señala que, por esta vía, se 
está entrando en un debate “mano a mano”, que no corresponde 
en una sesión en la que no se está realizando una interpelación, 
en la que sí se pueden formular preguntas a un señor ministro y 
él responder sin límite de tiempo. 


En consecuencia, se exhorta a los señores senadores a termi- 
nar esta incidencia y a permitir que se siga con el orden de los 
oradores inscriptos para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR GARGANO. - Quiero decir que, a través de todas 
mis intervenciones traté de guardar el estilo y, ahora, no voy a 
admitir que el señor ministro realice intervenciones impertinen- 
tes desde el punto de vista político. No voy a tolerar que mc fije 
normas de conducta socialista, ante el hecho de que yo defienda 
a una empresa que cablearía cn Pocitos o en Carrasco y no a otra 
que lo haría en el Cerro. Eso es, reitero, una impertinencia polí- 
tica, un recurso de muy baja calidad, usado a fin de no contes- 
tar las preguntas formuladas. Personalmente, defiendo que haya 
libertad de instalarse y de trabajar y que Jos que lo hagan 
mejor sean los que salgan adelante. Repito que lo otro es un 
recurso de baja calidad y una impertinencia política que no 
voy a admitir. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Señor senador Gargano: la Mesa 
lo exhorta a guardar estilo. 


Tiene la palabra el señor senador Ricaldoni. 
SEÑOR RICALDON!. - Señor presidente: antes de que us- 


ted, de alguna manera lo dijera, iba a hacer algunas puntualiza- 
ciones. 
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Tengo la convicción de que el tema se nos ha escapado de 
las manos y que estamos discutiendo algo que no figura en el 
orden del día. 


El tema concreto, señor presidente, es si en el acierto o en el 
error, el señor ministro de Defensa Nacional ha actuado honesta- 
mente o no respecto de este tema. El Senado no se reunió en el 
día de hoy para discutir lo referente a las ventajas o inconve- 
nientes del criterio aplicado dentro de determinado marco legal. 
Pienso que por allí hay que empezar y terminar cualquier tipo de 
pronunciamiento que hagan los integrantes del Cuerpo. 


Por lo tanto, me apresuro a decir -ya se lo adelanté antes de 
comenzar la sesión al representante del Poder Ejecutivo- que el 
nombre del señor ministro está por encima de cualquier sospe- 
cha en cuanto a actitudes incorrectas o indebidas. 


Quizás en alguna oportunidad hayamos tenido discrepancias, 
o tal vez las tengamos con el señor ministro, pero en nada han 
afectado ni afectarán jamás su buen nombre. Considero que todo 
esto, señor presidente -debemos decirlo claramente- está vincu- 
lada con una campaña que ya se ha identificado en el día de hoy 
sobradamente en el Senado. Me refiero a concretos medios de 
difusión que, por supuesto, se sienten perjudicados por la deci- 
sión del Poder Ejecutivo y que a partir de ello han emprendido 
una campaña a nivel periodístico contra la que quiero salir al 
cruce con toda energía. Por supuesto -y lo lamentamos- no se ha 
inaugurado a costa del señor ministro de Defensa Nacional, pues 
me animaría a decir que casi todos Jos hombres de los distintos 
sectores políticos del país han sufrido ese tipo de ataques, por lo 
que me alegro que en el día de hoy el Senado se reúna y esté 
dispuesto, como lo ha venido haciendo durante el desarrollo de 
la sesión, a dar su respaldo -según puedo percibir, en forma 
unánime- a un hombre que no pertenece a nuestro partido. Repi- 
to que con el señor ministro hemos tenido discrepancias en cuanto 
a lo que se debe hacer o no, pero jamás he vinculado esto con fo 
que se refiere a su buen nombre. Este es el tema que nos ocupa 
en la sesión de hoy y creo que el señor ministro debe salir 
tranquilo, porque la que a él le importa es su buen nombre, al 
igual que a todos los hombres públicos; lo demás, creo que es lo 
de menos. No obstante, pienso que estas expresiones tienen que 
estar en relación con una severa condena, con una enfática críti- 
ca a cierto tipo de periodismo que no tiene ningún inconveniente 
en incursionar, en la forma más deplorable -y elijo cuidadosa- 
mente mis palabras- que uno pueda imaginarse, sobre la honra 
de los hombres. 


Reitero que no es la primera vez que esto ocurre; a casi todos 
los sectores políticos de este país, alguna vez les ha tocado 
recibir este tipo de agravios y ataques que. afortunadamente, 
jamás han demostrado otra cosa que propósitos que no son los 
que desearía ver en los responsables de los distintos medios de 
difusión. Se ha hablado mucho de la importancia que tiene la 
libertad y el derecho de estar informados, pero creo que debería 
agregarse un párrafo que dijera que dicho derecho no constituye 
solamente la pluralidad o multiplicación de medios de difusión, 
sino que también debe importar la noticia veraz, sin perjuicio de 
la interpretación que cada uno le haga con buena fe, a partir de 
la cual se hace el comentario o la prédica política. 
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Quería hacer otra puntualización, señor presidente. En cuan- 
to a la regularidad de los procedimientos seguidos, pienso que 
este tema ha sido y sigue siendo tratado en profundidad en el 
seno de la Comisión de la Cámara de Representantes. Repito 
que no fuimos convocados en el día de hoy para analizar este 
asunto, pero sin perjuicio de ello quiero decir que coincido en 
términos generales con las explicaciones que ha dado el señor 
ministro de Defensa Nacional, porque también creo que existe 
un marco legal que establece el interés público, que significa, 
lisa y llanamente, a partir de lo que establece como limitación de 
los derechos el artículo 7” de la Constitución, un criterio a apli- 
car en el cual, sin duda alguna, podrá haber aciertos o equivoca- 
ciones, pero que forman parte de lo que aprendíamos en la 
Facultad, en Derecho Administrativo. Me refiero al marco de 
discrecionalidad donde siempre se mueven los gobiernos. 


No estoy de acuerdo, señor presidente, con que haya algo 
antijurídico o ilegítimo en este criterio, a menos que se prueben 
hechos tales como vicios graves en el procedimiento o ciertas 
arbitrariedades a la hora de hacer las adjudicaciones, Pero quiero 
llamar la atención también de que, curiosamente, esta campaña 
periodística -que, vuelvo a decir, rechazo categóricamente, en su 
forma y en sus finulidades- aparece en torno a la adjudicación 
del cable en la ciudad de Montevideo. Los vicios que se atribu- 
yen al pliego jamás fueron esgrimidos -periodísticamente, al 
menos- antes de que alguien, aquí en Montevideo, sintiera que 
sus intereses no habían sido respetados y reconocidos. 


Por otra parte, señor presidente, si de juridicidad se trata, 
también tenemos que decir que si todos los días -y creo que con 
razón- la oposición elogia la independencia del Poder Judicial, y 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, se deberían plan- 
tear los recursos correspondientes para actuar, en el caso de que 
hubiera habido un apartamiento del Poder Ejecutivo de las re- 
glas de Derecho. En ese sentido, pienso que esa limitación de 
derechos que establece una adjudicación como la que hoy se 
está juzgando -insisto en que, a ni juicio, fuera del orden del 
día, aunque no quiera rehuir el tema e involuntariamente ingrese 
en él- no es un caso poco menos que de patología del quehacer 
de la administración pública. Todos los días en este país, señor 
presidente, se está limitando esa libertad de trabajo, ya sea en la 
industria o en el comercio, porque así lo permite la parte final 
del artículo 7? de la Constitución. ¿Acaso cuando se quiere Ins- 
talar una entidad bancaria en el país no se tiene que pedir una 
autorización similar a la que se debe solicitar para la puesta en 
marcha de la TV cable? Nunca he escuchado, señor presidente, 
que alguien se agravie porque el consumidor de un servicio 
bancario se vea perjudicado, ya que al fin y al cabo él es quien 
tiene acceso al crédito y el derecho a los depósitos, por el hecho 
de que la legislación no sólo faculte, sino que imponga a la 
autoridad bancocentralista del país el otorgamiento del permiso. 
Inclusive, más allá de la instalación de empresas concretas, ban- 
carias o del sistema financiero del país, se llega hasta ingresar en 
la determinación sobre la cantidad de locales que debe tener. No 
veo que en el caso de la TV cable, en cambio, se haya dicho a 
los adjudicatarios del interior o de la capital cuántos funciona- 
rios deben tener, o dónde debe instalarse dentro de la ciudad 
cada una de las emisoras. 
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Lo mismo ocurre cuando se quiere instalar en este país un 
usuario de zona franca. Hace algunos años aprobamos una ley al 
respecto que obliga a un procedimiento especial para instalarse 
dentro de una zona franca, lo que significa una limitación que, 
en el error o en el acierto, impuso el legislador por razones de 
interés general. 


El señor ministro hablaba del servicio de taxímetros -otro 
hecho evidente- y yo no he sentido alzar voz alguna en contra 
diciendo que esa es una actitud poco menos que de encadena- 
miento del pasajero para impedir el ejercicio de una determinada 
libertad, o de un derecho con rango constitucional. Lo mismo 
ocurre con el servicio de transporte interdepartamental de Ómni- 
bus, y así podría seguir la enumeración. 


Bueno es, entonces, que digamos que por supuesto un Poder 
Ejecutivo, de buena a de mala fe, puede actuar mal dentro del 
marco de esa discrecionalidad. Pero también admitamos que 
puede actuar mal o bien según el particular punto de vista de 
cada uno, sin mala intención. Y en este caso, lo que me importa 
señalar es cómo se ha ido gestando esta actitud que comprendo 
perfectamente del señor ministro, porque yo habría hecho exac- 
tamente Jo mismo que él al venir al Senado para salir de él -como 
sin duda lo hará- con su nombre limpio. Por supuesto que nunca 
estuvo maculado y como entró con su nombre limpio sabe que 
nosotros sentimos que se encuentra a salvo de este tipo de prédi- 
ca ejercida por algún medio de difusión, sobre lo que ya se ha 
abundado en detalle en esta sala. Este es el tema y no otro. 


Quiero decir que me agradaría participar en un debate serio 
y profundo sobre la cuestión vinculada a la protección del con- 
sumidor, porque tendría muchas cosas que decir acerca de este 
asunto. Con los debidos respetos a otras posturas, a mi juicio la 
libertad del consumidor termina -y diría que emplieza- a la hora 
en que se cierra una fábrica o cualquier fuente de trabajo de 
nuestro país. Porque por encima del consumo que, en definitiva, 
normalmente es un concepto altamente materialista, está el bien- 
estar, la felicidad y la tranquilidad de mucha gente. Entonces, en 
nombre del consumidor, de la libertad de empresa y de comer- 
cio, no se puede introducir en un tema como éste la sombra de la 
duda en cuanto a la honorabilidad de quienes han tomado las 
decisiones. 


Tampoco voy a aceptar, señor presidente, que se diga que al 
haberse procedido de esa forma, se está imposibilitando que 
ciertos sectores políticos -y me Imagino que sociales- sin dinero, 
tengan acceso a los medios de difusión, porque eso, en la prácti- 
ca reiterada, ha quedado demostrado que es absolutamente 
ridículo como afirmación. 


Señor presidente: realmente, no puedo entender un punto de 
vista de esta naturaleza sosteniendo anteriormente por un señor 
senador al que, en lo personal, respeta y estimo mucho. Si algo 
caracteriza a la televisión uruguaya privada, es precisamente lo 
contrario de lo que se afirma, porque quisiera tener una informa- 
ción para saber qué relación hay entre el acceso a los medios de 
difusión de cada uno de los sectores políticos que componemos 
el panorama del país y su representación parlamentaria, más 
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aun, su representación ante la opinión pública. Creo que más 
que una distribución porcentual, hay una en partes iguales, se- 
gún los lemas existentes. De modo que, ¿en nombre de qué 
hecho real se señala que la decisión del Poder Ejecutivo, por ser 
como fue, está impidiendo que los que tienen menos recursos 
accedan a la televisión y permitiendo que sí lo hagan los que 
tienen más, como diciendo de esta manera que si se hubiera 
adjudicado a otro la televisión por cable de Montevideo, enton- 
ces los primeros habrían podido acceder? Nunca escuché afir- 
mar esto hasta el día de hoy, por lo que debo pensar que ha sido 
un exceso de entusiasmo en la defensa de un punto de vista que, 
por supuesto, no comparto. Porque sí fuera de otra forma y este 
hecho se sintiera como una realidad, se debería haber señalado y 
ello habría dado mérito, sin duda, a una denuncia y a una inves- 
tigación, en virtud de que sería muy grave que quienes tienen 
una gran responsabilidad, como la tienen los medios de difusión, 
estuvieran efectuando este tipo de discriminaciones entre quie- 
nes cuentan con recursos y quienes no los tienen. 


Quiero reiterar, entonces, que la actitud del señor ministro es 
similar a la que yo hubiera adoptado en estas circunstancias. En 
mi opinión, el tema que nos convoca hoy aquí no es el relativo a 
si el gobierno se equivoca o no, sino el de determinar si la 
actuación del señor ministro ha sido honesta o deshonesta, lo 
cual es algo distinto, Por otra parte, entiendo que hay que desta- 
car que la presencia del señor ministro en el Senado para debatir 
un tema que ya hos ha insumido cuatro horas, se origina por la 
campaña periodística lamentable -es más, diría repudiable- de 
un par de medios de difusión a los que ya se ha hecho abundante 
referencia durante esta noche. 


Por lo tanto, señor presidente, creo que de esta forma queda 
en claro -y lo digo muy especialmente- no sólo la postura del 
que habla, sino también la del Foro Batllista, sector que repre- 
sento. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente; creo que la confusión 
que, a mi juicio, padece el señor senador Ricaldoni en lo que 
tiene que ver con el motivo por el cual estamos reunidos, se 
debe a que todo este problema estaba siendo tratado en una 
Comisión de la Cámara de Representantes pero, en virtud del 
descaecimiento de la imagen del señor ministro de Detensa Na- 
cional por parte de medios de prensa -de acuerdo con lo que él 
mismo plantea- así como de las denuncias de que ha sido objeto 
por el cobro de honorarios profesionales, solicitó ser recibido en 
el Senado para aclarar estos aspectos de índole personal. En la 
citación se puede apreciar que el señor ministro pide ser recibido 
para hacer una exposición sobre lo actuado por su Cartera, con 
relación a la televisión para abonados y a las denuncias públicas 
de que ha sido objeto por el cobro de honorarios profesionales. 
Fs decir que cuando hablamos de cómo actuó el Ministerio de 
Defensa Nacional -el Poder Ejecutivo- con respecto a la televi- 
sión por abonados, estamos dentro del tema. Lo mismo sucede 
cuando hablamos de las denuncias públicas de que ha sido obje- 
to por el cobro de honorarios profesionales. Ahora bien, las 
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afirmaciones que acaba de hacer el señor senador Ricaldoni 
inducen a error porque nos dice que la opinión oficial del Foro 
Batilista es la que él ha dado, mientras que las denuncias públi- 
cas de que ha sido objeto el señor ministro por el cobro de 
honorarios profesionales, provinieron de un compañero de su 
bancada quien, apenas el titular de la Cartera terminaba de hacer 
su exposición, se desdijo de lo que había expresado en la prensa 
y se retiró, 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Pereyra) 


-Me interesa referirme ahora al tema principal, que es el que 
tiene que ver con la primera parte de la citación. Ya ha sido 
mencionada la opinión del doctor Alberto Pérez Pérez, de la que 
creo vale la pena extraer algunos elementos. Digo esto porque, 
por un lado, el señor senador Bouza, para defender la libertad de 
canales cable en Montevideo o en cualquier lugar del país, argu- 
mentó diciendo que si llevamos el criterio gubernamental a toda 
la actividad económica se justificaría limitar el número de carni- 
cerías. Ante esto responden el señor ministro y el señor senador 
Ricaldont, expresando que, sin embargo, hay otras cosas que se 
limitan, como por ejemplo, las líneas de ómnibus interdeparta- 
mentales, la cantidad de taxímetros y -tal como mc acota el 
señor senador Zumarán- hasta las farmacias. 


Pienso que una cosa es la situación de un supermercado, un 
ómnibus interdepartamental, un taxímetro o una farmacia y otra 
-tal como lo explica el doctor Alberto Pérez Pérez- es la libertad 
de expresión del pensamiento, es decir, la libertad de poder 
expresarse y de poder escuchar lo que se expresa. El doctor 
Alberto Pérez Pérez. decía que, posteriormente a la Revolución 
Francesa, en el período de la Restauración hubo un asesor del 
Rey Carlos X que le explicaba al monarca: “Esta libertad, sirve, 
es buena, justa, necesaria, pero incómoda”. Luego el doctor Al- 
berto Pérez Pérez explica que la libertad de prensa es una liber- 
tad fundamental, porque vuelve difícil la tarea de gobernar, y 
que es hueno que así sea, pues un poder que no encontrase 
resistencia estaría muy cerca de volverse un poder imesponsable, 
tanto en el sentido moral del término como en el político. De 
esto todavía tenemos, diría, heridas, rasguños o cicatrices en el 
lomo de lo sucedido en nuestro país cuando se pudo ejercer el 
poder en forma total, sin ningún tipo de contralor, ni siquiera 
por parte de la prensa. 


El doctor Alberto Pérez Pérez sostiene que el principio que 
está plasmado en el artículo 29 de la Constitución de la Repúbli- 
ca es el de que la libertad de prensa es enteramente libre. Tam- 
bién explica, como mencionaba el señor senador Gargano, la 
vigencia de la ley N” 16.099, que ratifica este principio constitu- 
cional, así como el Convenio de Costa Rica al que adhiere Uru- 
guay. Afirma, asimismo, que esto rige para la prensa escrita y 
que es complicado que alcance a la prensa radial y televisiva, 
porque las interferencias serían insoportables para quien quiera 
escuchar algo si hubjera una libertad total o si e] Poder Ejecutivo 
administrara en forma de libertad total el otorgamiento de on- 
das. De manera que aquí existe una limitación. Pero la única 
razón que ha hecho que esa limitación sea admitida es el número 
de frecuencias por las que sc puede emitir sin que haya interfe- 
rencias. 
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De modo que, el principio es la libertad total; la limitación 
está dada por las posibilidades. En el caso de la televisión por 
cable, la limitación respecto al número de frecuencias, tal como 
se ha explicado y ha sido aceptado, no existe. 


El señor ministro afirma que lo que ocurre es que en virtud 
de ciertos estudios de mercado se ha llegado a la conclusión de 
que la plaza no da para más empresas, que es necesario defender 
al usuario y que nosotros debemos posibilitar el funcionamiento 
solamente de un número reducido de empresas que tengan el 
suficiente poder económico como para arriesgar lo suficiente y 
estar permanentemente al día, con equipos acordes a los tiempos 
en que vivimos porque, de lo contrario, todavía estaríamos como 
en la época de las radios a galena en que todo esto se hace en 
defensa del usuario. La limitación se aplica porque los estudios 
de mercado indican que la plaza no da para más empresas y, 
además, porque una forma de defender al usuario es asegurar 
que el concesionario tenga el suficiente poder económico como 
para realizar la renovación tecnológica necesaria. 


El señor ministro nos entregó una lista de todos los canales 
cable que están autorizados y funcionando en nuestro país. En 
una lectura muy rápida pude observar que el departamento de 
Treinta y Tres cuenta con dos canales cable; Mercedes, con tres; 
San Carlos, con tres; Rocha, tres; Durazno, tres; Florida, con 
tres; Salto, con tres; San José, con tres: Trinidad, con tres; Ta- 
cuarembó, con dos y Pando, con cuatro. Es notorio que es abis- 
mal la diferencia de población entre Montevideo y cualquiera de 
estos centros poblados. Ante esto, y luego de las opiniones verti- 
das por el señor ministro, me surge la duda de si hubo un criterio 
para otorgar canales para abonados en cel interior del país y otro 
para Montevideo o, si en el caso del interior del país no importa 
la actualización tecnológica necesaria y, por lo tanto, no interesa 
tanto que el usuario tenga que depender del equivalente a una 
radio a galena o si, por el contrario, para el interior del país la 
renovación tecnológica es más barata y es posible habilitar una 
mayor cantidad de canales, tal como se refleja en los datos 
aportados por el señor ministro cuando se otorga cuatro canales 
para Pando y tres para Montevideo. 


SEÑOR RAMIREZ. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BOUZAS. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - Simplemente, deseo aportar alguna 
reflexión sobre el tema de la posible falta de limitación en el 
otorgamiento de televisoras por cable con relación a las televiso- 
ras por vía de frecuencia aérea. 


Una y mil veces hemos escuchado en esta sala hablar, preci- 
samente, de esa premisa que expresa que la televisión por cable 
no tiene limitación práctica ninguna y que podrían ser cientos y 
hasta miles, tal como dijo algún señor legislador, aunque por 
supuesto en sentido figurado. Al respecto, deseo hacer alguna 
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precisión. El tendido del cableado y la posibilidad de su ulteriw 
reparación por parte de las empresas conlleva una necesaria ser- 
vidumbre de apoyo de remoción y reparación en bienes de uso 
público, así como en bienes municipales de uso público, priva- 
dos de particulares y bienes comunes de particulares como en el 
caso de las propiedades horizontales. Por ello, no es posible 
afirmar -a mi juicio sería absurdo- que existe una ilimitada posi- 
bilidad de adjudicación de televisoras por cable en cualquier 
ciudad del mundo. 


Considero que realmente sería distorsionante la posibilidad 
de uso de los bienes municipales o nacionales para el uso nor 
mal al que están destinados si funcionaran 50, 100 ó 1.000 
empresas con derecho al tendido subterráneo o aéreo o las que 
tuvieran derecho a fijar el cableado frente a los edificios priva- 
dos o en forma interna en edificios de propiedad horizontal, 
donde el mercado es más apetecible, 


Precisamente, la Intendencia Municipal de Montevideo está 
analizando una Ordenanza a efectos de delimitar y regular el 
ejercicio del derecho por parte de determinadas empresas para el 
tendido del cableado. Reitero que no se trata solamente de la 
instalación inicial, sino que las empresas deberán vigilar perma- 
nentemente el buen servicio, así como las posibles roturas y 
defectos de comunicación, ya sca por fibra óptica, cable coaxil o 
cualquier otro mecanismo técnico que se pueda establecer para 
ese tipo de trasmisión mediante cable y no a través del éter, 


Deseaba hacer esta reflexión, porque no creo que la premisa 
de la que debamos partir sea la ¡limitación absoluta para el 
otorgamiento de concesiones a empresas de cable para cualquier 
ciudad. Con respecto a los ejemplos que se trajeron a colación 
de ciudades del interior, queremos significar que tres o cuatro 
empresas pueden ser admisibles sin que ello distorsione la vida 
urbana ni la actividad, el derecho de propiedad de los particula- 
res o el derecho común en régimen de propiedad horizontal. Sin 
embargo, no es válido tomar en cuenta la misma proporción 
para una ciudad como Mercedes que para una población como 
la de Montevideo. Si ello fuera así, se podría llegar a un absurdo 
en cuanto al porcentaje que se debería considerar para esta últ1- 
ma. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: me acotaba el señor 
senador Pérez que en el departamento de Canelones hay catorce 
canales de televisión por cable. 


Realmente resulta novedosa la restricción a la libertad de 
prensa por cuanto se generan dificultades para introducir los 
cables por entre los edificios en régimen de propiedad horizon- 
tal, lo que representaría un nuevo elemento para justificar la 
limitación de los canales en la ciudad de Montevideo. 


SEÑOR RAMIREZ. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 
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SEÑOR BOUZAS. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - Señor presidente: creo que la cifra de 
catorce canales de televisión por cable en Canelones, no se cir- 
cunscribe simultáneamente a cada una de sus ciudades, sino que 
deben estar distribuidos en las distintas localidades del departa- 
mento. Por lo tanto, el argumento que cita el señor senador, no 
es Válido para este caso. Realmente, no creo que la ciudad de 
Canelones o la de Santa Lucía admitan simultáneamente -reite- 
ro- catorce canales de televisión por cable en cada una de ellas, 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: en realidad repito, es 
novedoso que se diga ahora que la cantidad de cables que habría 
entorpecerían la visión desde las ventanas de los edificios en 
régimen de propiedad horizontal existentes en Montevideo. 


De todos modos, el argumento que se había esgrimido -y 
acerca del cual estaba dando respuesta- refería al elemento eco- 
nómico, el cual tiene un peso relevante. Precisamente, la consi- 
deración que debe tener el usuario de Montevideo -en cuanto a 
la calidad tecnológica del material que se emplea- es diferente a 
la que se hace acreedor el del interior. Al respecto, me pregunto 
si este último se conforma con menos. Digo esto, porque la 
preocupación radica en si no se puede invertir el argumento que 
emplea el señor ministro de Defensa Nacional, quien ha sido 
muy claro en sus expresiones, pero debe tener en cuenta que 
este tema inquieta a la gente. Dicho secretario de Estado podría 
sintetizar -aclaro que no son sus palabras- cl asunto, diciendo: 
“para que no le vaya mal al que no se le adjudica, no le adjudi- 
camos, aunque alguien podría interpretar también que para sal- 
vaguardar que na le vaya mal al que se le adjudica, no se le crea 
más competencia”. Creo que se trata de un elemento a tener en 
cuenta, porque existc. En ese sentido, lo que ha expresado el 
doctor Pérez Pérez es muy importante; es fundamental que se 
vuelva difícil la tarea de gobernar porque siempre el que gobier- 
na debe mostrar total cristalinidad en lo que hace. 


Por otra parte, y acerca de una contradicción que pretendió 
anotar en su intervención el señor senador Bouza, deseo hacer 
una breve digresión respecto a quienes defendemos ideas socia- 
listas o solidarias y que, supuestamente, estaríamos contradi- 
ciéndonos al defender la libertad de aquellas empresas que qui- 
sieran hacerse adjudicatarías de la televisión por cable, porque 
en este caso nos estaríamos afiliando al liberalismo. 


Creo que tenemos que dejar en claro y discernir qué es el 
liberalismo del pensamiento y el económico, ahora denominado 
neoliberalismo. El primero de ellos nos asegura el acercamiento 
a la democracia, partiendo de la base que considero que ella es 
una utopía. Es aquello por lo que siempre peleamos y a lo que 
esperamos llegar; todos sabemos que es imposible lograr la exis- 
tencia de una total democracia. El simple hecho de que estemos 
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discutiendo este tema, nos indica que nos estamos acercando a 
ella. A la democracia siempre se le pone un adjetivo; en nuestro 
caso, le añadimos “representativa”. En la medida que actuemos 
en ésta con un criterio democrático, nos acercaremos a ese ideal; 
de lo contrario, nos alejaremos de esa utopía y nos aproximare- 
mos a otras formas de gobierno. La defensa de la libertad de la 
expresión del pensamiento, nos ayuda a acercarnos a la demo- 
cracia y a su desarrollo; mientras que, el liberalismo económico 
nos aleja de ella. Es mentira que exista el mercado libre; ello es 
imposible porque, en el momento que concurrimos al supermer- 
cado -no sólo en Montevideo, sino también en el interior- no 
tenemos un total conocimiento del precio -por ejemplo- de las 
papas, como para hacer una mejor ecuación económica para su 
adquisición. 


En definitiva, en el mercado que se dice libre, el precio lo 
pone quien dispone de mayor poder económico. El liberalismo o 
neoliberalismo -como se denomina actualmente- económico, 
constituye la forma de asegurar que los más poderosos sean los 
que fijen los precios en el mercado. Porque el mercado libre no 
existe. Y eso va contra la democracia. 


Por lo tanto, reitero, no existe ninguna contradicción en aque- 
llos que creemos que es necesario ponerle controles al mercado 
económico para asegurar una defensa de los que están en peores 
condiciones pero, en cambio, en materia de expresión de pensa- 
miento, defendemos la libertad máxima posible. 


Además, pienso que no debemos perder de vista que resulta 
notorio -aunque se exprese que las razones sociales son distin- 
tas- la identificación existente entre quienes hoy tienen la emi- 
sión de televisión abierta y aquellos a los que se le adjudica la 
televisión por cable. Indudablemente, esto es malo para la de- 
mocracia. 


El señor ministro nos ha dicho que, sin embargo, el Poder 
Ejecutivo se ha asegurado de que quienes firmaron esa conce- 
sión se comprometieran a dar la oportunidad a los partidos polí- 
ticos de una equitativa participación. Quiero recordar -aunque se 
pueda pensar que, de pronto, ello estaría fuera del orden del día- 
que en el mes de octubre del año pasado pedí autorización para 
exponer en sala sobre el tema de la violencia en la televisión, en 
el horario de protección al menor. Todos los señores senadores 
presentes en esa oportunidad -si no me equivoco había 26 miem- 
bros del Cuerpo en sala- con sus manos levantadas, encomenda- 
ron a la Comisión de Educación y Cultura instrumentar normas 
legales de contralor de la violencia en la televisión, durante el 
horario de protección al menor. En forma expresa, inclusive, el 
señor senador Blanco anunció su apoyo a la iniciativa y luego, 
como dije, con la mano levantada, unánimemente tos señores 
senadores presentes encomendaron esa tarea a la Comisión de 
Educación y Cultura. Hoy, el señor senador Zumarán volvió a 
plantear el problema con preocupación, que me consta la tiene 
porque así lo expresó en su momento en el seno de la menciona- 
da Comisión. 


La Comisión de Educación y Cultura trabajó durante un tiem- 
po y recibió algunas delegaciones que expresaron las mismas 
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preocupaciones que teníamos nosotros. En un momento deter- 
minado, se entendió conveniente convocar a los representantes 
de los canales de televisión privados para que dieran su opinión 
sobre el tema que nos convocaba y respecto del cual el Senado 
nos había encargado el estudio de normas legales que lo regula- 
ran. Con anterioridad, intercambiamos ideas con los señores mi- 
nistros de Defensa Nacional y de Educación y Cultura y con 
autoridades del INAME. Todos manifestaron estar de acuerdo 
con la iniciativa e inclusive aportaron elementos que indicaban 
que era necesario buscar una forma de regulación. 


Como es sabido, la Comisión de Educación y Cultura se 
reúne los días miércoles. En una de sus sesiones se resolvió 
encomendarle a la señora secretaria que convocara a los repre- 
sentantes de los canales de televisión para la reunión que se 
celebraría el miércoles siguiente. A dos días de ocurrido esto, es 
decir, el viernes, los canales de televisión anunciaron pública- 
mente que habían decidido crear una Comisión de Autorregula- 
ción Etica de la Televisión Privada en el Uruguay. Y el miérco- 
les de la cita no concurrieron a la sesión para la que se los 
convocó, los gerentes o los dueños de los canales, sino los inte- 
grantes de esa Comisión, quienes manifestaron a los miembros 
de la Comisión de Educación y Cultura del Senado que tenía- 
mos preocupaciones espasmódicas por el problema de la violen- 
cia en la televisión y, también, ridiculizaron el planteo que está- 
bamos haciendo, jo cual dio lugar a un fuerte intercambio de 
palabras entre el presidente de la Comisión, el señor senador 
Ramírez, y nuestros visitantes. Lo que aún me llama la atención 
-y en esa oportunidad se lo plantcé a los representantes de los 
canales privados- es que la creación de esa Comistón se produjo 
al día siguiente de que los canales fueran convocados para expo- 
ner su posición sobre el tema en la Comistón de Educación y 
Cultura de este Cuerpo. Por otra parte, desde esa vez. en que se 
nos dijo que nos dejáramos de preocupaciones espasmódicas, 
que yo sepa, la Comisión de Autorregulación Etica no ha vuelto 
a funcionar o, por lo menos, no ha tornado estado público que 
ello sucediera. De todas formas, la violencia en la televisión 
dentro del horario de protección al menor, continúa tan campan- 
te, como lo dice el “slogan” de una marca de whisky. 


He traído esto a colación porque, lamentablemente, si bien la 
Comisión de Educación y Cultura continúa funcionando, cuan- 
do presentamos algunas iniciativas que legislaban la materia. 
nos encontramos con la falta de quórum para tratar el tema. St 
no recuerdo mal, presentamos alrededor de siete puntos como 
propuesta al Senado sobre to que se nos encomendó. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Formula noción para que se pro- 
rrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J, Pereyra). - Se va a 
votar la moción que acaba de ser formulada. 
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(Se vota:) 
-17 en 19. Afirmativa. 


Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Agradezco al señor presidente y a los 
compañeros del Cuerpo, 


Lo expresado hoy por el señor ministro, en cuanto al com- 
promiso asumido por los canales de televisión de dar una equita- 
tiva participación en ese medio a los partidos políticos, me pro- 
duce la misma preocupación que me provocó la creación de la 
Comisión de Autorregulación Ética. Quiero decir, además, que 
el doctor Martins ha hecho esta afirmación de la misma manera 
que el 4 de enero de este año señaló -cuando en el Senado se 
discutió el otorgamiento del monopolio a la empresa CANDY- 
SUR S.A. de los servicios de tierra del Aeropuerto Internacional 
de Carrasco- que se había preocupado por el daño que eso te 
podía provocar a PLUNA. Concretamente, manifestó: “Perso- 
nalmente, sugerí a la empresa” -se refiere a la que cumple los 
servicios de tierra en el Aeropuerto Internacional de Carrasco- 
“que le otorgara a PLUNA facilidades hasta tanto se organice la 
licitación cuya apertura está fijada para el mes de marzo” -esto 
es, la licitación vinculada « la sociedad de PLUNA con una 
compañía privada- “y la empresa le ofrece hacer el servicio sin 
cargo hasta el 1? de abril de 1994”. 


El 17 de mayo pasado cursamos un pedido de informes al 
señor ministro de Defensa Nacional sobre este tema porque, de 
acuerdo con los datos recabados, al día de hoy, CANDYSUR 
S.A. ha facturado a PLUNA por el mes de diciembre de 1993, 
U$S 15.076; en enero de 1994, U$S 369.384; en febreru de 
1994, U$S 342.992; en el mes de marzo, U$S 332.439, y las 
autoridades de PLUNA estiman que el gasto anual que ocasio- 
nará la atención de sus aviones en el Aeropuerto Internacional 
de Carrasco podría ascender a U$S 4:000.000 para el año 1994. 


Por lo expuesto, me preocupa esta afirmación que se hace 
ahora en cuanto al compromiso asumido por los canales de telc- 
visión que obtuvieron la concesión del servicio de televisión por 
cable -supongo que también se hará extensivo a la televisión 
abierta- de difundir, en las emisiones futuras, las distintas ideas 
que tienen los partidos políticos, porque no sé si esa promesa es 
similar a la que en su momento anunció el señor ministro con 
respecto a la empresa CANDYSUR S.A. de no facturar absolu- 
tamente nada a PLUNA hasta el 1? de abril de 1994. 


Se trata de preocupaciones que considero existen en la gente 
y debemos expresarlas, puesto que esa es nuestra función. Ade- 
más, creo que este punto no está fuera del orden del día, ya que 
el señor ministro concurrió a sala con el fin de explicar por qué 
piensa que estuvo bien el Poder Ejecutivo cuando actuó de esa 
forma. Nosotros manifestamos los motivos por los que conside- 
ramos que esa actitud no fue la correcta. Pero ello nada tiene 
que ver con algún ataque que nunca ha hecho la bancada del 
Frente Amplio como tal o alguno de sus miembros en lorma 
individual al señor ministro en el día de hoy o anteriormente. 
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Desearía efectuar algunas consideraciones finales. El se- 
fior presidente, en una aclaración que efectuó a una interven- 
ción -con la que tampoco estuve de acuerdo- del señor senador 
Olascoaga, hizo referencia a todos los medios de prensa que 
fueron objeto de clausura antes y durante la dictadura. El señor 
senador Olascoaga hizo una distinción estableciendo que una 
cosa es una clausura definitiva y otra, por el hecho de haber 
violado la censura, fijar una clausura temporal. Por lo tanto, 
parecería que las clausuras definitivas obedecen a una razón que 
esgrimió en una oportunidad mi vecino sobre situación similar, 
diciendo que “si se lo Hevaron al cuartel o le vinieron a allanar 
la casa, por algo será”. Todo indicaría que el señor Fasano es 
una especie de “apestado” de la prensa, ya que sólo los diarios 
dirigidos por él son los que recibicron clausura definitiva. Me 
gustaría que todos recordáramos que -pertenecemos a una gene- 
ración que se ha formado leyendo ese periódico- el semanario 
“Marcha” fue clausurado definitivamente -además de serlo “por 
un tiempito” y varias veces- por la dictadura, en el mismo mo- 
mento en que su director, señor Carlos Quijano -que todos reco- 
nocemos como un maestro- fue detenido y llevado al Cilindro 
Municipal. 


Por último, quiero expresar que, sin dudas, el poder de la 
televisión es muy grande. Cierto es que la televisión ha fabrica- 
do presidentes; acaba de hacerlo con alguien que además es cl 
dueño de una cadena de canales de televisión. Puedo citar a 
modo de ejemplo la fabricación del presidente de Brasil, señor 
Collor de Melo, quien en mi modesta opinión no es omnímodo. 
Sostengo, de igual modo, que así como la televisión ha creado 
presidentes, la acción del conjunto de la población también los 
ha destruido, Utilizo el mismo ejemplo para explicarlo. 


SEÑOR ALONSO TELLECHBEA. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR BOUZAS. - Cuando termine mi pensamiento se la 
concederé con mucho gusto, señor senador. 


Me gustaría quedar con la imagen de que, al igual que en 
aquella novela “Un mundo feliz” de Huxley, todo está muy bien 
organizado, pero siempre se cuela algo o alguien que rompe el 
mecanismo y que logra que nuevamente pueda establecerse el 
ejercicio de la libertad. La historia de nuestro país, señor presi- 
dente, desde 1973 a 1984, es una demostración muy clara de 
ello. 


Antes de culminar mi exposición, quisiera concederle la in- 
terrupción que me ha solicitado al señor senador Alonso Telle- 
chea. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Independientemente de 
que no comparto en gran medida la exposición del señor sena- 
dor Bouzas, quisiera solicitarle una aclaración. Quisiera saber a 
qué se refería cuando dijo que la televisión ha fabricado presi- 
dentes, poniendo como ejemplo el caso del señor Collor de 
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Melo. Me pregunto sí él piensa que en nuestro país ha ocurrido 
algo así, 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Dije exactamente lo que el señor sena- 
dor Alonso Tellechea ha interpretado y lo ejemplifiqué con los 
casos de los señores Berlusconi y Collor de Melo. Reitero, la 
televisión fabricó presidentes por medio del enorme poder que 
tiene. Por lo tanto, si se dan las condiciones necesarias también 
puede suceder lo mismo en nuestro país. Pero aclaro que no hice 
referencia a ningún caso del pasado. 


Quiero dejar constancia, también, que frente 4 ese gran po- 
der existe otro que pareciera no percibirse, pero que es el que en 
definitiva triunfa. A tales fines fue que hice referencia a la nove- 
la “Un mundo feliz” de Huxley, 


Deseo evidenciar, asimismo, que estoy totalmente de acuer- 
do con la propuesta formulada por el señor senador Ricaldoni en 
cuanto a que, en la medida de las posibilidades, se efectúe una 
investigación con el fin de saber cómo se distribuyen los tiem- 
pos en las emisiones de televisión abierta en nuestro país. Sin 
embargo, quisiera realizar una puntualización: pretendo que se 
observe cómo se distribuyen los tiempos en los mismos espa- 
cios, porque quizás la cantidad de minutos es equivalente o 
proporcional a la representación que tienen las distintas fraccio- 
nes políticas en un país, pero puede suceder que sea en distintos 
momentos del día, ya que por ejemplo no es la misma cantidad 
de público la que ve el programa informativo de las siete de la 
mañana, que la que lo hace a las 20 horas. De todas maneras, 
reitero que me parece muy buena la iniciativa y que si fuera 
posible llevarla adelante, la apoyaría con las dos manos. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Arana) 
SEÑOR HACKENBRUCH. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR HACKENBRUCH. - Por encontrarme en mi despa- 
cho no sé si comprendí muy bien expresiones vertidas por el 
señor senador Bouzas con respecto a mi actuación en este día. 
Quiero expresar en forma muy clara, señor presidente, que no 
me referí pura y exclusivamente a la moral del señor ministro y 
a su capacidad e integridad en cuanto a la regulación de sus 
honorarios. En ningún momento hice referencia a que el señor 
ministro había buscado soluciones en lo que tiene que ver con 
sus honorarios empleando sus influencias. Jamás lo mencioné. 
Lo que hice fue aceptar las explicaciones del señor ministro -a 
quien nunca cuestionamos- aunque indudablemente podemos te- 
ner distintos criterios sobre otro tipo de actividades en relación 
al tema del Hipódromo de Las Piedras. También expresé que 
hemos tenido diferentes entrevistas con el señor ministro, por lo 
que rechazo lo que se dijo respecto a que me he desdicho o que 
he dejado de lado algunas cosas. Lo único que hice fue llevar 
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este debate y esta acción dentro de lo que no es una interpela- 
ción, ya que esa no fue nuestra intención al recibir a! señor 
ministro. No procuramos buscar respuestas a nuestras inquietu- 
des, sino que él concurrió a efectuar su exposición y con respec- 
to a ella, opino que fue correcta. Nunca cuestioné, reitero, la 
mora! del señor ministro, sino que simplemente expresé mis 
ideas. Por eso no puedo aceptar que se me quiera hacer decir lo 
que no he expresado y que me quieran llevar a efectuar una 
interpelación, que no es mi intención realizar. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Sin perjuicio de que entiendo que 
ha quedado muy claro mi pensamiento con respecto a la clausu- 
ra de diarios, como he sido aludido, diré que no admito diferen- 
cias entre clausuras y clausuritas, por un tiempo o definitivas. 
Todas son clausuras. 


Lo que sí he dicho es que no me gusta el modo periodístico 
en que se conduce la dirección del diario “La República”, que lo 
ha llevado a ser un inveterado clausurado en el ejercicio de la 
actividad. Asimismo, lo ha llevado a tener el récord de clausu- 
ras. Naturalmente, esto conlleva el desempleo de los funciona- 
rios que allí trabajan y también la necesidad de que el Estado 
salga en su ayuda. Tal como lo leí en mi intervención anterior, 
esto hizo también que el Estado, en pleno golpe, tuviera que 
prorrogar el servicio de auxilio para esos funcionarios que ha- 
bían quedado en la calle. Asimismo, creo que es un modo equí- 
voco de conducirse el hecho de haberse publicado una crónica 
sobre un cierre que presuntamente estaba decidido y que no se 
llevó a cabo. No existía; simplemente se trató de una creación 
periodística del diario “La República”. Reitero, pues, que se 
trata de modos equívocos de expresarse. 


A continuación, citaré un ejemplo. En la Comisión de la 
Cámara de Representantes, quien actúa por el departamento de 
Maldonado, el señor Ambrosio Rodríguez, sostuvo: “Hace unos 
minutos los visitantes” -y entre ellos se encontraba el doctor 
Fasano, director de “La República””- “manifestaban que se esta- 
ba orquestando un complot para realizar un golpe de Estado, 
expresión que se repitió dos o tres veces, Me gustaría saber si 
ustedes realmente creen que están en peligro las instituciones y 
si realmente existe algún peligro de que se dé un golpe de Esta- 
do, de la misma manera que ocurrió en 1973. Sería algo suma- 
mente alarmante, para preocupar a todos los uruguayos. Ya no 
creo que exista un complot para realizar un golpe de Estado”. 


Más adelante, el doctor Fasano, respondiendo a la consulta 
formulada por el señor representante Rodríguez, afirmó que en 
ningún momento había mencionado que los señores De Feo, 
Romay y Scheck -aclaro que él les adjudica grados militares y 
no me parece serio que eso se pueda releer aquí- “se reunían 
para confabular contra las instituciones democráticas, tomar par 
asalto el Palacio Legislativo e instaurar un régimen de terror. Lo 


CAMARA DE SENADORES 


25 de Mayo de 1994 


que dije está muy claro: esto es un golpe de Estado al corazón 
de la conciencia informativa del país”. 


En defimitiva, vuelven los modos equívocos de expresarse. 


Finalmente, hablando de clausuras y reconociendo la que 
muchos órganos de prensa han tenido y la forma hidalga en que 
actuó la prensa debo decir al Senado que también fui clausurado 
cuando integraba la audición que dirigía el ex presidente de ta 
República, presidente del Consejo Nacional de Gobierno, don 
Alberto Heber, por Radio Sarandí. Cuando fuimos a realizar la 
audición -en la que colaboraban también Mario Heber y el ac- 
tual presidente de la República- se nos dijo que no podíamos 
seguir más. Personalmente, seguí yendo a la emisora durante los 
tres o cuatro días siguientes. Algunas personas me preguntaban 
para qué iba, ya que podían llevarme preso. Les contesté que iba 
porque había mucha gente que quería saber qué sucedía y que 
no tenía idea de por qué no salíamos al atre allí nos encontrába- 
mos y hablábamos. Entonces, si de clausuras hablamos, yo tam- 
bién estoy clausurado. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR RICALDONL - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDON!. - Quien habla no hizo ninguna mo- 
ción de investigar la cantidad de minutos adjudicados a uno u 
otro sector político, ni cosa por el estilo. Simplemente, dije que, 
sin tener cifras a la vista, tenía la convicción de que se distribuía 
más que equitativamente el tiempo entre los distintos sectores 
políticos, sin considerarse por los canales de televisión -que al 
fin y al cabo son los que han entrado en cuestión en este recinto- 
cuál era el caudal electoral rcal o presunto de cada uno. 


Reitero que no he hecho ninguna propuesta de investigación; 
si el señor senador Bouzas lo desea, puede formularla. Esa no 
era la dirección en la que iban mis expresiones. 


Aprovecho esta oportunidad para señalar que no sé sj en 
otros países se fabrican o no presidentes; es probable que tenga 
ventajas bastante claras un propietario de muchos medios de 
difusión, como el señor Berlusconi en Italia. Lo mismo digo cn 
relación con el ex presidente del Brasil, señor Collor de Melo. 
que fue un buen producto televisivo. 


En definitiva, pienso que cuando se habla de que un presi- 
dente se hace a través de la televisión, puede haber dos lecturas 
distintas. Una se vincula con la voluntad deliberada de manipu- 
lar a la opinión pública por parte de un medio de difusión, ya 
sea un canal, una radio o un periódico. La otra -que tenemos que 
admitir, nos guste o no- es que quien tiene mejor capacidad de 
comunicación posee ventajas indiscutibles en una campaña elec- 
toral. por la influencia que tienen, precisamente, los medios tele- 
visivos. 
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Además, quiero decir -y aclaro que no es ningún tipo de 
travesura- que tanto se puede hacer ese tipo de imputación con 
respecto a un determinado presidente como a un intendente; y 
naturalmente que esto puede darse en otro país que no sea el 
nuestro, ya que no creo que el actual señor presidente haya sido 
fruto de una decisión de los canales de televisión, sino que, en 
mi opinión, ganó en buena ley porque así son las reglas del 
juego democrático, y personalmente me alegro de que esto así 
funcione, Por ejemplo, el señor senador Bouzas podría decir que 
el señor intendente de Montevideo está en ese cargo por una 
voluntad deliberada de los canales de televisión de esta ciudad. 
Personalmente, creo que no es así. Pienso que la ciudadanía 
siempre da libremente su veredicto, el que hay que respetar, se 
discrepe o no con el resultado de las urnas. En ese sentido, 
puede ser que también el doctor Tabaré Vázquez haya podido 
acceder a la televisión por una capacidad de comunicación ma- 
yor a la que tienen otros, al margen de las condiciones de cada 
uno para aspirar a determinado cargo o al ejercicio de una fun- 
ción concreta, 


Es cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra para contestar una alu- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: tomo nota de que no 
se ha presentado ninguna propuesta en el sentido de realizar una 
investigación para ver la forma en que se distribuyen los tiem- 
pos, en función de las distintas opciones políticas, par parte de 
los canales abiertos de televisión, privados y del Estado. Asimis- 
mo, tengo en cuenta la cuestión relacionada con la posibilidad 
de que todos los partidos políticos tengan una equitativa partici- 
pación en el medio televisivo. De acuerdo con lo que ha dicho el 
señor senador Ricaldoni, eso se ha cumplido y se continúa cum- 
pliendo en nuestro país. Personalmente no estoy de acuerdo con 
esto; en mi opinión, está claro que no se cumple. 


Por supuesto que estamos de acuerdo con que, hasta ahora, 
en nuestro país no se ha fabricado ningún presidente. También 
estamos de acuerdo con que en el libre juego de presencia que 
se debe dar entre los distintos candidatos ante las pantallas de 
televisión, debe ganar el que sea más convincente. Pero debe- 
mos tener cuidado con que no se trasmita uno de ellos a las 7 de 
la mañana y otro a las 19:horas. También sería bueno que esa 
sugerencia que había hecho en su intervención se transforme en 
una propuesta -reitero que la apoyaría con las dos manos- es 
decir, que se investigue cómo se hace la distribución de tiempo 
en la televisión abierta en nuestro país entre las distintas opcio- 
nes políticas, 


Muchas gracias. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 
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SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: desde ya adelanto 
que seré muy breve en mi exposición pero, la importancia de los 
temas que se han mencionado en el debate -más allá de que 
muchas veces he observado que nos hemos ido bastante lejos de 
los puntos concretos que planteó el señor ministro- obliga a un 
pronunciamiento, aun cuando sea escueto. Podría ser más breve 
si hiciera mías, por lo menos en su generalidad, las palabras de 
los señores senadores Bouza y Zumarán, cuyas exposiciones en 
términos globales comparto y que, por su elocuencia, traducen 
mejor de lo que podría hacerlo quien habla lo que se puede 
manifestar al respecto. 


Creo que debemos distinguir dos temas sobre los que esta- 
mos obligados a pronunciarnos, ya que el señor ministro ha 
venido a plantearlos. Uno de ellos tiene que ver con la acusación 
de implicancia entre su cargo de ministro y su profesión de 
abogado, hecho que ha quedado totalmente aclarado en virtud 
de que las actuaciones a que se refería correspondieron a una 
época muy lejana a ésta en la que ejerce el cargo. Ello ha queda- 
do claro, incluso, a través de las palabras de quien las difundió. 


En consecuencia, pienso que el señor ministro ha hecho muy 
bien en venir al Senado de la República a brindar estas explica- 
ciones contundentes, al sentirse acusado de algo tan grave como 
es la implicancia en la administración, En ese sentido, ya que 
estamos en el tema, aprovecho para decir que me satisface ple- 
namente y que queda totalmente a sulvo la conducta del señor 
ministro. Pienso que así debe expresarlo el Senado. 


El segundo aspecto que analizó pormenorizadamente cl se- 
ñor ministro -pese a que señaló que había hablado cuatro horas 
en la Comisión de la Cámara de Representantes- se refiere a la 
adjudicación dc la televisión por cable. Este es un tema que se 
maneja a nivel de la opinión pública, cuestiorándose el procedi- 
miento seguido por el gobierno. Asimismo, todo esto se ha de- 
batido muy ampliamente en una Comisión de la Cámara Baja. 
Sin embargo, la discusión no se agotó allí por una razón regla- 
mentaria. Según entiendo, salvo que quien habla esté equivoca- 
do, o que lo estén quienes mencionaron el trabajo de dicha 
Comisión cuando ésta elaboró las conclusiones finales, se en- 
contró con la objeción de que no podía aconsejar nada al Cuerpo 
porque la Cámara no le había solicitado el estudio de este pro- 
blema. Se trataba, simplemente, de una iniciativa de los miem- 
bros de la Comisión y así lo declararon ante el Plenario. No he 
Icído ni sabido que se haya cometido a una Comisión Especial el 
análisis de este tema. Por lo tanto, sigue circulando como un 
elemento en discusión, tanto en el ámbito político como en cl de 
la opinión pública en general. 


Como bien ha dicho el señor senador Ricaldoni, cuando vi- 
nimos al Senado no contábamos con los elementos de juicio 
suficientes como para pronunciarnos sobre un tema tan comple- 
jo, cuyo estudio en una Comisión de la Cámara Baja insumió 
aproximadamente un mes. Este asunto -reitero, muy complejo- 
además, motivó que distinguidos ¡juristas emitieran opiniones 
totalmente dispares, Esto significa que no hubo coincidencia, 
por lo menos de carácter general, en la apreciación de la juridici- 
dad del acto administrativo, mediante el cual se adjudicaba a 
distintas empresas el derecho a negociar la televisión por cable. 
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En consecuencia, el tema cstá en el tapete de la discusión 
pública y, seguramente, lo seguirá estando cn el ámbito parla- 
mentario. Además, me parece que ejerciendo facultades de con- 
tralor como las que tiene este Parlamento, también debe hacerlo 
con las otras -que quizá sea necesario ejercer- es decir, las fun- 
ciones legislativas. Es evidente que las diversas interpretaciones 
de destacados juristas que concurrieron a la Comisión de la 
Cámara de Representantes demuestran que el tema no es claro. 
En materia de información y de adjudicación de medios a la 
opinión pública, el país no puede tener una legislación confusa 
que dé lugar a diversas interpretaciones. Es necesario destacar 
que aquí están en juego valores fundamentales, tal como lo han 
señalado diversos señores senadores, cualquiera sea la opinión 
que tengan sobre el acto administrativo. Está en juego la libertad 
de opinión, el evitar el monopolio de esa información a la opi- 
nión pública y la libertad o el derecho de los partidos políticos 
de usar aquellos medios que adjudica el Estado y los que le 
pertenecen au éste, puesto que en la democracia su opinión se 
forma a través de la de los ciudadanos y de los partidos políti- 
COS. 


Por tanto, estimo que se trata de un tema de enorme impor- 
tancia que no podría detenerse solamente en cl análisis del acto 
administrativo. Más allá de que éste se considere totalmente 
ajustado a derecho o equivocado, pienso que es una buena opor- 
tunidad para revisar la legislación al respecto. No podemos que- 
dar librados a nuevos episodios confusos o atados a una decisión 
que puede no haber sido realizada con mala intención, pero 
podría llegar a tencr consecuencias no deseadas por la opinión 
pública en general. por los partidos políticos ni por el Poder 
Ejecutivo, 


Por ello, señor presidente, como prometí ser muy breve y 
dejar como mías las fundamentaciones de los señores senadores 
Bouza y Zumarán, diría que el Senado cumpliría su misión esta 
noche si votara una moción que me he permitido bosquejar, y 
que si tuviera acogida cn el ánimo de los señores senadores, la 
presentaría. Concretamente, dice así: “Oída la exposición del 
señor ministro de Defensa Nacional, el Senado resuelve: 


1) Que las explicaciones brindadas por el señor ministro en 
lo que tiene que ver con presuntas implicancias, son satisfacto- 
rias. : 

2) Que en cuanto a los procedimientos empleados por la 
administración en la adjudicación de la explotación de la televi- 
sión por cable, corresponde un estudio minucioso por una de las 
Comisiones especializadas del Senado con fines de contralor y 
también legislativo”. 


Creo que de csta manera cumpliríamos nuestro cometido en 
una forma racional, no improvisando csta noche, por más que 
hayamos leído mucho de lo que se trabajó en la Cámara de 
Representantes y no precipitando una resolución, sino somelién- 
dola al estudio de una Comisión con fines de contralor, para 
determinar si la administración procedió bien o mal, ajustándose 
a derecho o no en cuanto al acto en sí. Y, en segundo lugar, para 
que la Comisión pueda aconsejar al Senado, con fines legislati- 
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vos, nuevas normas que regulen una materia tan delicada que 
ticne que ver nada menos que con la correcta información a la 
opinión pública, cuestión vital para la salud de la democracia. 


SEÑOR HACKENBRUCH. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PEREYRA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR HACKENBRUCH. - Señor presidente: he escucha: 
do la propuesta formulada por el señor senador Pereyra de una 
posible resolución del Senado. Debo expresar que he sido muy 
claro cuando me he referido a lo que ha tratado en sala al señor 
ministro. El aludió, pura y exclusivamente, a la regulación de 
sus honorarios y dijo que para poder obtener todos esos benefi- 
cios que va a percibir por su legítima acción como abogado, no 
ejerció ninguna influencia ante el Ministerio de Economía y 
Finanzas. Al respecto, he dicho que esto me parecía bien y sigo 
manteniendo mi opinión sobre el señor ministro. Quiero aclarar 
que no he venido aquí a hacer una interpelación y desearía 
reiterar esos términos porque no es mi intención entrar cn un 
debate que nos lleve u situaciones políticas enojosas O incómo- 
das. Por supuesto que frente a esto soy neófito en relación con 
muchos señores senadores que están en sala, por lo que podría 
incurrir en errores que no quisiera cometer. 


Entonces, deseo aclarar que, por lo menos, ño acompañaría 
la primera parte de la moción, porque no quisiera llegar a otro 
tipo de situaciones que no serían convenientes en un ambiente 
camo el que se ha desarrollado hasta ahora. 


No es que quiera discutir ni plantear problemas políticos, 
pero pienso que debía hacer esta aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Puede con- 
tinuar cl señor senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - No quiero generar una discusión polí- 
tica ni molestar al señor senador Hackenbruch. Simplemente, he 
expresado que, a mi juicio, ha quedado clara la corrección con 
que ha actuado el señor ministro frente a las acusaciones que se 
le han hecho. Asimismo, entiendo que, equivocado o no en el 
procedimiento -eso está en discusión- el señor ministro ha expli- 
cado las razones por las cuales contribuyó a la elaboración de la 
norma que hoy regula la televisión por cable. 


Creo que el motivo fundamental por el que el señor ministro 
ha concurrido en el día de hoy al Senado, fue el de justificarse y 
pienso que esa actitud debe ser respaldada por nosotros. Desde 
mi punto de vista, esto no signilica avalar un acto de la adminis. 
tración sobre el que no tengo todavía debido juicio, puesto que 
ni siquiera lo tienen aquellos que se han especializado en la 
materia. Por esta razón, prefiero que el Cuerpo haga un estudio 
detenido a través de una de sus Comisiones. ya que en la Cáma- 
ra de Representantes no existe ninguna que esté analizando el 
tema en este momento. Este es el fundamento de la moción que 
he presentado. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador Batalla. 


SEÑOR BATALLA. - Señor presidente: permítaseme co- 
menzar con una reflexión que implica, en cierto sentido, un 
recuerdo personal. Con motivo de este intercambio de ideas y 
opiniones que se produjo en estos últimos minutos en la sesión, 
me vino a la memoria la lectura de un hermoso libro de Fromm, 
filósofo vienés, denominado: “Psicoanálisis de la Sociedad Con- 
temporánea”, en uno de cuyos capítulos el autor expresaba -no 
lo recuerdo de memoria- que los medios de comunicación le 
venden a los pueblos los gobiernos como las pastas de dientes, 
Personalmente, no comparto la agresividad de esta frase que me 
parece exagerada pero, sin embargo, creo que en el mundo mo- 
derno existe una enorme influencia de los medios de comunica- 
ción que, en cierto sentido, muchas veces responde a la realidad 
económica que se vive en los países. 


Entiendo que hoy estamos examinando un tema importante, 
pero -discúlpenme la expresión- tal vez, con frivolidad, teniendo 
en cuenta que fue estudiado durante largo tiempo en una Comi- 
sión de la Cámara de Representantes, que recibió en varias opor- 
tunidades al señor ministro, así como a especialistas, a los adju- 
dicatarios de la televisión cable y a sus reclamantes, y que en la 
actualidad continúa analizando el problema y previendo un pro- 
cedimiento para continuar, por ejemplo, con una discusión en 
Comisión General, con un Hamado a sala, etcétera. Evidente- 
mente, debemos ser respetuosos de la bicameralidad y creo que 
nosotros estamos introduciéndonos en el tema, tal vez porque la 
propia convocatoria dio lugar a esa confusión. 


Debo expresar que conozco desde hace muchos años al se- 
ñor ministro y tenemos una vieja amistad, que no fue ni siquiera 
empañada por un hecho que el destino determinó, cuando hizo 
que un día firmara mi destitución como funcionario de la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo por haber acompañado una 
huelga; era mi obligación, como trabajador. A pesar de ello, 
hemos tenido una larga relación y siento por él, no solamente 
afecto sino un profundo respeto personal y profesional. Por lo 
tanto, está fuera de duda y de todo ámbito de discusión, el hecho 
de que yo tenga la plena seguridad de que el señor ministro 
actuó con toda honestidad en defensa de lo que él creía. Puedo 
compartirlo o no, pero repito, no tengo ninguna duda, sobre todo 
en estos asuntos en que el derecho ofrece, como en tantos otros, 
dos bibliotecas. Creo que el señor ministro hizo lo que entendió 
que el derecho le imponía llevar a cabo. 


Por otro lado, quiero manifestar que la Cámara de Senadores 
se ha reunido a los efectos de que el señor ministro de Defensa 
Nacional realice una exposición sobre lo actuado por su Minis- 
terio con relación a la televisión para abonados y respecto a las 
denuncias públicas de que ha sido objeto por el cobro de hono- 
rarios profesionales. Estoy convencido de que el señor ministro 
quiso que el Senado lo recibiera para explicar su conducta en 
cuanto a las imputaciones que se le formularon respecto al cobro 
de honorarios profesionales. Entiendo que ha quedado absoluta- 
mente probada su no culpabilidad, reconocida par el propio de- 
nunciante, quien señaló claramente que de ninguna manera ha- 
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bía querido rozar su moralidad, sino simplemente indicar algún 
desajuste de procedimiento. Creo que esto ha quedado aclarado 
y, por lo tanto, es ajeno a toda discusión, 


Como partido no nos negamos a examinar este tipo de situa- 
ciones. Creo que tal vez lo trágico en este asunto haya sido el 
hecho de que estamos demasiado ligados a los protagonistas. 
Este tema es demasiado coyuntural como para que nosotros a 
veces podamos apreciar la problemática en su conjunto. Estimo 
que debemos defender la libertad de información, así sea ejerci- 
da por el mejor como por el más miserable de los hombres. 
Considero que es más fácil defender la libertad de información 
cuando uno es elogiado, que cuando uno es injuriado, muchas 
veces, en forma gratuita. Aclaro que no quiero realizar cargos 
contra nadie. Creo que con esto se aclara sustancial y sustantiva- 
mente nuestra posición frente al tema, Por tado ello, pienso que 
hay un plantco que nosotros debemos defender, que es la plena 
libertad de información. Asimismo, debo decir que todavía no 
cuento con una información total, pese a que hemos estado aten- 
tos al trabajo de la Comisión -hemos leído sus versiones taqui- 
gráficas- sobre el desenlace final de todo este proceso. De todos 
modos, considero evidente que tenemos una responsabilidad en 
todo esto. No tengo ninguna duda al respecto y en ese sentido he 
firmado una moción -lo digo con el mayor de los respetos hacia 
el señor senador Pereyra- que rescata mejor y en forma más 
terminante la opinión de este Cuerpo con relación a la conducta 
del señor ministro, A pesar de ello, no tenemos inconventente en 
que este tema sea examinado en una Comisión especializada del 
Senado, con funciones de contralor y legislativas. Pensamos que 
esa es nuestra obligación en un tema que ha sido polémico. 
Quizás en este asunto nuestra misión, como legisladores, sea la 
de evitar que la discusión se haga cterna y permanente, hoy 
con unos protagonistas y mañana con otros. Estimo que hoy 
en todo este proceso hemos oscilado entre la defensa del se- 
ñor ministro -la que me parece lógica y ajustada a Derecho- y 
un tema que, en cierto sentido, hemos discutido brevemente y 
con menor profundidad a como ha sido tratado en la Cámara de 
Representantes, En esta sesión hemos arribado a dos mociones, 
una de las cuales se refiere a respaldar plenamente la honorabili- 
dad del secretario de la Cartera que es -creo- lo que él quería. 
Pienso que el señor ministro ha estado muy bien en venir a este 
Cuerpo porque es el ámbito donde él debía dar sus explicacio- 
nes; las ha dado en forma satisfactoria y eso hace que el tema 
culmine. Asimismo, creo que las mociones pueden combinarse 
y votarse por incisos. Entonces, como segundo inciso se podría 
votar lo que planteaba el señor senador Pereyra. Estimo que 
no hay ningún inconveniente en cuanto a que el Poder Legis- 
lativo que, en definitiva, es quien defiende las libertades pú- 
blicas -entre ellas la libertad de expresión y los derechos indivi- 
duales- tenga un cometido específico, institucionalmente impues- 
to. Por lo tanto, en lo personal considero que la honorabilidad 
del señor ministro está totalmente a salvo, aunque creo que de- 
bemos respetar los principios del bicameralismo y esperar el 
resultado de este tema en la Cámara de Representantes. Asimis- 
mo, si se entiende pertinente la discusión del asunto en las Co- 
misiones especializadas, no tendríamos inconveniente en apo- 
yarla. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Arg. Mariano Arana). - Si ningún 
otro señor senador hace uso de la palabra, se va a dar lectura a 
las mociones presentadas. 


Léase la primera de las mociones presentadas. 


(Se lee:) 


“Oídas las explicaciones del señor ministro de De- 
fensa Nacional con relación a imputaciones sobre su con- 
ducta a propósito de la adjudicación de la televisión para 
abonados, la Cámara de Senadores declara: que sin per- 
juicio de la opinión que cada sector político tenga sobre 
las adjudicaciones de televisión para abonados, queda a 
salvo la honorabilidad del señor ministro, (Firman:) Agui- 
rre Ramírez, Zumarán, Olascoaga, Silveira Zavala, 
Ramírez, Priore de Soto, Ricaldoni, Hackenbruch, 
Batalla, Cassina, Alonso Tellechea, Irurtia, Bouza y 
Blanco. Senadores”. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Seguramente, ahora se dará lectura a 
la moción que hemos presentado y, como el señor senador Bata- 
lla hablaba de una fusión de ambas, debo decir que no tengo 
inconvenientes para ello, porque no podría votar en contra de 
esta declaración del Senado. Por lo tanto, la moción leída podría 
ser el inciso primero y la mía -se debería suprimir el primer 
párrafo- constituiría el inciso segundo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - De todas 
maneras, se va a dar lectura en forma integral a la moción para 
que todos los señores senadores conozcan el texto presentado. 


Téase la moción presentada por el señor senador Pereyra. 


(Se lee:) 


“Oída la exposición del señor ministro de Defensa 
Nacional el Senado resuelve: 1) que las explicaciones 
brindadas por el señor ministro en lo que tiene que ver 
con presuntas implicancias son satisfactorias. 2) que en 
cuanto a los procedimientos empleados por la Adminis- 
tración en la adjudicación de la explotación de la televi- 
sión por cable, corresponde un estudio minucioso por 
una de las Comisiones especializadas del Senado, con 
fines de contralor y también legislativas. (Firman:) Pereyra, 
Besozzi y Elso Goñi. Senadores”. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREZ. - Creo que el hecho de que haya dos mo- 
ciones, que en mi opinión son totalmente diferentes, genera una 
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complicación para la votación de las mismas. Estaría de ucuerdo 
con la redacción de la propuesta por el señor senador Pereyra ya 
que en un primer punto deslinda toda responsabilidad en lo que 
tiene relación con la labor del señor ministro y con sus honora- 
rios, que fue uno de los temas que estuvo planteado en esta 
sesión y sobre el cual nadie tiene dudas. Más aun, cuando esto 
comenzó la persona que lo inició aclaró que esta sesión no tenía 
carácter de acusación hacia el señor ministro. Por lo tanto, en 
este aspecto creo que se pude concitar la unanimidad del Sena- 
do, lo que desde el punto de vista político sería mejor para el 
Parlamento y el Poder Ejccutivo. 


Con respecto a lo que tiene que ver con la adjudicación a las 
tres empresas que en nuestra opinión conforman un monopolio, 
creo que lo mejor es que, por un lado, se siga el proceso en la 
Cámara de Representantes y, por otro, que a nivel del Senado 
las Comisiones respectivas realicen un examen legislativo del 
tema. Aclaro que en esto no hay ningún juicio negativo sobre la 
conducta del señor ministro. Por lo tanto, me parece que esto es 
totalmente compatible con una decisión seria y responsable del 
Senado. Ahora bien, si esto no es aceptado -quiero que se tomen 
mis palabras tal como las expreso- voy a interpretar que el pro- 
pósito no es tratar el asunto relativo a la moral del señor minis- 
tro, sino quitar el aval a una decisión ya tomada por el Poder 
Ejecutivo. Además, parto de la base de que las empresas que se 
consideran defraudadas tienen abierto el camino hacia el Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo y eso nadie lo puede 
impedir, Como hien decía el señor senador Pereyra, hay bi- 
bliotecas en un sentido y en otro. Además, el Senado, en unas 
pocas horas, se ha visto en la obligación de tratar un tema que 
no ofrece secretos para cl señor ministro de Defensa Nacional 
«quien lo viene analizando en la Cámara de Representantes des- 
de hace más de un mes- pero que sí los tiene para los señores 
senadores. Esta es una razón más, pues, para que Jos integrantes 
de este Cuerpo tomen con calma este problema, permitiendo su 
examen en las Comisiones respectivas a fin de determinar los 
elementos legislativos que estén relacionados con este tema. 


Por todo ello, entiendo que sería más saludable para el Sena- 
do e, inclusive, para el señor ministro de Defensa Nacional, que 
se llegara a un consenso en torno a una resolución que no fuera 
lesiva para nadie y que, simultáneamente, no violentara la posi- 
ción de los senadores que entendemos que el problema debe 
continuar siendo examinado. 


SEÑOR CASSINA. - Pido Ja palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Naturalmente, coincido con lo expre- 
sado por el señor senador Batalla. 


Quiero señalar que sigo creyendo que la moción que hemos 
suscrito varios señores senadores -entre los cuales se encuentran 
el señor senador Batalla y quien habla- es más clara y completa 
que el primer numeral de la moción del señor senador Pereyra 
Afirmo esto porque allí se dice que no está en tela de juicio la 


25 de Mayo de 1994 


honorabilidad del señor ministro de Defensa Nacional, tanto en 
el episodio mencionado -que, por otra parte, ya quedó descarta- 
do con la intervención del señor senador Hackenbruch- como en 
lo que tiene que ver con el tema de la adjudicación de la televi- 
sión cable por abonado. Esto se dice de una manera expresa, 
como debe ser, porque la honorabilidad del señor ministro tam- 
bién ha sido públicamente cuestionada en ese aspecto. 


SEÑOR BLANCO. - Apoyado. 


SEÑOR CASSINA. - En nuestra opinión, ella no está en 
cuestión, con independencia de que creamos que el Poder Ejecu- 
tivo actuó con acierto o con error, tanto desde el punto de vista 
de la juridicidad como del mérito de la decisión de la adjudica- 
ción de la televisión por cable. Es obvio que estos son dos 
aspectos totalmente distintos. Es más; la moción leída en primer 
término deja a salvo los distintos criterios de los sectores políti- 
cos acerca del tema de la adjudicación mencionada. 


De todos modos, el señor senador Batalla y quien habla no 
planteamos ninguna objeción en proceder como dijimos ante- 
riormente, sin perjuicio de que entendemos que existe un trabajo 
en la Cámara de Representantes que deberíamos aprovechar y 
respetar, ya que es mucho más completo del que aquí se pudo 
hacer hoy, porque supuso varias sesiones y porque, además, se 
escuchó más de una vez al señor ministro de Defensa Nacional, 
a los interesados -tanto a los adjudicatarios como a los que no 
resultaron tales- e, inclusive, a especialistas de derecho público 
que analizaron este tema tan controvertido. 


Por tanto, no nos oponemos a que las Comisiones del Sena- 
do examinen este asunto en lo que hace a la regularidad jurídica 
y a la apreciación del mérito de la decisión del Poder Ejecutivo, 
sobre todo teniendo en cuenta la necesidad de legislar sobre el 
tema. Por ello, queremos expresar que votaremos la segunda 
parte de la moción presentada por el señor senador Pereyra, pero 
no la primera -y lo digo con claridad- porque en este aspecto 
queremos ser rotundos. Estamos seguros de que en ningún caso 
se ha puesto en juego la moral del señor ministro de Defensa 
Nacional, ni siquiera en el tema tan controvertido de la adjudica- 
ción de los canales de televisión por cable. 


SEÑOR BLANCO. - Apoyado. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR CASSINA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Atendiendo a las explicaciones brin- 
dadas por los señores senadores Cassina y Batalla, en el sentido 
de que este no es un pronunciamiento sobre el acto administrati- 
vo, sino sobre la conducta del señor ministro de Defensa Nacio- 
nal -sobre lo cual tampoco tengo dudas- acepto la sustitución del 
primer párrafo de mi moción por el que se ha propuesto, enten- 
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diendo que la interpretación correcta es la que se acaba de dar. 
Reitero que no se trata de un pronunciamiento sobre el tondo de 
la cuestión o el acto administrativo, sino sobre la conducta del 
titular de la Cartera. En ese sentido, no puedo impugnarla de 
ninguna manera porque estoy de acuerdo y acepto las explica- 
ciones que él ha dado sobre su conducta personal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Puede con- 
tinuar el señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - He terminado, señor presidente. 
SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BRUERA. - Estoy totalmente de acuerdo con la 
opinión de mi compañero de bancada, el señor senador Pérez. 


Por otro lado, insisto en que, a mi juicio, es más clara para 
este Cucrpo y, desde juego, para el señor ministro de Defensa 
Nacional, la propuesta que inicialmente formulara el señor sena- 
dor Pereyra. Entiendo que debemos dejar de lado el problema 
moral que, por otro lado, no fue planteado por la bancada del 
Frente Amplio. Sin embargo, debo decir que tenemos sertas 
objeciones sobre el acto administrativo y la política del Poder 
Ejecutivo en la materia que está siendo objeto de discusión tam- 
bién cn la Cámara de Representantes, 


Por lo tanto, si el señor senador Pereyra retira su moción. 
consultaré a los compañeros del Frente Amplio si están de acuerdo 
en que la hagamos nuestra. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arg. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Quiero aclarar que no voy a retirar la 
moción que he presentado. Sin embargo, acepto la sugerencia 
formulada en el sentido de cambiar el primer párrato por el 
contenido en la otra propuesta y, además, solicito que se vote el 
segundo inciso, que plantea someter a estudio de una Comisión, 
tanta los aspectos jurídicos y formales, como la posibilidad de 
legislar en la materia, ya que actualmente las normas que la 
rigen son confusas. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arg. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Solicito a la Mesa que 
someta a votación la moción que fue presentada en primer tér- 
mino y que tiene un único inciso, ya que esta es la vía reglamen- 
tarta que corresponde. 
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Luego, si algún señor senador solicita la consideración de 
alguna otra moción, ello se puede hacer pero, reitero, el Senado 
debe expedirse sobre la moción presentada en primer lugar. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una aclaración, 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Deseo aclarar que no estamos en 
desacuerdo con la moción presentada, pero no nos detenemos 
en ello, ya que solicitamos que, además, una Comisión parla- 
mentaria se encargue de estudiar un problema que, evidente- 
mente, continúa en discusión en la opinión pública y en los 
ámbitos políticos y parlamentarios. 


Creo que las mociones son complementarias. Según entendí, 
por lo menos algunos de los firmantes -como los señores sena- 
dores Batalla y Cassina- estaban de acuerdo con que luego de 
votado el primer párrafo de la moción presentada en primer 
término, se votara luego el segundo inciso de la formulada por 
quien habla. En ese caso, suprimiríamos el párrafo primcro de 
nuestra propuesta. 


SEÑOR RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - A la hora de formular las mociones se 
trata de sintetizar las opiniones vertidas en sala y de enmarcar 
las cuestiones que aquí se han debatido. 


Parece claro que hay tres aspectos planteados en el Senado 
sobre el pedido de concurrencia del señor ministro de Defensa 
Nacional, y que dos de ellos estarían referidos a su honorabili- 
dad personal. Uno tendría relación con la posible colisión del 
interés personal y del público, es decir, de su influencia o impli- 
cancia en el cobro de honorarios profesionales, lo que ha queda- 
do absolutamente desvirtuado por manifestaciones de los seño- 
res senadores y por explicaciones muy claras y con fechas muy 
precisas del titular de la Cartera. La segunda cuestión liene que 
ver con la honorabilidad del señor ministro de Defensa Nacional 
en el procedimiento de adjudicación de la televisión por cable, 
que no partió de ninguna de las bancadas integrantes de este 
Cuerpo, sino de un órgano de prensa. 


El señor ministro, en su intervención, dio lectura a páginas 
de un órgano de prensa que claramente trata de internarse en el 
tema de la honorabilidad y no en el de la juridicidad o inconve- 
niencia de la resolución de adjudicación. Ese es el segundo tema 
trascendente al cual el Senado debe dedicarse. El último punto 
es el de la adjudicación en sí misma, cs decir, el análisis del acto 
administrativo. Sobre este asunto deseo hacer dos precisiones. 
Por un lado, debemos aclarar que el Senado obviamente no está 
en condiciones de pronunciarse sobre un tema que ha sido deba- 
tido en una Comistón de la Cámara de Representantes con el 
aporte de los interesados y de consultantes especialmente cita- 
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dos. Por otra parte, como manifestó el señor senador Pereyra, no 
ha habido unanimidad de opiniones entre los especialistas de 
derecho público y de derecho administrativo en cuanto a la juri- 
dicidad del procedimiento y de la adjudicación. 


Todo esto también está vinculado a un tema de política legis- 
lativa en cuanto al uso de los medios de difusión -este aspecto 
no ha sido abordado aún por el Parlamento- por lo que el Poder 
Ejecutivo ha tenido que manejarse con normas preexistentes que 
le señalaban determinado marco legal. En esta discusión ahora 
aparece la posibilidad de modificar ese marco, creando otro tipo 
de disposiciones que pudieran establecer limitaciones o amplia- 
ciones al uso de los medios de difusión. Esto sería especialmente 
aplicable cuando, por razones prácticas, puede verse limitado el 
número de emisoras -esto no sucede con los órganos de prensa 
escrita- en virtud de tratarse de frecuencias, o cuando existen 
otros motivos que no hacen posible conceder una cantidad infi- 
nita o ¡limitada de autorizaciones de televisión por cable. 


Este último punto, que se relaciona con la juridicidad o con- 
veniencia, por un lado, y con la posibilidad de efectuar una 
modificación legislativa, por otro, amerita una separación clara. 
El Parlamento puede, pero creo que no debe, internarse en el 
análisis de la juridicidad de un acto administrativo de adjudica- 
ción, ya sea de una licitación o de un llamado que típicamente 
no lo sea, porque en nuestro sistema de derecho existe un órga- 
no que felizmente funciona correctamente -aunque pueda ser 
lento- y que actúa con absoluta independencia de criterio y de 
influencias de tipo político. Me refiero, concretamente, al Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo. Cabe destacar que tanto 
para las empresas que han sido adjudicatarias como para aque- 
llas que no lo han sido, existen importantes intereses patrimonia- 
les en juego. Á mi juicio, el Parlamento no haría bien si tratara 
de incidir sobre el Poder Ejecutivo para que revocara, por razo- 
nes de juridicidad, el acto administrativo dictado, más allá de lo 
que el propio Poder pudiera considerar en el recurso de revaca- 
ción. Reitero que no haría bien el Parlamento si buscara incidir 
para modificar la conducta del Poder Ejecutivo, sobre todo te- 
niendo presente que existe un órgano mucho más independiente 
de todo tipo de influencias, como es el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo. 


Por estas razones, estaría de acuerdo en que el Parlamento se 
ocupara, desde el punto de vista legislativo, de la regulación de 
esta materia, porque debe ser su preocupación permanente deter- 
minar cuáles son las reglas generales para la administración y el 
uso de la libertad de expresión a través de mecanismos cada vez 
más modernos. La legislación puede haber quedado atrasada, en 
la medida en que no se ha puesto al día con las nuevas técnicas 
para la difusión de pensamiento, pero no podemos internarnos, 
desde una Comisión del Senado, en el análisis de un tema que 
no aparece como una manifiesta idegulidad, habida cuenta de 
que existen posiciones discrepantes de reconocidos especialistas 
en cuanto a su juridicidad. Por lo tanto, más allá de que, de 
acuerdo con la Constitución, le asiste ese derecho, creo que no 
es conveniente que el Parlamento se involucre en ese problema. 
De lo contrario, se daría el caso de que las Comisiones del 
Senado o de la Cámara de Representantes debieran o pudieran 
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analizar cada una de las adjudicaciones en licitaciones públicas 
de cualquier naturaleza que realice el Poder Ejecutivo. De esta 
forma, se estaría trastrocando o quebrando lo que pretende ser la 
independencia de la función jurisdiccional del Poder Judicial y 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: de acuerdo con la 
citación N? 14, el Senado ha sido convocado para escuchar la 
exposición sobre lo actuado por el Ministerio de Defensa Nacio- 
nal con relación a la televisión para abonados y, por otro lado, 
para tratar las denuncias públicas de que ha sido objeto el señor 
ministro por el cobro de honorarios profesionales. 


De acuerdo con el desarrollo de la sesión -lo mencioné en mi 
intervención anterior- este segundo punto -que habría sido pu- 
blicitado por la prensa, y supongo era el que rozaba la honorabi- 
lidad personal del señor ministro- quedó despejado de inmediato 
por la primera intervención del señor senador Hackenbruch... 


SEÑOR HACKENBRUCH. - Por las explicaciones del se- 
for ministro. 


SEÑOR GARGANO. - ...aunque debo aclarar que no com- 
prendí muy bien la última. Cuando él explicó por qué no votaba 
la moción del señor senador Pereyra me quedó, como dicen 
ahora los economistas, descalzada una cosa de la otra. No llegué 
a entender por qué no Jo conformaba una propuesta que se 
expedía expresamente sobre esto. 


Oídas las explicaciones del señor ministro sobre el cobro de 
honorarios profesionales, que fue tramitado de acuerdo con las 
normas legales pertinentes y en los tiempos en que no se desem- 
peñaba en alguna función pública, la bancada del Frente Amplio 
va a votar una moción que diga expresamente que en lo que se 
refiere al cobro de honorarios profesionales y a las denuncias 
que fueron efectuadas en relación a ese extremo, cl señor minis- 
tro tiene a salvo su honorabilidad. 


Otro tema es el de la adjudicación de la televisión por cable, 
que ha sido el motivo sustancial de todo el debate que se ha 
generado en el Parlamento y en el país. En torno a este tema hay 
cuestiones de mérito jurídico, político y administrativo, que fue- 
ron expresadas en el desarrollo de la reunión. Se ha dicho que ha 
habido irregularidades que ameritan una investigación y se ha 
pedido al señor ministro que responda acerca de ellas. Ante este 
planteamiento, éste pidió tiempo para hacerlo. Personalmente, 
no dudo que las explicaciones serán brindadas y todo concorda- 
rá con el derecho, pero a esto debe referirse el pronunciamiento 
del Senado. Me parece que en una primera instancia, la propues- 
ta del señor senador Pereyra recogía exactamente eso. Entonces, 
si Él retira su moción o la modifica sustituyendo el numeral 1% 
de la suya por la parte correspondiente de la otra propuesta, 
nosotros nos vamos a ver compelidos a presentar una que diga 
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exactamente lo que pensamos. Dicha moción está ya en poder 
de la Mesa y solicitamos que se la lea para que sea de conoci- 
miento de los señores senadores como propuesta de la bancada 
del Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Léase la 
moción presentada. 


(Se lee:) 


“Oída la exposición del señor ministro de Defensa Nacional, 
el Senado declara: 1) Respecto de las denuncias públicas de que 
ha sido objeto por el cobro de honorarios profesionales, se con- 
sidera que ha quedado a salvo su honorabilidad personal; 2) Con 
relación a la televisión para abonados, el tema continúa en dis- 
cusión en el ámbito de la Cámara de Representantes, sin perjui- 
cio de que el tema da mérito para que las Comisiones especiali- 
zadas del Senado, con fines de contralor y legislativos, se ocu- 
pen del mismo. (Firman:) Korzeniak, Gargano, Arana, Bruera, 
Bouzas, Astori y Pérez. Senadores.” 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tienc la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: con su exposición, el 
señor senador Gargano me ha ahorrado el 80% de lo que quería 
decir. Sin embargo, quiero manifestar que la moción presentada 
por varios señores senadores no aclara el problema de la honora- 
bilidad del ministro, tema al que él se refirió expresamente. Ta 
citación del Senado para esta sesión es: “A fin de que el señor 
ministro de Defensa Nacional realice una exposición sobre lo 
actuado por el Ministerio de Defensa Nacional con relación a la 
televisión para abonados y respecto a las denuncias públicas de 
que ha sido objeto por el cobro de honorarios profesionales”, 
Repito, esta moción firmada por varios señores senadores no 
hace ninguna referencia que libere al señor ministro de las acu- 
saciones públicas de que ha sido objeto con motivo del cobro de 
honorarios profesionales. Ella dice que “sin perjuicio de la opt- 
nión que cada sector político tenga sobre las adjudicaciones de 
televisión para abonados, queda a salvo la honorabilidad del 
ministro”. Además, en la primera parte, establece que “oídas las 
explicaciones del señor ministro de Defensa Nacional con rela- 
ción a impulaciones sobre su conducta a propósito de la adjudi- 
cación de la televisión para abonados, la Cámara de Senadores 
declara”. En definitiva, no hay ninguna referencia a la acusación 
que afectaba directamente la honorabilidad del ministro y que, a 
nuestro juicio, estaba muy bien prevista en la moción presentada 
por el señor senador Pereyra, por lo cual habíamos manifestado 
nuestra voluntad de votarla en forma afirmativa, 


Por lo expuesto, de la síntesis que se hace de las dos mocio- 
nes, optamos por aquella a que hacía referencia el señor senador 
Gargano. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK, - Señor presidente: naturalmente, apo- 
yamos la moción que ha sido firmada. Sin embargo, queremos 
dejar constancia sobre un aspecto que, quizás, se esté tratando o 
vaya a ser tratado en el seno de la Cámara de Representantes. 


Al margen de la controversia jurídica o del mérito u oportu- 
nidad de la decisión planteada, sobre la cual -tal como todos 
hemos afirmado- se han emitido opiniones discrepantes de muy 
distinguidos especialistas, quiero manifestar que existe un punto 
importante que el Poder Ejecutivo pudo atender en su momento, 
y tal vez todavíu esté a tiempo de hacerlo. En nuestra opinión, 
en esta situación se presentan las condiciones que generalmente 
la doctrina exige para la suspensión de actos muy controverti- 
dos. Creo que, en determinado momento, esa hubiera sido una 
actitud -no sé si todavía es posible tomarla- y una decisión de 
buena administración, de cautela jurídico-administrativa que hu- 
biera impedido que se suscitara toda una serje de episodios 
publicitados que, realmente, no le han hecho bien a ta imagen de 
las instituciones y de las personas involucradas. 


El dispositivo de la suspensión cuenta con mucha elabora- 
ción. Obviamente se cxige -incluso desde el punto de vista de 
nuestro derecho positivo se recogen las orientaciones generales- 
la presencia de dos requisitos: el primero tienc que ver con que 
exista una apariencia de que, por lo menos, el tema es racional- 
mente controvertible y, el segundo, está vinculado al hecho de 
que la suspensión se impone cuando es evidente que una even- 
tual anulación posterior en vía jurisdiccional no puede material- 
mente reparar el daño causado por un acto ilegítimo o antijurídi- 
co. Debo aclarar que es discutible que este segundo requisito 
esté presente en esta instancia; o sca que una anulación dentro 
de uno o dos años determinaría que el Poder Ejecutivo tenga 
que reparar la situación y dar cumplimiento al principio consti- 
tucional de otorgar las adjudicaciones a todos aquellos que las 
soliciten dentro de términos materialmente razonables. Sin em- 
bargo, la doctrina ha sostenido que cuando el tema es ostensible- 
mente objeta de una controversia válida y versa sobre un punto 
que no afecta exclusivamente a intereses particulares, se presen- 
ta también el requisito que hace que sea de buena administración 
suspender la medida hasta que el mismo se dilucide en los ámbi- 
tos que son reclamados -es decir, en esteras independientes y 
jurisdiccionales- a fin de dialogar sobre el tema de las comuni- 
caciones, que es lo que habitualmente se ha hecho en esta clase 
de temas cuando ha existido la necesidad de regularlo. De esa 
manera, se ha evitado que la controversia llegue a un terreno 
donde el subjetivismo pueda teñir la discusión y generar una 
imagen inadecuada de las instituciones. 


SEÑOR RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 
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SEÑOR RAMIREZ. - De acuerdo con las aclaraciones efec- 
tuadas en sala sobre la primera moción, es claro que en su 
acápite se ha omitido la referencia al cobro de los honorarios 
profesionales. Dicha moción dice así: “Oídas las explicaciones 
del señor ministro de Defensa Nacional con relación a imputa- 
ciones sobre su conducta a propósito de la adjudicación de la 
televisión para abonados, la Cámara de Senadores declara; que 
sin perjuicio de la opinión que cada sector político tenga sobre 
las adjudicaciones de televisión para abonados, queda a salvo la 
honorabilidad del señor ministro.” 

En ese sentido, sugiero que se agregue al acápite, luego de la 
expresión “a propósito de la adjudicación de la televisión para 
abonados”, la frase “así como del cobro de honorarios profesto- 
nales”. Con esto, la parte declarativa que deja a salvo la honora- 
bilidad del ministro incluye las dos conductas que le fueron 


imputadas públicamente por la prensa y por un señor senador, 


Desconozco cuál es el mecanismo reglamentario correcto, 
pero Sugiero que se agregue esta frase al acápite de la moción. 


SEÑOR BLANCO. - No hay inconveniente, señor senador. 

SENOR PRESIDENTE (Arg. Mariano Arana). - Como los 
señores senadores (irmantes de la moción comparten la sugeren- 
cia del señor senador Ramírez. y si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

Léase la moción presentada por el señor senador Pereyra. 

(Se lee:) 

“2) En cuanto a los procedimientos empleados por la adnti- 
nistración en la adjudicación de la explotación de la televisión 
por cable corresponde un estudio minucioso por una de las Co- 
misiones especializadas del Senado con fines de contralor y tam- 
bién legislativos”. 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Sc vota:) 

-T en 23. Negativa. 


SEÑOR GARGANO. - Solicito que se rectifique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arg. Mariano Arana). - Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota:) 


-)4 en 23. Afirmativa. 
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SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - Señor presidente: he votado negativa- 
mente esta moción debido a que el tema se encuentra a conside- 
ración de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR RICALDON!T. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - También he votado en contra de 
esta moción, señor presidente, por las mismas razones expuestas 
por el señor senador Blanco y, además, porque considero que 
existe una clara contradicción entre lo que se manifiesta en el 
numeral 1) y el 2) de la misma. Digo esto porque más allá de las 
expresiones concretas que incluye la moción, es claro que para 
la mayoría del Senado queda a salvo ta honorabilidad del señor 
ministro, pero bajo sospecha lo que tiene que ver con la regula- 
ridad jurídica y el criterio discrecional con que ha actuado el 
gobierno en esta materla, 


Creo que todo esto no le hace bien a la discusión y esta 
culminación la perjudica notoriamente. Pienso que el Senado ha 
tomado una clara posición respecto de un tema que algunos 
desarrollaron en una forma que todos hemos criticado. Me refie- 
ro a cómo se trató el problema por parte de algunos medios de 
difusión. Por otro lado, considero que el señor ministro ha dado 
una explicación satisfactoria de los criterios aplicados pero, repi- 
to, la culminación que ha tenido la sesión deja bajo un enorme 
signo de interrogación un tema que, personalmente, pensé que 
se iba a dilucidar en forma más categórica. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Nuestro sector no ha 
votado esta moción entendiendo, un poco en el sentido de lo que 
han expresado los señores senadores Blanco y Ricaldoni, que el 
tema está siendo analizado por la Comisión respectiva de la 
Cámara de Representantes. En virtud de ello, no nos parece 
conveniente, si en ese ámbito se están llevando a cabo las con- 
sultas correspondientes y se está estudiando el problema, tratar 
simultáneamente un mismo tema en ambas Cámaras. 


Por otro lado, queríamos dejar constancia de que sti bien la 
citación puede tener una forma determinada, con un temario 
específico, en el espíritu de la solicitud del señor ministro de ser 
escuchado por el Senado, lo más importante era el problema 
relacionado con el cuestionamiento a su honorabilidad. Es nece- 
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sario destacar que esto ya fue discutido y que el Senado se ha 
expedido respecto del tema. 


Pienso que en su exposición, la que no fue muy extensa, el 
señor ministro hizo referencia, en repetidas oportunidades, al 
tratamiento que en determinados medios de prensa se hacía a su 
condición humana, a su honorabilidad. 


Considero que de esta sesión del Senado surge claramente 
un respaldo a la honorabilidad del señor ministro, Por su parte, 
esta segunda moción lo que hace es duplicar el trabajo parla- 
mentario respecto de un tema que ya está siendo analizado. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arg. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREZ. - Señor presidente: quiero decir que si bien 
hemos votado afirmativamente esta última parte, lo hicimos ne- 
gativamente respecto del grueso de la moción. También quiero 
expresar que lamento realmente que la misma se haya votado. 


Ya hemos expresado que, en lo que se refiere a la persona 
del señor ministro, no tenemos ningún tipo de cuestionamiento. 
Sin embargo, consideramos que en los hechos, independiente- 
mente de las intenciones, y como forma de arreglar el problema 
con rapidez. se trajo, sorpresivamente, al Senado, un asunto cuyo 
estudio llevaba más de un mes en la Cámara de Representantes. 
Expreso que, en este momento, no me refiero a todo lo que tiene 
que ver con la moral del señor ministro, porque ya sabemos que 
el asunto no fue como se dijo y porque quien promovió el 
problema lo retiró apenas escuchó sus palabras. Lamentable- 
mente, la moción ha contado con los votos de la mayoría para 
avalar la concesión a tres canales del monopolio de la televisión 
por cable. Esto me parece que es algo atroz para la población en 
$u conjunto, para la democracia, para las comunicaciones y tam- 
bién para el Senado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pienso que no le asiste razón al se- 
fior senador Jaime Pérez, por lo que quiero fundamentar mi 
voto. Debo decir que, junto con otros señores senadores, fui el 
redactor de esta moción que contó con los votos favorables del 
Senado. Pienso que el sentido literal de la misma es claro, obvio 
y deja a salvo la posición de cada sector respecto de la adjudica- 
ción de la televisión por cable. Todos los sectores -entre los que 
se encuentra el mío- que consideran inconveniente la adjudica- 
ción realizada -sin pronunciarse sobre si hay o no irregularida- 
des administrativas, que las puede haber- y que a su vez sostie- 


nen claramente que, si bien el señor ministro se pudo haber 
equivocado y el trámite administrativo puede no estar de acuer- 
do con todos los requisitos necesarios, cllo no implica que la 
decisión adoptada se haya debido a motivaciones espurias, como 
se dijo por algunos medios de prensa. 


7) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - No habien- 
do más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 22 y 7 minutos, presidiendo el arqui- 
tecto Mariano Arana y estando presentes los señores senadores 
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